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RESUMEN 
 
La presente investigación desarrolla  la posibilidad de la implementación de un estado civil 
para la figura de la unión de hecho en el Ordenamiento Jurídico peruano, teniendo en cuenta que 
existen referencias sobre ello desde una perspectiva legal, jurisprudencial y doctrinaria en el 
derecho  peruano y es regulado  en algunos países de acuerdo al Derecho Comparado; asimismo, se  
analiza los efectos jurídicos del matrimonio civil puesto que los efectos de la unión de hecho 
presentan semejanzas con los primeros, demostrando los criterios a aplicar para que la relación 
entre estado civil y unión de hecho se lleve a cabo como se estipula en la investigación. Por 
consiguiente, al ser viable la existencia y la regulación de un estado civil para la unión de hecho en 
el país trae consecuencias en el tráfico comercial y la seguridad jurídica, y por último, en la 
legislación sobre los Registros de Estado Civil, tomando en consideración que la unión de hecho en  
es inscrita actualmente en los Registros Públicos, específicamente en el Registro Personal y que 
son supervisados ambos por RENIEC y SUNARP, respectivamente 
Palabras claves: Implementación de un estado civil, unión de hecho, efectos jurídicos del 
matrimonio civil, criterios, consecuencias, tráfico comercial, la seguridad jurídica, legislación, 
RENIEC,  SUNARP. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 XV 
 
ABSTRACT 
 
The present investigation develops the possibility of the implementation of a civil status for 
the figure of the cohabitation  in the Peruvian juridical System, taking in consideration that there 
are references about it from a legal, jurisprudential and doctrinaire perspective in Peruvian law and 
it is regulated in some countries according to comparative law; likewise, it is analyzed  the legal 
effects of civil marriage, since the effects of the cohabitation show similarities with the first ones, 
demonstrating the criteria to be apply so that the relationship between civil status and the 
cohabitation  is carried out as it is stipulated in the investigation. Therefore, as the existence and 
regulation of a civil state for the cohabitation is viable, it has consequences for commercial traffic 
and legal security, and lastly on the legislation on Civil Status Registers, having in consideration 
that the cohabitation is registered currently in Public Registers and they are both supervised by the 
RENIEC and SUNARP, respectively. 
Keywords: Implementation of a civil state, cohabitation, civil effect of civil marriage, 
criteria, consequences,  commercial traffic, legal security, legislation, RENIEC, SUNARP. 
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INTRODUCCIÓN 
 
El Estado civil ha sido una figura clásica en el Derecho Peruano, relacionada netamente a 
la persona humana y al matrimonio, siendo así que se ha quedado estancada en ciertas situaciones 
jurídicas (soltero, casado, divorciado y viudo) y no ha previsto la originada por la unión de hecho, 
la misma que al merecer un trato similar y que ha cobrado importancia en las relaciones de la 
persona humana le concierne también que se le otorgue un estado civil como uno de sus efectos.  
 
Esta tesis empezó con el primer capítulo, planteando lo siguiente: ¿Si es factible la 
implementación de un estado civil para la unión de hecho en el Perú?, principalmente esta 
investigación trató  sobre la posibilidad que el ordenamiento jurídico peruano tome en cuenta la 
eventual implementación de un estado civil para la unión de hecho, la misma que se fundamentó 
mediante un análisis detallado tanto doctrinaria, jurisprudencial y legalmente de las instituciones de 
la unión de hecho y el estado civil así como también los entes que las regulan (RENIEC y 
SUNARP). 
 
Asimismo, la importancia de esta investigación radicó en los efectos posteriores para el 
ordenamiento jurídico peruano, puesto que la unión de hecho es una institución que ha ido 
evolucionando de acuerdo a la realidad, buscando su protección, siendo esto uno de los objetivos 
del Derecho como una ciencia cambiante.  
 
El segundo capítulo de esta investigación se planteó como hipótesis general que: “La 
implementación de un estado civil para la unión de hecho resultaría factible siempre que se 
encuentre reconocida e inscrita en la SUNARP puesto que la legislación y jurisprudencia peruana 
le reconocen a ésta efectos jurídicos similares a los que posee el matrimonio civil”. Esta hipótesis 
actuó como una respuesta cercana a lo que busca esta investigación, fundamentado en los 
antecedentes y bases teóricas tratadas, puesto que gracias a las primeras se corroboró la existencia 
de la problemática planteada bajo la perspectiva individual de cada institución jurídica, mientras 
que en las segundas se sustentó su existencia, además se desarrolló los puntos importantes en el 
marco referencial  de cada una de ellas para poder conocerlas con precisión.  
 
Se utilizó los métodos explicados en el tercer capítulo, indicando que el trabajo fue de 
índole cualitativa, descriptiva, correlacional, no experimental y documental, y que gracias a ellos y 
con lo anteriormente mencionado, se obtuvo el resultado deseado, concluyendo la investigación 
satisfactoriamente.  
 
Por lo tanto, la investigación se dividió en cuatro capítulos denominados en el siguiente  
orden: Aspectos de la problemática, marco teórico, marco metodológico, y probanza jurídica social. 
Posteriormente, la tesis indicó las conclusiones, recomendaciones, las referencias bibliográficas y 
por último, los anexos y los apéndices. 
La autora. 
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CAPÍTULO I: ASPECTOS DE LA PROBLEMÁTICA 
 
1.1. DESCRIPCIÓN DE LA PROBLEMÁTICA 
 
Actualmente, se encontró que la unión de hecho en el Perú se volvió una institución de 
gran auge, trayendo como consecuencia que haya sido investigada en varias oportunidades debido a 
que es regulada de forma deficiente e incompleta a diferencia de otros países latinoamericanos 
como en Paraguay, Chile, Colombia y Ecuador. 
 
Esto se pudo confirmar con Varsi (2011) cuando trata a la unión de hecho en  el tomo II de 
su libro “Tratado de Derecho de Familia”, explicando que “La realidad nos muestra la 
trascendencia que ha adquirido esta institución en nuestro medio, pues, por diversas razones, las 
parejas pierden cada vez más  la confianza en el matrimonio para darle reconocimiento jurídico a 
su unión intersexual. Y añadió que: “aún existe un gran vacío normativo en relación a la unión de 
hecho, no acorde con la realidad y con la fuerza in crescendo que posee en la práctica esta 
institución jurídica”. 
 
Un ejemplo de los principales vacíos se halló al analizar de manera conjunta los artículos 
4° y 5° de la Constitución Política del Perú:  artículo 4°.“La comunidad y el Estado (…) También 
protegen a la familia y promueven el matrimonio. Reconocen a estos último como institutos 
naturales y fundamentales a la sociedad (…)”, mientras que el artículo 5°. “La unión estable de un 
varón y mujer, libres de impedimento matrimonial, que forman un hogar de hecho, da lugar a una 
comunidad de bienes sujeta a régimen de la sociedad de gananciales cuanto sea aplicable. De estos 
dos artículos se concluyó  que el Estado peruano, desde un principio otorga máxima protección al 
matrimonio, tratando de no desamparar a los cónyuges, sin embargo cuando trata a la unión de 
hecho simplemente le reconoce su existencia, más no indica su promoción, por lo tanto su 
protección es mínima. Se pudo encontrar, además, una gran diferencia entre el matrimonio y la 
unión de hecho, a pesar que en la doctrina y jurisprudencia peruana  ha consignado a la segunda 
como una institución que ha presentado ciertas semejanzas con la primera y que debe tener una 
protección equivalente.  
 
Otro ejemplo más reciente que se pudo aportar sobre los vacíos en  relación con la unión de 
hecho en el ordenamiento jurídico peruano y que posteriormente fue regulado, es sobre la ley 
30007, promulgada el 17 de abril de 2013, la cual estableció por primera vez en el Perú el derecho 
de heredar a los convivientes por lo tanto,  ahora ya es considerado el conviviente sobreviviente 
como un heredero forzoso, así como también en esta misma ley se estableció que la unión de hecho 
reconocida vía notarial o judicial sea inscrita en el Registro de Personas Naturales de la SUNARP 
(PERÚ.COM, 2017).  
 
Gracias a la promulgación de esta ley, muchos convivientes han inscritos sus uniones de 
hecho con la finalidad de proteger su patrimonio y al fin se ha reconocido un derecho que a los 
convivientes ya se les era otorgado en la práctica jurisprudencial, lo indicado se reafirmó por la 
SUNARP,  al precisar que la inscripción de unión de  hecho en el Registro de Personas Naturales 
creció en un 58.03% en relación al mismo período del 2016, al pasar de 853 anotaciones en el 2016 
a un total  de 1348 convivencias inscritas en lo que va del 2017 (PERÚ.COM, 2017). Igualmente, 
la Oficina General de Comunicaciones de SUNARP, en su nota de prensa “¿Eres conviviente? Te 
enseñamos cómo preservar tu patrimonio”, de fecha de 11 de Octubre de 2017 en Santiago de 
Surco, indicó como datos estadísticos que desde enero a setiembre de 2017, se han inscrito 2520 
unión de hecho en todo el país, siendo precisamente la siguientes: Lima (524), La Libertad (389), 
Puno (160), Ucayali (148), San Martín (113), Pasco (108) y Piura (101) fueron los departamentos 
donde se inscribieron más uniones de hecho en lo que va del año.  
 
Como se pudo observar,  las uniones de hecho poco o poco han ido complementando su 
regulación hasta lograr una mayor protección, la misma que se ha merecido al ser una institución 
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semejante al matrimonio. Asimismo, ha sido necesario resaltar que al aumentar su protagonismo en 
el ámbito peruano, ha generado mayores vacíos, los cuales el Derecho al ser una ciencia cambiante 
ha tenido que rellenar, es así que esta tesis siguió la líneas de investigaciones sobre la unión de 
hecho y ha tratado sobre uno de los vacíos que se encontró en el ordenamiento jurídico peruano y 
que ha sido ya regulado en legislaciones de otros países previamente (Ecuador y Chille), éste es la 
implementación  un estado civil para esta institución por lo que se verificó la posibilidad de su 
ingreso en la legislación peruana, y se formuló las siguiente pregunta general: ¿Es factible la 
implementación de un estado civil para la unión de hecho en el Perú?, la misma que se disgregó en 
las siguientes preguntas específicas: ¿Cuáles son las consecuencias de la implementación de un 
estado civil para la unión de hecho en el Perú vinculado al tráfico comercial y la seguridad 
jurídica? y ¿La normatividad de RENIEC referente al estado civil resulta eficiente ante la 
implementación de un estado civil para la unión de hecho en nuestro país? 
 
1.2. JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA DE LA INVESTIGACIÓN  
 
Diversas fuentes del Derecho han otorgado similitud  jurídica a las uniones de hecho con 
respecto al matrimonio, por tal motivo que exista un estado civil denominado casado, pero no un 
estado civil para las primeras antes mencionadas se ha considerado un serio agravante para el 
ordenamiento jurídico peruano, por lo que esta tesis se realizó y se centró en el estudio de esta 
situación, teniendo en cuenta que el Derecho es cambiante y se adecua a la realidad actual. 
 
Esta investigación ha sido de relevancia, puesto que la implementación de un estado civil 
permitirá que las uniones de hecho en el Perú puedan realizar operaciones jurídicas con mayor 
facilidad, sin necesidad de efectuar trámites tediosos. De la misma forma, esta investigación buscó 
brindar un aporte teórico para una futura modificación de la normativa peruana relacionada a las 
uniones de hecho y al estado civil, resaltando que la figura de la unión de hecho ha ido aumentado 
en los últimos años y ha formado parte en las diversas ramas del Derecho como en el derecho 
sucesorio, derecho pensionario, derecho financiero, derecho alimenticio, entre otras. 
  
 
1.3. OBJETIVOS 
 
1.3.1. Objetivo General 
 
Analizar si es posible la implementación de un estado civil para la unión de 
hecho en el Perú. 
 
1.3.2. Objetivo Específico 
 
 Determinar cuáles son las consecuencias de la implementación de un estado 
civil para la unión de hecho en el Perú vinculado al tráfico comercial y la seguridad 
jurídica. 
 
 Determinar si la normatividad de RENIEC referente al estado civil resulta 
ser eficiente ante la implementación de un estado civil para la unión de hecho en 
nuestro país.  
 
1.4. DELIMITACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 
1.4.1. Delimitación espacial 
 
El campo espacial de la investigación comprendió el análisis de la 
normativa de RENIEC. 
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1.4.2. Delimitación temporal 
 
Fue analizado el contexto de la unión de hecho desde que ha sido 
reconocido en la legislación peruana hasta la actualidad, ante la implementación de 
un estado civil. 
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CAPÍTULO II: MARCO TEÓRICO 
 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 Benjamín Aguilar Llanos (2015), en su artículo científico “LAS UNIONES DE HECHO: 
IMPLICANCIAS JURÍDICAS Y LAS RESOLUCIONES DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL” de la revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Femenina del 
Sagrado de Corazón de Jesús, UNIFE, de LIMA, dentro de sus conclusiones determina que la 
unión de hecho no es un fenómeno exclusivamente del Perú, sino es un fenómeno universal, y 
diversas legislaciones la reconocen y le otorgan derechos.  
 
 Centro de Investigación en Derecho de la Familia y el menor del Instituto de Investigación 
Jurídica de la Facultad de Derecho de la Universidad de San Martín de Porres (2014) en su trabajo 
de investigación “LOS EFECTOS PERSONALES Y PATRIMONIALES DE LA UNIÓN DE 
HECHO FRENTE AL MATRIMONIO”, realizado en Lima concluye que analizando los 
aspectos centrales de la hipótesis general, se demostrado que los efectos jurídicos de la unión de 
hecho son similares a los de una pareja matrimonial. Adicionalmente, hemos comprobado, que la 
regulación jurídica de la unión de hecho debe otorgarle a los convivientes, sin impedimento 
matrimonial que cumplen con los requisitos de la ley, los mismos efectos del matrimonio por 
aplicación del Derecho Internacional  de los Derechos Humanos, el Derecho Constitucional  y las 
nuevas tendencias y reformas de otros ordenamientos jurídicos tanto latinoamericanos como 
europeos. Es necesario resaltar que en las recomendaciones el centro de Investigación refiere que al 
haber comprobado que la regulación jurídica de la unión de hecho debe otorgarle a los convivientes 
sin impedimento matrimonial que cumplen con los requisitos de ley los mismos derechos  y 
deberes que a los cónyuges, sugerimos que el marco legal a proponer contemple la constitución y el 
desarrollo de la unión de hecho y no sólo su extinción como lo es en la actualidad.  
 
 Wuilber Jorge, Alcas Robles (2011) en su trabajo de tesis de maestría “LA FALTA DE 
ACTUALIZACIÓN DE LOS DATOS DE ESTADO CIVIL Y DE MATRIMONIO CIVIL. 
EFECTOS JURÍDICOS EN LA SEGURIDAD JURÍDICA Y EN EL TRÁFICO 
COMERCIAL”, realizado en Lima concluye que se debe proceder con la modificación de los 
dispositivos legales indicados y cuyos aportes constan en sus propios términos a efectos de lograr 
una mayor eficacia y seguridad jurídica en lo relativo a la identidad  de las personas en su 
dimensión estática y expresado en el dato de su estado civil.  
 
Asimismo determina que: Sin dejar de considerar las diferencias naturales de cada registro 
que integra tanto el RENIEC como la SUNARP, se debe lograr integrarlas jurídicamente y 
tecnológicamente en un moderno sistema registral público del país, orientándolos hacia una 
funcionalidad institucional integradora y bajo las garantías de un sistema registral con seguridad 
jurídica.  
 
2.2. BASES TEÓRICAS 
 
2.2.1. El estado civil 
  
El estado civil fue utilizado en el Derecho Romano. Citando a Kaser, el autor expone 
que la posición de cada individuo venía de las conjunción de tres estados: status libertatis 
(distinguía lo esclavo de la persona libre), status civitatis (diferenciando entre el ciudadano  y el 
peregrinus) y  status familiae (definía la posición del sujeto en la familia) (…) (Varsi, 2011). 
 
En la actualidad, hay distintas acepciones sobre cómo definir al estado civil, así como 
también los tipos de estado civil que existen. 
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Entre una de las doctrinas, tenemos que Varsi (2011) cita a Chaves y Rosenvald, 
quienes refieren que (…) los estados de las personas son: el estado individual (relacionado a la 
edad, a la capacidad y al sexo), el estado familia (también llamado estado civil, definido como 
la situación familiar de la persona humana relacionada al matrimonio (…) y el parentesco), y el 
estado político (califica a la persona natural a partir de su posición ante la nación, es decir si -
son nato o nacionalizado- o extranjero). 
 
Por último, Varsi (2011) explica que todos tenemos un estado civil. El estado nace, se 
conserva, modifica y extingue como consecuencia de una serie de situaciones, simples o 
complejas. Nadie carece de él.  
 
Por otro lado, la doctrina argentina, relaciona al estado civil con el individuo, 
clasificándolo de la siguiente manera (Espinoza, 2012):  
 
a) Posiciones negativas, le niegan al estado civil la calidad de situación jurídica,  
conceptualizándola como un conjunto de circunstancias modificadoras de la capacidad de 
obrar. Esta posición es parcializada, por cuanto contempla los efectos y no el contenido de 
la situación jurídica misma (…). 
 
b) Posiciones moderadas, reconocen la existencia de ciertas situaciones jurídicas de 
las personas que se vinculan con agrupaciones políticas, culturales, familiares y religiosas de 
una comunidad.  
 
c) Posiciones que reconocen  el contenido auténtico y amplio al estado civil, en las 
cuales se sostiene que el estado civil no es un mero atributo o facultad, ni una situación 
jurídica que se inicia con el nacimiento. 
 
Otro sector de la doctrina argentina, relaciona al estado civil con la familia, dividiendo 
los estados en: primero, aquellos que afirman que el estado civil es la  posición del sujeto de 
derechos y deberes dentro de todas las relaciones familiares, segundo, quienes ven como la 
posición del sujeto con referencia a la relaciones más inmediatas de la familia y por último, 
aquellos que consideran la posición de sujeto desde una perspectiva matrimonial (Espinoza, 
2012). 
 
En la doctrina colombiana, se describe al estado civil como la situación de carácter 
jurídico de la persona dentro de la organización social y que sostiene una especial aptitud para 
ser titular de derecho y sujeto de obligaciones frente a la familia y al Estado (…) se inicia con el 
nacimiento y se modifica  cuando la normativa considera los actos o hechos que se producen 
concernientes a la persona humana (Espinoza, 2012). 
 
Con relación a la doctrina peruana, Espinoza (2012), considera que el concepto de 
estado civil  resulta limitado  frente al status personae o estado personal (…) El estado persona 
es una síntesis concreta y real del conjunto de situaciones jurídicas existenciales de cada sujeto 
individualmente considerad, que influyen en su capacidad jurídica. 
 
Según Varsi (2011), al revisar las normas peruanas, se denota que el término del estado 
civil es utilizado de manera abundante en nuestro ordenamiento jurídico, pero al mismo tiempo 
tampoco existe norma jurídica alguna que lo conceptualice, lo defina ni establezca sus 
lineamientos, siendo así que los estados civiles que surgen del matrimonio guardan una cierta 
primacía en nuestro país. Estos estados son: el soltero, el casado, el divorciado y el viudo, los 
cuales son reconocidos al ser protegida el matrimonio por el Estado. 
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2.2.2. La unión de hecho  
 
El concubinato o la unión de hecho, es una institución que tiene un origen muy antiguo. 
Es tratada por primera vez en el Código de Hammurabi, posteriormente fue regulado en el jus 
gentium en Roma (Manrique, 2013). 
 
En la época de los germanos, la uniones eran entre libres y siervos, puesto que el 
matrimonio era prohibido para personas de distinta clase social; es más tarde que se crea el 
matrimonio de mano izquierda o morganático, el cual no otorgaba a la mujer de rango inferior y 
a sus hijos  los títulos ni rango del marido. En la Edad Media, ante la oposición del cristianismo, 
en España, el concubinato se denominó barraganía y luego, amancebamiento (Manrique, 2013). 
 
En los Fueros y en las Partidas se reglaron las uniones de hecho a la manera de los 
romanos, con la diferencia de que la barragana podía en cualquier momento  contraer 
matrimonio siempre y cuando no tuviera impedimentos. Posteriormente en el llamado Concilio 
de Trento se prohibió sancionar a los concubinos (Manrique, 2013). 
 
En el Derecho moderno, la unión de hecho resulta ser una institución muy extendida, 
sin embargo existieron códigos que lo ignoraron como el Código germano y el Código 
Napoleónico, los cuales trataron al concubinato como “un acto inmoral”. Por otro lado existen 
países como México, Guatemala, El Salvador y Honduras,  han regulado el concubinato con 
determinados efectos, sin dejar de regular al matrimonio, adecuándose el Derecho a la realidad 
(Manrique, 2013). 
 
Según Varsi (2011) existen tres teorías que determinan la existencia y cuál es su 
naturaleza jurídica  de la unión de hecho, las mismas que de acuerdo al autor indica que es una 
tarea difícil de realizar (…).Las teorías explicadas por el autor son las siguientes: 
 
a. Teoría institucionalista 
 
Citando a Reinoso Solari, Varsi (2011) explica que la teoría del matrimonio 
institución es la más aceptada a  la unión estable puesto que le corresponde naturaleza 
jurídica, elementos, finalidades, derechos, deberes y obligaciones similares al 
matrimonio, frente a sus hijos y a terceros. 
 
Si  la familia es la institución encargada de transmitir valores éticos, cívicos y 
culturales (Exp.N°006572-2006-PA/TC, 2007)  la unión estable, por ser una de sus 
células creadoras, merece igual reconocimiento. Varsi (2011) refiere que la unión 
estable es una entidad familiar que se sustenta en la institucionalidad de sus principios y 
la voluntad de sus integrantes de generar relaciones amparadas por el Derecho de 
Familia.  
 
b. Teoría contractualista 
 
Esta teoría sostiene a la unión estable como una relación contractual, cuyos 
integrantes están basado en criterios económicos. Además descarta esta teoría en razón 
que al ser equiparada con los elementos del matrimonio, carece de contenido 
patrimonial, es decir que los integrantes de la unión tienen el deber de ayuda mutua, 
siendo su consecuencia y su objetivo (Varsi, 2011).  
 
c. Teoría del acto jurídico familiar  
 
La unión estable es un acto jurídico familiar en el que se pone especial relieve la 
voluntad de los compañeros en generar relaciones familiares. El Tribunal  
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Constitucional ha señalado que se “está ante una institución que se fundamenta  en la 
autonomía de la voluntad de quienes la integran y que en  puridad se caracteriza por su 
informalidad en cuanto a su inicio y su desarrollo (Exp. N°006572-2006-PA/TC, 2007). 
 
En el ordenamiento jurídico, la unión de hecho fue reconocida por primera vez en el 
artículo 9° de la Constitución Política de 1979, la misma que se expresa de la siguiente forma: 
“La unión estable de un varón y una mujer, libre de impedimento matrimonial, que forman un 
hogar por el tiempo y en las condiciones que señala la ley da lugar a una sociedad de bienes que 
se sujeta al régimen de la sociedad de gananciales en cuanto es aplicable”, es así que esta 
disposición es el antecedente que adoptó el artículo 5° de la Carta Magna vigente estableciendo 
lo siguiente: “ La unión estable de un varón y una mujer libres de impedimento matrimonial, 
que forma un hogar de hecho, da lugar a una comunidad de bienes sujeta al régimen de la 
sociedad de gananciales” (Bustamante & Fernández, s.f.).  
 
De esto se observa que la Constitución Política de 1979 le otorga a una ley la 
determinación del tiempo y condiciones que debía tener la unión de hecho para surtir efectos 
jurídicos, siendo así que esto último ya no se consigna en el artículo vigente actual, puesto que 
se encuentra justificado en el Código Civil de 1984, el mismo que desarrolla de forma 
específica lo establecido constitucionalmente Bustamante & Fernández, s.f.).  
 
La unión de hecho se encuentra desarrollada en el artículo 326° del Código Civil, 
estableciendo que: “la unión de hecho voluntariamente realizada y mantenida por un varón y 
una mujer, libre de impedimento matrimonial, para alcanzar finalidades y deberes semejantes a 
los del matrimonio,  origina una sociedad de bienes que se sujeta al régimen de sociedad de 
gananciales, en cuanto le fuera aplicable, siempre que dicha unión hay a durado por lo menos 
dos años continuos (…)”(Bustamante & Fernández, s.f.). 
 
Del texto normativo citado, se infiere que se crea una relación jurídica de orden 
patrimonial entre los bienes que originan la unión de hecho, así como también los elementos 
para que sea reconocida como así como también la definición de la unión de hecho propia. Es 
necesario recalcar que la unión de hecho no se encuentra regulada en el Código de 1936. 
(Bustamante & Fernández, s.f.). 
 
2.2.3. El matrimonio 
 
Se encuentran tres posiciones marcadas con respecto al matrimonio:  
 
a. Teoría  contractualista 
 
También llamada individualista. Según Pothier, Demolombe, Colín, Capitán, 
Josserand, Clóvis Beviláqua y Pontes de Mirana, todos ellos como los más radicales. En 
nuestro medio por Vidaurre en Proyecto de Código Civil  lo identificó como un contrato 
natural y civil, asimismo el proyecto de Código Civil de 1847 lo consideró un contrato 
(Varsi, 2011).  
 
Se sustenta en que el matrimonio es un contrato, una relación jurídica en el que prima 
la voluntad de las partes y son libres de decir el aspecto económico, objetivos y fines del 
matrimonio. Es una especie de contrato de adhesión, puesto que sus efectos están 
determinados por la ley, y por el mismo motivo se le otorga importancia al régimen 
patrimonial y las decisiones de los cónyuges sobre él (Varsi, 2011). 
 
También se ha considerado que si el matrimonio es un contrato especial, también 
implica que tiene una relación de género- especie con el acto jurídico, sin embargo esta 
disputa ha conllevado que se origine una postura intermedia, alegando que se trata de un 
convenio o convención (Varsi,2011).  
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Con respecto a los cónyuges, tenemos que la teoría contractualista determina que 
ejercen entre ellos un derecho recíproco del dominio del cuerpo por lo que eso agrava el 
deber de fidelidad casi similar a una obligación, y que por consecuencia esta teoría se 
vuelve individualista, patrimonialista y segmentaria (Varsi, 2011).  
 
En la legislación comparada tenemos que países como Chile, Ecuador, Colombia, 
Nicaragua y Filipinas, toman en cuenta esta teoría (Varsi, 2011).  
 
b. Teoría institucionalista  
 
También llamada supraindividualista o anticontractualista,  
 
Citando a Mendoza Costa, explica que según esta teoría, el matrimonio es una 
institución trascendental que concierne a la subsistencia y felicidad del hombre en la tierra. 
Es una forma social de realización de la persona en la que se conjugan una variedad de 
intereses. La persona contrae matrimonio para compartir su vida, crecer, desarrollarse, 
lograr sus fines e ideales, realizar u proyecto de vida, su personalización integral (Varsi, 
2011). 
 
Se contrapone a la tesis contractualista considerando al matrimonio como una 
institución natural, propia del ser humano. No es un contrato porque tiene efectos 
personales que van más allá del simple efecto patrimonial (Varsi, 2011).  
 
Se considera también que el matrimonio es un acto de poder estatal premunido de un 
protocolo jurídico que garantiza sus relaciones. La solemnidad se debe a la intervención 
del funcionario público, siendo su función recibir el consentimiento de los contrayentes, 
(…) no tiene poder de decisión alguna, por lo que no podría negarse a celebrar del acto. 
Esta es una característica [que le otorga al matrimonio] connotación de formalidad [como] 
institución social. (Varsi, 2011). 
 
Un ejemplo de esta teoría, es la regulación que se le otorga al matrimonio en México.  
 
c. Teoría ecléctica  
 
    Conocida como mixta o social. 
 
Esta teoría sostiene que el matrimonio es un acto complejo, a la vez un contrato y una 
institución. A nivel local tenemos el criterio de Cornejo Chávez  quien se ampara en que 
“mientras que el matrimonio como acto es un contrato, como estado es una institución”. Se 
trataría de un instituto de naturaleza híbrida, contrato en su formación e institución en su 
contenido. En su nacimiento y conformación se encuentra la diferencia Varsi (2011).  
 
De acuerdo  a esta teoría, el matrimonio tiene elementos que comparte con el contrato 
(manifestación  de voluntad, efectos patrimoniales, formalidades), pero no se agota en el 
contenido contractual, sino que tiene un contenido fundamentalmente social que lo 
presenta como una institución (…) (Varsi, 2011). 
 
El matrimonio es un acto complejo, un contrato en cuanto a su formación y una 
institución en lo referente a su contenido. Se distingue entre el matrimonio- fuente del 
matrimonio- estado, el primero con una naturaleza contractual, el segundo de naturaleza 
institucional. Puerto Rico y Perú se rigen por esta institución (Varsi, 2011).  
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d. Posición conciliadora 
 
Esta posición considera al matrimonio como un perfecto acto jurídico de naturaleza 
familiar y con trascendencia social, justificando el rol tuitivo del Estado y el singular 
interés que le presta. Es un acto jurídico de naturaleza bilateral, de carácter complejo en la 
medida en que tiene una función de tipo constitutivo, lo que supone la declaración de 
voluntad del órgano estatal. Es una institución social pero a la vez también su constitución 
descansa en la voluntad de sus contrayentes, los cuales generan consecuencias jurídicas 
ante su decisión de casarse. Varsi (2011) 
 
e. Nuevas posiciones  
 
Se han desarrollado otras posiciones como la de tratar al matrimonio como un negocio 
jurídico complejo (consentimiento ante autoridad pública); un acuerdo, por su forma de 
constitución, denotando que los intereses de los cónyuges son convergentes (yo amo. tu 
también);y por último el matrimonio es un acto- condición, debido a que es una 
declaración de voluntad que coloca al agente en una condición jurídica impersonal, la cual 
los cónyuges no pueden negociar y deben aceptar el estatuto legal del matrimonio Varsi 
(2011). 
 
2.2.4. El RENIEC 
       
Algunos autores opinan que en Egipto, Babilonia y China, se realizaron inscripciones de 
hechos vitales, entre los 3000 y 2000 años antes de Cristo, con fines militares y administrativos. 
En Roma, Servio Tulio instituyó los registros. Asimismo, existían los censos romanos y los 
registros domésticos. Estos son los antecedentes más remotos de los cuales tenemos noticia del 
Registro Civil (Espinoza, 2012).  
 
En la Edad Media, (…) para acreditar el estado civil se recurría a los medios probatorios 
ordinarios y de preferencia a las pruebas testimoniales. De esta manera, para demostrar la edad 
de una persona había que recurrir a la declaración testimonial de los sujetos que intervinieron en 
el bautismo, (…), lo cual era engorroso y complicado (Espinoza, 2012).  
 
Gracias a los párrocos católicos, se vuelve a instituir los registros para acreditar el 
cumplimento de las formalidades requeridas en tres ceremonias religiosas: bautismo, 
matrimonio y exequias. Esto data a partir del siglo XIV, siendo más acentuado en el siglo XV, 
el protagonismo del Estado es mayor en la vida eclesiástica. En Francia, los registros se referían 
solo a los católicos y tenían valor probatorio frente a los tribunales, lo cual no sucedió con los 
registros  que llevaban los protestantes. (Espinoza, 2012). 
 
 En 1787, Luis XVI ordenó la instauración de los primeros registros laicos, (…) para 
que en 1792, se trasladara a las municipalidades. y cuya obligación fue otorgada a los 
funcionarios públicos. El Código Civil francés de 1804 recoge esta institución en este grado de 
evolución y es así asimilado luego por la mayoría de los códigos civiles contemporáneos 
(Espinoza, 2012).   
 
En relación con la trayectoria histórica de registros civiles en el Perú, y por ende de la 
identificación de las personas, se remonta a los tiempos de la colonia y hasta un poco más de la 
Independencia, cuando era la Iglesia Católica la que cumplía, de acuerdo a los cánones 
eclesiásticos, las funciones registrales de hechos vitales. (Alcas, 2011). 
 
En la época republicana viene a ser el Estado el que se hace cargo de dichas funciones 
propias del Derecho Civil, lo que se conoce universalmente como la secularización de dicho 
proceso delegándose en una primera fase esas responsabilidades de las Autoridades Políticas 
como son las prefecturas, subprefecturas, y gobernaciones (de conformidad del  Decreto del 21 
 26 
 
de Junio de 1852), y posteriormente a las municipalidades (de acuerdo al decreto del 29 de 
noviembre de 1856). (Alcas, 2011) 
 
Los Registro del Estado Civil, luego se  normaron en el Código Civil de 1936, sin 
embargo  se consideró inadecuado e inconveniente regular, con la minuciosidad que se requería, 
los detalles vinculados, con su formalidad, funcionamiento, términos y otras cuestiones de 
índole similar, por estimar que ello es impropio de un Código Civil en cuanto que un cuerpo 
legal de su nivel, debe aspirar a una relativa permanencia en el tiempo, en mérito, precisamente, 
a la generalidad de sus disposiciones en materias de suyo cambiantes, siendo preferible que la 
materia sea regulada en una Ley Orgánica o en un Reglamento.(Fernández, 1987)  
 
Esto es consistente con lo sucedido con las modificaciones realizadas en el Código Civil 
de 1936 sobre las disposiciones registrales Por ejemplo, la supresión de los artículos de la 
Sección del Segundo del  Libro Primero del Código Civil de 1936 que norman situaciones 
referentes a manera de llevar los libros, a los términos y al funcionamiento de los registros. Por 
lo demás, si se hubiera adoptado la decisión de regular estos asuntos deberían haberse tenido en 
cuenta innumerables cuestiones no previstas en el Código anterior y tratadas posteriormente en 
dispositivos complementarios (Sessarego, 1987). 
 
En el Código Civil de 1984 se reguló  de manera general  los Registros del Estado Civil 
en  el Título VII  de la Sección Primera del Libro de Derecho de las Personas y bajo la razón de 
los párrafos anteriores, posteriormente fue modificado por la Ley Orgánica del Registro 
Nacional de Identificación y Estado Civil, La ley 26497 del  11 de Julio de 1995, en su séptima 
disposición deroga los artículos correspondientes a los Registros del Estado Civil (del 70 al 75 
del Código Civil) y a los de registro Personal (del artículo 2030 al 2035 C.C).  
 
Sin embargo, los artículos que comprende el Registro Personal, fueron reincorporados  
al  Código Civil por la Ley N° 26589, del 18 de abril  de  1996. No obstante ello, ambos 
registros quedan  unificados en el Registro del Estado Civil, regulado por el artículo 44 de la 
referida ley.   La ley N°26497 ha sido reglamentada mediante el D.S .N°015-98-PCM, del 23 de 
abril de 1998, bajo el amparo de los artículo 177° y 183° de la Constitución Política de Perú de 
1993.  
 
El RENIEC, es un organismo constitucionalmente autónomo encargado de manera 
exclusiva y excluyente, de organizar y actualizar el Registro Único de Identificación de las 
Personas Naturales, así como de inscribir los hechos y actos relativos a su capacidad y estado 
civil (ley N° 26497,1995), el mismo que delega funciones registrales a los registradores en las 
diferentes municipalidades del país.  
 
Cabe destacar que la ley la define como un organismo con personería jurídica de 
derecho público interno, pero sus antecedentes se basan del antiguo registro electoral, cuya 
vigencia fue de larga data de comienzos del siglo pasado (Alcas, 2011). 
 
2.2.5. La SUNARP  
 
En la Comisión SUNARP, Aguirre Carpio(2010), afirma que en los relativo al Registro 
indica que este nació muy vinculado al Derecho de la Propiedad, siendo que en el Perú este nace 
propiamente con la llegada de los españoles a nuestro país (…), es así que por real cédula 
(1754) se concedió la facultad a los Virreyes y presidentes de audiencias para vender las tierras 
que no tuvieran dueño y por reales cédulas de 1778 y 1783, se puso en vigencia en todas las 
colonias de España los oficios de Hipoteca (Alcas, 2011). 
 
Los Oficios de Hipotecas fueron establecidos en España por Carlos III, por la 
pragmática del 31 de Enero de 1768, la cual tenía por objeto servir para todo lo relacionado a 
los censos tributos, imposiciones e hipotecas y con el fin de evitar la clandestinidad que estaban 
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sujetas las caras y gravámenes, más no se inscribía el dominio, ni su transmisión, siendo 
básicamente un mecanismo de publicidad de algunas hipotecas y cargas (Alcas, 2011). 
 
Es necesario resaltar que en el Código de 1852 no se ocupa la institución de Registros 
Públicos, sólo prescribía en el artículo 2051, estipulando que debía haber en la capital de cada 
departamento y a cargo de un escribano público, un Oficio de Hipoteca para el Registro de todas 
las que se constituyan sobre bienes ciertos y determinados(Alcas, 2011).  
 
Los Registros Públicos datan de 1888 en Lima, en donde se establece el Registro de 
Propiedad Inmueble, bajo la dirección del Poder Judicial, emitiéndose una serie de normas que 
regulan su estructura administrativa y competencia registral, requisitos para ser registrador, etc.  
 
Posteriormente, el Registro Mercantil adopta el nombre de Registro de Propiedad 
Inmueble y Mercantil, aprobándose  un nuevo Reglamento con emisión de normas, que luego 
serían incorporadas en el Código Civil de 1936, dentro del Libro de Derechos Reales, con la 
denominación de Registros Públicos y en el que se regularon el Registro de Personas Jurídicas, 
Testamentos, Mandatos y Personal. (Alcas, 2011) 
 
En el mismo año se aprueba el Reglamento de las Inscripciones y en el año de 1968, se 
aprueba el Reglamento General de los Registros Públicos: El primero que mantuvo vigentes 
varias de sus normas y el segundo, fue abogado por el Reglamento General de los Registros 
Públicos vigente desde octubre de 2001. (Alcas, 2011) 
 
En el año 1970 se aprueba la ampliación del Reglamento de las Inscripciones en la que 
se dispone la sustitución de la técnica de tomos por fichas. En el año 1980, por Decreto Ley N° 
23095, se promulgó la Ley Orgánica de la Oficina Nacional de los Registros Públicos (ONARP) 
(Alcas, 2011). 
 
En el año 1990, por la Ley de Regionalización se transfieren las Oficinas Registrales 
departamentales y provinciales a los Gobiernos Regionales correspondientes, siendo que la 
Oficina Registral de Lima se convierte en un simple órgano de línea bajo la denominación de 
Dirección Nacional de los Registros Públicos y Civiles, dependiente del Ministerio de Justicia. 
 
Posteriormente (…) se van incorporando Registros administrados por distintos 
organismos públicos, tales como: El Registro Fiscal de Ventas a Plazos (a cargo de la Dirección 
Nacional de Industrias del Ministerio de Industria), Registro Público de Hidrocarburos 
(Ministerio de Energía y Minas), Registro de Propiedad Vehicular (Ministerio de Transportes), 
etc. (Alcas, 2011) 
 
En octubre de 1994, se promulga la Ley N° 26366, que crea el Sistema Nacional de los 
Registros Públicos (SINARP) y su ente rector, bajo la denominación de Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos - SUNARP, el mismo que la ley define como un Organismo 
Público Descentralizado del Sector Justicia, disponiendo que la Oficina Registral de Lima y 
Callao, así como las demás, ubicadas en el ámbito de las regiones, son órganos desconcentrados 
de la SUNARP (ley N°26366, 1994). 
 
El Sistema Registral, cuenta con Estatuto aprobado por la R.S. N° 135-2002-JUS, 
publicado el 15 de julio de 2002; y con el Reglamento de Organizaciones y Funciones 
aprobadas con el D.S. N° 139-2002, de fecha de 19 de julio de 2002, de sucesivas 
modificaciones.  
 
Actualmente los registros  son los siguientes: el registro de predios, registro de derechos 
mineros, registro de concesiones para la explotación de servicios públicos, registro mobiliario 
de contratos, registro de embarcaciones pesqueras, registro de busques, registro de propiedad 
vehicular, registro de naves y aeronaves, registros de comerciantes, registro de gestión de 
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intereses, registro de sociedades, registro de personas jurídicas civiles, registro de Empresas 
Individuales de Responsabilidad Limitada, Registro de Hidrocarburos, registro de mandatos y 
poderes, registro de testamentos, registro de sucesiones intestadas y por último el registro 
personal, los mismos que se encuentran divididos en el Registro de Propiedad Inmueble, el 
Registro de Bienes Muebles, Registro de Personas Jurídicas y el Registro de Personas 
Naturales( Superintendencia Nacional de los Registros Públicos [SUNARP],2018).  
 
2.3. GLOSARIO DE TÉRMINOS BÁSICOS (Goldstein, 2008) 
 
 Acto Jurídico: Acto voluntario lícito que tiene por fin inmediato, establecer entre las 
personas relaciones jurídicas, crear, modificar,  transferir, conservar  o aniquilar derechos.  
 
 Atribución: Facultades inherentes al cargo,  empleo o función que desempeña una 
persona.  
 
 Comprador: Persona capaz de obligarse por la adquisición de una cosa.  
 
 Cónyuges: Hombre y mujer unidos por el matrimonio. También denominado Esposos.  
 
 Convención: Convencimiento de dos o más personas sobre un misma cosa o hecho.  
 
 Convivientes: Son los miembros de la unión de hecho, viene del término convivencia 
(Varsi, 2011). 
 
 Deber: Obligación impuesta por una norma  jurídica de observar cierta conducta.  
 
 Declaración: Afirmación  de un hecho o situación de Derecho. 
 
 Derecho: Conjunto de principios, preceptos y reglas a los que están sujetas las relaciones 
humanas en toda sociedad civil  y a cuya observancia toda persona puede ser compelida por la 
fuerza. 
 
 Derogación: Acto de dejar sin efecto una ley o norma jurídica en general.  
 
 Descentralización: Régimen administrativo en el que la gestión de los servicios públicos, 
separados de conjunto de los administrados por el Poder Ejecutivo ,  se confía con un margen de 
autonomía más o menos amplio a agentes especializados de cierta independencia frente al poder 
central el cual no los dirige, sino que se limita controlar su acción.  
 
 Escritura Pública: Acto jurídico que debe ser hecho en el libro de registros que está 
numerado, rubricado, o sellado, según las leyes en vigor. Es la Escritura que otorgan los 
escribanos de registros  los notarios o sustitutos  legales, la que es especie del género 
instrumento público.  
 
 Estado: Modo de ser de la persona en relación con la familia. 
 
 Estado Civil: Es la posición que ocupa un sujeto en la familia que se refleja ante el sistema 
jurídico-político en la concesión de derechos e imposición de obligaciones. (Medina, 2010). 
 
 Estado Familia: Posición jurídica que las personas ocupan en la sociedad,  que les es dada 
por el conjunto  de calidades que configuran su capacidad y sirven de base para la atribución de 
deberes y derechos jurídicos.   
 
 Hecho Jurídico: Hecho que causa efectos jurídicos. Acontecimiento susceptible de 
producir adquisición, modificación, transferencia, extinción de obligaciones. 
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 Mercado: Espacio real o figurado de encuentro entre la oferta y la demanda en sentido 
económico.  
 
 Notario: Es el profesional del derecho que está autorizado para dar fe de los actos y 
contratos que ante él se celebran. Para ello formaliza la voluntad de los otorgantes, redactando 
los instrumentos a los que confiere autenticidad, conserva los originales y expide los traslados 
correspondientes. Su función también comprende la comprobación de hechos y la tramitación 
de asuntos no contenciosos previstos en las leyes de materia (Decreto Legislativo N°1049, 
2008)
1
.  
 
 Norma jurídica: Juicio que expresa un deber ser general (abstracta) o individualizad, o 
fundamental (primario)  o derivado (secundario).  
 
 Obligación: Vínculo jurídico por el cual una o varias personas determinadas están 
obligadas a dar, hacer o no hacer algo respecto de otra u otras personas, en virtud de un 
contrato,  cuasicontrato, hechos o la ley.  
 
 Organismo autónomo: Núcleo estatal al que se le encomiendan funciones públicas 
específicas para servir, las cuales se las dota de un patrimonio propio y de las atribuciones 
autónomas correspondientes para su administración.  
 
 Personería: Calidad jurídica o atributo inherente a la condición de representante de 
alguien. Capacidad legal para estar en juicio o mandato para actuar en representación de alguna 
persona individual o jurídica.  
 
 Política: Actividad humana destinada a ordenar jurídicamente la vida social humana. 
 
 Publicación: Procedimiento que tiene por finalidad poner un acto jurídico en conocimiento 
de todos, generalmente con el objeto ue pueda serles opuesto. 
 
 Registro Civil: Institución pública dedicada a registrar el estado civil de las personas: 
nacimiento, matrimonio, divorcio y muerte.  
 
 Registro de Personas: Es el Registro responsable de la inscripción y publicidad  de actos y 
contratos referidos a las personas naturales. 
 
 Registro: Oficina donde se registran determinados contratos o actos jurídicos. (SUNARP, 
2018). 
 
 Relación jurídica: Vínculo jurídico entre dos o más sujetos, en virtud del cual uno de ellos 
tiene la facultad de exigir algo que el otro debe cumplir. 
 
 Seguridad Jurídica: Delimitación de derecho y deberes entre los miembros de la 
comunidad.  Protección efectiva de los derechos y deberes.  
 
 Sexo: Condición orgánica que distingue a ciertos individuos de una especia animal o 
vegetal, respecto de los otros de la misma especie, con relación a su forma de intervenir en los 
procesos reproductivos, diferencia que permite clasificarlos como machos y hembras.  
 
                                                          
1
 Artículo 2 del Decreto Legislativo N°1049. 
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 Situación Jurídica: Nexo lógico que existe entre una relación jurídica y el derecho 
subjetivo y el deber, de otro que, a veces asumen el perfil del status. Conjunto e los efectos que 
derivan de una relación entre personas.  
 
 Tráfico Comercial: Es todo un conjunto de procesos logísticos y ordenados los cuales son 
de fundamental importancia para que el producto llegue a su consumidor final de forma 
adecuada (ROBLES, 2016).  
 
 Tribunal Constitucional: Tribunal colegiado cuya misión es la interpretación de las 
normas constitucionales  que, según las distintas legislaciones, puede anular sentencias de otros 
tribunales o juzgados, dicar la inaplicabilidad total o parcial de ciertas leyes (…). 
 
 Unión de Hecho: Es la unión estable monogámica y voluntaria de dos personas 
heterosexuales, libres de impedimento matrimonial que da origen a una familia, siendo 
merecedora de protección por parte del Estad en condiciones de igualdad.  
 
 Validez: Legalidad de un acto jurídico, negocio o contrato. Cualidad de tal respecto de los 
efectos jurídicos que está destinado a cumplir.  
 
 Vendedor: Toda persona capaz de disponer sus bienes. Sujeto activo en el contrato de 
compraventa. 
 
 Vínculo matrimonial: También denominado vínculo conyugal. Es el vínculo de justicia 
derivado del contrato nupcial (Torres, s.f.).   
 
2.4. MARCO REFERENCIAL 
 
2.4.1. El matrimonio  
 
2.4.1.1. Definición 
 
Es el acto jurídico formal solemne, por el que establece la unión voluntaria, 
concertada entre un hombre y una mujer, aptos para contraerlo, es decir, que no se 
encuentren comprendidos en los impedimentos legales , con el fin de hacer vida en común 
(Torres, 2011, pág. 480).   
 
2.4.1.2. Características  
 
Plácido (2002) refiere que desde el punto de vista jurídico y en atención a Derecho 
Positivo, el matrimonio tiene las siguientes características:  
 
a. La unidad  
 Otorgada por la comunidad en que se hallan sometidos los cónyuges como 
consecuencia del vínculo que los une y por ende se institucionaliza la unión 
intersexual monogámica de un hombre y una mujer, impidiendo otra de cualquier 
tipo.  
 
b. La permanencia 
 La unión matrimonial se contrae con la intención que sea perdurable, 
permanente o estable, siendo ésta garantizada por la ley Cabe resaltar que el 
vínculo matrimonial tenga como característica la permanencia, no implica que sea 
indisoluble. 
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c. La legalidad  
  Se puede observar desde dos puntos de vista, el primero el matrimonio desde 
un acto, debido a que su celebración es según las formas impuestas por la ley , y el 
segundo, desde el de matrimonio-estado, debido a que del matrimonio surgen 
derechos y deberes, los mismos que no pueden ser apartados por los contrayentes.  
 
2.4.1.3. Finalidad 
  
El fin que debe perseguir los contrayentes  es el de hacer vida en común para logar 
la procreación y educación de la prole y el mutuo auxilio  entre ellos.  Torres (2011) 
citando a Cornejo, expresa que la procreación y la educación de sus hijos son los dos 
grandes fines importantes. Y de manera general el matrimonio como fin la perpetuación de 
la especie.  
El estudiar el matrimonio es necesario debido que al contraerlo trae como 
consecuencia  un cambio en el estado civil en las relaciones patrimoniales y sucesorias. 
 
2.4.1.4. El matrimonio civil   
 
Es la celebración bajo la forma civil como única reconocida con efectos legales; 
dejando a salvo, el derecho de los contrayentes a celebrar el matrimonio de acuerdo con su 
culto o credo religioso (Plácido, 2002, pág. 59). Este tipo de matrimonio es el que ampara 
el Derecho Peruano y que se debe tomar en cuenta ya que se buscará la similitud de los 
efectos civiles que tiene con los de la unión de hecho.  
 
a. El desarrollo normativo del matrimonio civil desde la perspectiva del Código 
Civil 
   
En el Código de 1852 establecía que el matrimonio era perpetuo e indisoluble y 
solamente se extinguía con la muerte, acorde con la concepción católica. Sin 
embargo los cónyuges podían separarse de cuerpos por determinadas causales, que 
contenían supuestos de incumplimiento de los deberes del matrimonio por parte de 
otro cónyuge (Manrique, 2013).   
 
Asimismo, la autora citando a Toledo señala que el artículo 156 del Código 
Civil de 1852 resume en sí, toda la doctrina del Código Canónico sobre el 
matrimonio: “El matrimonio se celebra en toda la República, con las formalidades 
establecidas por la Iglesia en el Concilio de Trento”. Este artículo en su declaración 
encierra y reproduce toda la legislación eclesiástica en materia de matrimonio. Es 
como si se hubiera trasladado al Código las disposiciones del Concilio, y más tarde 
del Código Canónico. En consecuencia, el sistema del Código Civil de 1852 es el 
matrimonio religioso, que produce efectos civiles. No pueden por lo tanto, contraer 
matrimonio válido en el Perú, sino los que profesan  la religión católica, apostólica 
y romana (Manrique, 2013, pág. 153). 
 
Debido a esa situación los no católicos propiciaron la aprobación de la Ley de 
23 de diciembre de 1897 a fin de establecer el matrimonio civil para las personas 
que no profesaran la religión católica, así como para aquellas a quienes la iglesia, 
negase la licencia por disparidad de culto. Luego se expidió la Ley de 1920 que 
señalaba el matrimonio civil obligatorio y previo al matrimonio religioso 
(Manrique, 2013, pág. 154).  
 
Con respecto a Código Civil  de 1936, evita una definición del matrimonio, 
haciendo solamente una referencia las figuras esponsales, impedimentos, 
consentimiento  para el matrimonio de menores, celebración de estos, nulidad, 
prueba, derechos y deberes, etc.  
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El Código Civil de 1984 aclara el panorama en su artículo 234° señalando que 
“El matrimonio es la unión voluntariamente concertada por un varón y mujer 
legalmente  aptos para ella y formalizada con sujeción a disposiciones de dicho 
Código, fin de hacer vida en común; teniendo el marido y la mujer en el hogar 
autoridad, consideraciones, derechos, deberes y responsabilidades iguales”, en 
concordancia del artículo 4° de la Constitución Política del Perú, el mimo que 
contiene el principio de promoción del matrimonio  e implica fomentar y facilitarla 
celebración de éste, propiciando su conservación conforme a la ley civil para que 
de esta manera alcanzar los efectos previstos por la misma. 
 
Ahora bien, el Código Civil actual regula toda la institución, sin embargo no es 
materia de análisis de la investigación por lo que no será considerado.  
 
2.4.2. Unión de Hecho  
 
2.4.2.1. Definición 
 
Según Cornejo Chávez, el concubinato debe ser definido desde dos dimensiones, la 
primera en sentido amplio, por la cual dos personas libres (si quiere llamarse solteros) o 
atadas se unen en una relación que exige un carácter de permanencia y/o habitualidad; no 
puede  considerarse como concubinato a la unión esporádica, es decir a aquella unión 
sexual entre un varón y una mujer y tampoco puede considerarse concubinato al libre 
comercio carnal (Calderón, 2009).  
 
En sentido  restringido el concubinato es la convivencia habitual, continua y 
permanente, desenvuelta en un ámbito de fidelidad y sin impedimento de transformarse en 
un futuro en una unión de derecho o unión matrimonial (Calderón, 2009). 
 
 La unión de hecho es una comunidad basada en afectos, emociones, fidelidad y 
asistencia mutua; es una relación de afectividad que cumple las funciones educativas 
socializadoras, moralizadoras y de sustento y soporte como se da en toda familia. Quienes 
son parte de esa familia concubinaria no diferencian ni esperan que el grupo familiar se 
comporte de modo diverso a la familia matrimonial (Vega, 2009). 
 
La unión viene dada por una fórmula lingüística que alude a la familia, ya sea 
como “familia paramatrimonial” o “familia de hecho”, el término “familia” no  solo 
aproxima al fenómeno a la familia fundada en el matrimonio, sino que, además, transmite 
un patrimonio de valores y emociones, sensaciones que componen un cuadro de referencias 
importantes: la convivencia de dos personas de sexo diferente, fundada en la comunión 
material y espiritual,  alegrada  por la presencia de los hijos. Sin embargo, creo que 
también en aquella calificación de familia “de hecho” se puede advertir cierto giro oculto 
que, de una u otra manera, pretende acuñar que no es una familia de “derecho”, es decir, 
una unión matrimonial (Vega, 2009) . 
 
El concubinato denominado también amancebamiento, no viene a ser sino la 
cohabitación de un hombre con una mujer fuera del matrimonio, pero con muy parecidos a 
éstos, es decir llevar una vida en común, tener hijos. Sin embargo,  en la doctrina se abre 
cada vez más el camino en lo que se refiere a la necesidad de regular esa clase de 
relaciones, en primer término porque parece cruel e injusto privar de todo derecho a la 
pareja que ha mantenido su unión a veces durante toda su vida y en la que la mujer ha 
contribuido  al cuidado del hogar y a su sostenimiento  igual que una esposa y en segundo 
lugar porque el concubino, a diferencia del esposo, se libera de toda responsabilidad frente 
a la mujer, que es la parte más débil frente a este tipo de relación (Vigil, 2011). 
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 Segú Bellucio (2011)  es la unión de hecho y la procreación fuera del matrimonio 
as que dan lugar a la existencia de vínculos que determinan también la existencia de una 
familia ilegítima o extramatrimonial, vínculos cuya relación jurídica también es necesaria, 
sea cual fuere el criterio que se adopte para organizar su ordenamiento frente a la legítima. 
   
La doctrina expuesta hace hincapié, en algún aspecto específico del fenómeno 
siendo para unos, lo más importantes las relaciones sexuales, mientras  otros   enfatizan en 
la ausencia del vínculo jurídico como lo esencial, y otros por su parte ponen énfasis  en la 
temporalidad de la unión. En realidad, no existe contradicción entre las definiciones dadas, 
lo que ocurre  es que bien son incompletas  o son definiciones parciales que enfocan solo 
una de las facetas  del problema en estudio, según se de mayor trascendencia a uno de sus 
elementos frente  a los demás, sin enfocar la noción integral que se debe tener del 
concubinato (Costa, 2011).  
 
 De manera resumida, Costa (2011), define al concubinato como la unión 
permanente, estable y libre entre un hombre y una mujer, para hacer vida marital, sin que 
medie entre ellos vínculo matrimonial. 
 
2.4.2.2. Tipos de Unión de Hecho 
 
Según  Cornejo (1999) existen dos tipos: en sentido amplio, el concubinato (unión 
de hecho) puede darse entre personas libres o atadas por vínculo matrimonial con distinta 
persona, tengan  impedimento para legalizar su unión o no lo tengan, sea dicha unión 
ostensible o no lo  sea; pero siempre que exista un cierto carácter de permanencia o 
habitualidad en la relación. Quedan en consecuencia excluidos del concubinato, la unión 
sexual esporádica y el libre comercio carnal.  
 
Mientras que en sentido restringido, el  concubinato  puede conceptuarse como la 
convivencia habitual, esto es,  continua o permanente, desenvuelta de modo ostensible, con 
la nota de honestidad o fidelidad de la mujer y sin impedimento para transformarse en 
matrimonio, de donde se infiere que no se considera incluida la relación sexual esporádica 
y el libre comercio carnal y la convivencia violatoria de alguna insalvable disposición legal 
relativa a los impedimentos para contraer matrimonio.  
 
 De acuerdo a Vásquez (1988)  define dos clases de concubinato: el propio  y el 
impropio, sosteniendo que el primero tiene los efectos jurídicos de una sociedad de bienes, 
mientras que el segundo la acción de enriquecimiento indebido.  
 
Conforme a Canales (2010), la clasificación de las uniones estables 
doctrinariamente se suele clasificar tomando como base el cumplimiento  de determinados 
requisitos o elementos  para su reconocimiento legal, y sus consiguientes efectos jurídicos. 
Es así que la unión de hecho se divide en:  
 
Unión de propia o en sentido estricto: Es aquella unión conyugal que cumple con 
todos los requisitos establecidos por nuestra normativa para generar efectos jurídicos, tanto 
personales como patrimoniales. Se encuentra conformada, principalmente por sujetos que 
están libres de impedimento matrimonial y que por lo tanto, pueden contraer matrimonio en 
cualquier momento en el que deseen formalizar su unión intersexual. Este tipo de unión de 
hecho regula nuestra legislación y conlleva a efectos jurídicos. En otras palabras, la unión 
de hecho propia implica, en los hechos, la ejecución de una relación jurídica análoga, 
semejante o similar a la del matrimonio. Lo que supone que tiene semejantes derechos, 
facultades, deberes y obligaciones que el matrimonio, a pesar que el vínculo formal no sea 
al que une a la pareja. 
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Asimismo, dentro de esta clasificación, se encuentra que la unión de hecho 
impropia o en sentido lato o amplio, la misma que explica que es aquella en la que los 
convivientes se encuentran, básicamente, incursos en una situación de impedimento 
matrimonial o en general carecen de algún elemento necesario e inherente para el 
reconocimiento jurídico de su unión intersexual. Se entiende que una unión de hecho no 
acredita ser de tipo propia, de conformidad con lo establecido en nuestro ordenamiento 
jurídico nacional, está en un criterio residual será de carácter impropio.  Y esta tipo se 
divide a su vez en:  
 
La unión de hecho impropia pura: En esta unión de hecho, los convivientes 
desconocen que se encuentran incursos en una situación de impedimento matrimonial. 
 
La unión de hecho impropia impura: En esta subclase, los  convivientes o uno de 
ellos conocen que se encuentran incursos en una situación de impedimento matrimonial por 
lo tanto se presenta este elemento objetivo. Esta situación no sólo implica una especie de 
contubernio sino también  la vulneración de los principios del Derecho consagrados a la 
protección de la familia institucionalizada  en base a la sacralidad del matrimonio.  
 
Es necesario resaltar que el ordenamiento jurídico peruano le otorga efectos 
jurídicos a la unión de hecho propia, es decir aquella que no incursa en algún impedimento 
matrimonial, siendo ésta materia de investigación.  
 
2.4.2.3. Elementos de la Unión de Hecho Propia 
 
Conforme a Plácido (2002) uno de los elementos que diferencia a la unión de 
hecho con una relación circunstancial, es el de cohabitación. Si los convivientes carecen de 
un domicilio común, no es posible sostener la existencia de una unión de hecho parar los 
diversos efectos que ésta puede invocarse en el ámbito jurídico. (…) La cohabitación 
implica la comunidad de vida y por ello a la comunidad de lecho.  
 
La comunidad de lecho, de habitación y de vida debe ser pública, es decir notoria, 
por lo que si se evita este elemento no se podría hablarse de una apariencia del estado 
matrimonial e incidirá en el plano de los efectos que interesan a terceros. 
  
Otro elemento constitutivo de la unión de hecho es la singularidad. Esto implica 
que la unión de hecho debe darse entre dos sujetos: hombre y mujer, la misma que se ha  
explicado anteriormente debe ser permanente, y no esporádica. La norma ha establecido 
dos años de convivencia para poder ser reconocida.  
 
El último requisito es la ausencia de impedimentos matrimoniales en los sujetos 
que componen la unión de hecho. 
 
En resumen, los elementos de la Unión de Hecho son: la convivencia, la 
singularidad, la publicidad, la estabilidad y no debe existir impedimento matrimonial.  
 
Por otro lado, se extingue por: muerte (sea natural o legal),  ausencia (implica el 
estado por el cual no se localiza al conviviente en su domicilio por un plazo determinado, 
siempre y cuando se haya declarado su desaparición), mutuo acuerdo, celebración del 
matrimonio (se formaliza la relación y es de mutuo acuerdo), y por decisión unilateral 
(Varsi, 2011, pág. 428).  
 
2.4.2.4. La Unión de Hecho en el Derecho Peruano  
 
a. Análisis de la Unión de Hecho desde una perspectiva constitucional 
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La Constitución de 1979 sólo se limitó a regular el aspecto patrimonial de 
dichas relaciones, por cuanto según se sustentaba los varones compraban bienes a 
sus nombres y luego abandonaban a sus concubinas llevándose todos sus bienes y 
dejando en desamparo.  
 
En el  artículo 5° de la Constitución de 1993 se halla contenida la definición  
propiamente dicha de la unión de hecho que dice: “La unión estable de un varón, y 
una mujer, libres de impedimento matrimonial, que forman un  hogar de hecho, da 
lugar a una comunidad de bienes sujeta al régimen de la sociedad de  gananciales en 
cuanto sea aplicable”.  
 
La Carta Magna actual reconoce a la unión de hecho como fuente generadora de 
la familia, por lo que produce tanto efectos personales como patrimoniales. En 
consecuencia, la protección constitucional ya no es sólo con la figura del 
matrimonio, sino también es reconocida la unión de hecho propia. 
  
b. La regulación de la Unión de Hecho desde la perspectiva de la legislación 
peruana 
 
 La regulación de la Unión de Hecho en el Código Civil de 1852 y  de 1936  
 
En el Código de 1852 no se abordó el tema de la unión de hecho, pero si 
estaba previsto el enriquecimiento sin causa, sin hacer mención que podía ser 
utilizado por los concubinos (Manrique, 2013).  
 
La Comisión Reformadora del Código de 1852 abordó el problema de las 
uniones de hecho, debido a que existía el aspecto preocupante del eventual 
enriquecimiento del concubino a costa de su compañera, en el caso  de que 
aquel abandonara a ésta.  Sin embargo, la Comisión terminó por aceptar el 
criterio expuesto por uno de sus miembros, Olaechea,  en el sentido que el 
problema de la posible explicación de la mujer abandonada por su concubino 
podría ser resuelto, sin necesidad de legislar sobre la unión de hecho mediante 
la aplicación de la norma contenida en el artículo 1149 del Código Civil de 
1936, según el cual establecía que: “aquel que se enriquece indebidamente a 
expensas de otro, está obligado a la restitución (Manrique 2013, pág. 153).  
 
El Código Civil de 1936  sigue un criterio abstencionista respecto a la unión 
de hecho, como modalidad de constituir una familia. La unión de hecho para 
este código  fue:” Una sociedad de hecho en la que el hombre y la mujer 
conservan su independencia social y económica, no constituyendo una sociedad 
como el matrimonio,  en que sí están vinculados dichos aspectos” (Manrique, 
2013, pág. 154). 
 
El codificador de 1936 reconoce expresamente efectos civiles a la unión de 
hecho, con relación a la concubina, al prescribir en el artículo 369° que: “En los 
casos de los artículos 366° y 367°, la madre tiene derecho a alimentos durante 
los sesenta días anteriores y los sesenta días siguientes al parto, así como al 
pago de todos los gastos ocasionados por este y por el embarazo”, y con 
respecto a los hijos, en el artículo 366°, que: “La paternidad ilegítima puede ser 
judicialmente declarada con la madre durante la época de la concepción”. 
 
Cabe recalcar que tampoco en este código existe un artículo referido a la 
unión de hecho.  
 
 La regulación de la Unión de Hecho en el Código Civil de 1984 
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El Código Civil actual perpetuó los valores y prejuicios  de la Constitución 
de 1979, es más se pueden apreciar las características más saltantes del 
concubinato  siendo así que el artículo 326° del Código Civil de 1984 establece 
que: “ la unión de hecho voluntariamente realizada y mantenida por  un varón y 
una mujer, libres de impedimento matrimonial, para alcanzar finalidades y 
cumplir deberes semejantes a los de matrimonio, origina una sociedad de 
bienes, que se sujeta al régimen de sociedad de gananciales, en cuanto le fuere 
aplicable, siempre que dicha unión haya durado por lo menos dos años 
continuos”; lo cual supone que de no darse alguno de los presupuestos legales 
para la unión concubinaria perfecta no hay concubinato amparable.     
 
El artículo continúa indicando: “La posesión constante de estado a partir de 
fecha aproximada  puede probarse con cualquiera de los medios admitidos por 
la ley procesal, siempre que existe un principio de prueba escrita” 
 
 La unión de hecho termina por muerte, ausencia,  mutuo acuerdo o decisión 
unilateral. En este último caso, el juez puede conceder, a elección del 
abandonado, una cantidad de dinero por concepto de indemnización o una 
pensión de alimentos, además de los derechos que le correspondan de 
conformidad con el régimen de sociedad de gananciales.  
 
Tratándose de la unión de hecho que no reúna las condiciones señaladas en 
este artículo, el interesado tiene expedita, en su caso, la acción de 
enriquecimiento indebido” (Decreto Legislativo N°295. Código Civil , 1984). 
 
Al principio, el legislador ordinario no tuvo como intención instaurar un 
régimen de protección al concubino, pues el ideal era lograr su paulatina 
disminución y eventual desaparición y no crear un matrimonio de segunda 
clase, por lo que tenía la finalidad de regular exclusivamente a  unión de hecho 
como una excepción  y relacionada solamente al aspecto patrimonial, siendo 
imposible esto debido a que  a la medida este fenómeno se ha ido regulando en 
distintos aspectos en el ámbito jurídico(Decreto Legislativo N°295. Código 
Civil , 1984).  
 
De manera general el artículo 326° hace referencia al régimen patrimonial, 
los requisitos de la convivencia pura (características más resaltantes como ya se 
había mencionado), su reconocimiento judicial, formas de extinción, alimentos 
o indemnización encaso de abandono así como el reclamo en el caso de 
enriquecimiento indebido cuando se trata de la convivencia impropia.  
 
Anteriormente, se resaltaba que el artículo en mención hizo caso omiso al 
aspecto de la herencia, la adopción, sin embargo gracias al artículo 4 de  la ley 
N°30007,  fue agregado un párrafo que estipulaba: “ Las uniones de hecho que 
reúnan las condiciones señaladas de  en el presente artículo producen respecto 
de sus miembros, derechos y deberes sucesorios, similares a  los del 
matrimonio, por lo que las disposiciones contenidas en los artículo  725°, 
727°,730°,731°,732°,822°,823°,824° y 825° del Código Civil se aplican al 
integrante sobreviviente de la unión de hecho en los términos en que se 
aplicarían al cónyuge” (Decreto Legislativo N°295. Código Civil , 1984). 
    
 El reconocimiento de la declaración de  unión de hecho vía judicial   
 
Cuando la relación convivencial cumple con los requisitos  para ser una 
unión de hecho, propia los efectos jurídicos de la sentencia que reconoce dicha 
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unió tiene un carácter declarativo y no constitutivo, y en consecuencia los 
efectos jurídicos parten del período comprendido  entre el inicio de la unión de 
hecho y la emisión de la sentencia judicial, teniendo un carácter retroactivo al 
momento del origen de la unión intersexual (Varsi, 2011). 
 
Es tramitado vía proceso de conocimiento, para ello la demanda debe 
cumplir con los requisitos previstos en los artículos 424° y 425° del Código 
Procesal Civil, siendo que la misma es interpuesta mayormente, cuando uno de 
los convivientes decide abandonar al otro o cuando la unión de hecho ha 
concluido al fallecimiento de uno de los convivientes (Díaz, 2017): 
 
En el primer supuesto se hace necesario la adopción de las medidas 
cautelares, como la anotación de la demanda, para evitar la disposición de los 
bienes, que puede hacer el conviviente a nombre de quien se encuentran los 
mismos y en el segundo supuesto, al no existir una sucesión intestada se nombre 
a un curador procesal, sin perjuicio de solicitarse al demandante señale quienes 
podrían integrar la misma. 
 
Debe cuidarse de señalarse en la demanda y acreditarse cuando se inició la 
unión de hecho y cuando culminó, pues la sociedad de bienes necesita la 
acreditación de que la unión haya durado cuando menos dos años continuos,  
 
Por otro lado, los medios probatorios a presentar son: la posesión constante 
de estado a partir de fecha aproximada puede probarse con cualquiera de los 
medios admitidos por la ley procesal, siempre que exista un principio de prueba 
escrita, por tanto, no está demás que se recurra a la documentación, que acredite 
que los convivientes compartieron el mismo domicilio, nos ayudará el registro 
documentado del domicilio, entre otros elementos contundentes, asimismo 
acreditar que los convivientes están libres de impedimento matrimonial, tanto 
de forma relativa como absoluta. 
 
Finalmente, se reitera que las sentencias emitidas en los procesos de 
reconocimiento de la unión de hecho a nivel judicial, son sentencias 
declarativas de derechos y sus efectos retroactivos. 
 
 El reconocimiento de la declaración  unión de hecho vía notarial (Gonzáles, 
Julio 2012)  
 
La ley N° 29560 (publicada en el diario oficial el 16 de Julio de 2010) 
incorporó un nuevo asunto no contencioso en la Ley N°26662: el 
reconocimiento de la unión de hecho.  
 
La jurisprudencia había señalado en forma reiterada que la unión de hecho 
sólo podía reconocerse a través de sentencia judicial, por lo que la Ley N° 
29560 intentó superar  ese impase mediante un procedimiento notarial, regulado 
en los artículos 45° al 52° de la Ley de competencia no notarial en asuntos no 
contenciosos, lo mismos que se señalan a continuación:   
 
Los requisitos de la solicitud son los siguientes:  
- Nombres y firmas de ambos solicitantes  
- Reconocimiento expreso de que conviven por dos años continuos por 
los menos. 
- Declaración expresa de que los solicitantes se encuentran libre de 
impedimento matrimonial, y que no tienen vida en común con otra 
persona.  
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- Certificado domiciliario de los solicitantes.  
- Certificado registral negativo de la unión de hecho. 
- Declaración de dos testigos que  conozcan a los solicitantes y su 
condición  familiar.  
- Otros documentos que acrediten la unión de hecho por el plazo legal.  
 
Una  vez que el notario encuentra conforme a solicitud y los requisitos 
entonces manda publicar un extracto del pedido, tanto en el diario oficial como 
en otro de mayor circulación. Una vez transcurrido 15 días, sin oposición, el 
notario extiende la escritura pública con la declaración de reconocimiento de 
unión de hecho, protocolizando los actuados en el registro notarial de asuntos 
no contenciosos. Finalmente, el notario remite el parte al Registro Personal. 
  
El artículo 52° de la Ley N° 26662, incorporado por la ley N° 20560, 
permite que se deje sin efecto la unión de hecho mediante escritura pública en la 
cual podrán liquidar el patrimonio social. En este caso, obviamente, no se 
necesita de publicaciones. Sin embargo, la unión de hecho se extingue por 
voluntad de cualquier de los convivientes, pero la ley N°29560 parece indicar 
que se requiere una escritura pública otorgada por ambas partes, lo que sin 
dudas es una grave incoherencia. 
 
 La Unión de hecho desde la perspectiva de la ley N° 30007  
  
Uno de los más recientes cambios que el ordenamiento jurídico ha brindado  
a las uniones de hecho fue en el 2013, con la Ley N° 30007, vigente desde  el 
17 de abril de ese año y  la misma que se dispuso incorporar el inciso 10 en el 
artículo 2030  del Código Civil, considerando como actos y resoluciones 
registrables a las “uniones de hecho inscritas en vía notaria o reconocidas por 
vía judicial” (Decreto Legislativo N°295. Código Civil , 1984). Norma que el 
legislador obvió en su momento  en la Ley N° 29560, pero que al haber 
establecido por los lineamientos de SUNARP fue tomada en cuenta. Esta norma 
es un claro ejemplo que la práctica y la  actualidad superan a la norma legal para 
ser posteriormente modificada. Asimismo, esta norma establece derechos 
sucesorios a favor del integrante sobreviviente de unión de hecho (Bustamante, 
2017). 
 
Si bien es cierto, existen distintas normas que regulan la figura a la unión de 
hecho  y le brinda efectos jurídicos, las más resaltantes son las explicadas 
anteriormente. Sin embargo, ello no da cabida que observemos bajo qué 
razonamiento el  Derecho Peruano desde una perspectiva jurisprudencial le brinda 
derechos y obligaciones, recalcando que  los efectos jurídicos son otorgados sólo 
para la Unión de Hecho reconocida constitucionalmente y legalmente. Más adelante 
se resumirá  los efectos jurídicos del matrimonio civil y la unión de hecho.  
 
c.  La Unión de Hecho desde la perspectiva de la jurisprudencia peruana 
 
 Con respecto a su definición, la Corte Suprema  define al concubinato como la 
convivencia habitual, esto es continua y permanente,  desenvuelta de modo 
ostensible, con la nota de honestidad y fidelidad de la mujer y sin impedimento de 
transformarse en matrimonio (Casación N°2228-2003- Ucayali ). En esa línea, las 
relaciones sexuales esporádicas son insuficientes para configurar el concubinato y 
para servir de base a una declaración judicial de paternidad, en todo caso, estas solo 
pueden originar la acción alimentaria (Mesinas, 2010). 
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 Con referencia al Régimen Patrimonial, el expediente 1925- 2002 Arequipa, la 
Sala Permanente de la Corte Suprema de Justicia que declara fundado recurso de 
casación sobre la interpretación errónea del artículo 326° del Código Civil, 
señalando que  no se cumple con el requisito de permanencia, notoriedad y 
singularidad (…) Para el reconocimiento de la unión de hecho debe cumplirse las 
finalidades y deberes semejantes a los del matrimonio. En este caso el  fallecido 
concubino ejercía vida en común con las dos demandantes de manera simultánea, 
con lo que no se cumple con acreditar que existió una relación semejante a la que 
genera el matrimonio.  
 
En el Expediente N° 498-99-AA/TC proceso de amparo  resuelto por el 
Tribunal Constitucional, interpuesta con la finalidad de proteger el derecho 
fundamental a la propiedad de un inmueble  donado por uno de los convivientes a la 
Municipalidad de Cajamarca debido a que se encuentra dentro del Régimen de una 
sociedad de gananciales. 
  
El Tribunal sostiene que en ningún momento la parte demandada niega la 
existencia de una unión de hecho y que la  discrepancia radica en una cuestión de 
derecho consistente en determinar si la partida de matrimonio religioso es o no un 
documento idóneo para acreditar la posesión constante de estado. El Tribunal 
entiende que dicho documento aun cuando no genera efectos civiles en virtud del 
artículo 2115 del Código Civil ´si puede acreditar perfectamente la unión de hecho, 
conservando mérito probatorio inclusive así carezca de efectos civiles.  
 
Expediente N° 4253-98 la Sala en la que pese a que no  existe una declaración 
judicial de convivencia el Tribunal hace una análisis de los medios probatorios que 
acreditan tal estado, el Tribunal declara fundada la demanda y ordena la restitución 
del derecho vulnerado, esto es, la demandante concubina acude al Tribunal 
Constitucional para dejar sin efecto legal el acta de compromiso entre la 
Municipalidad Provincial de Cajamarca y el conviviente de ésta por la donación de 
un área de 436 metros cuadrados de terreno, propiedad de la sociedad de 
gananciales, señalando que debieron intervenir ambos 
 
Como se puede apreciar para el Tribunal Constitucional no es necesaria la 
declaración judicial previa, para que los efectos patrimoniales contra terceros surtan 
efectos; pues en este caso, el  Tribunal Constitucional hace un análisis de los medios 
probatorios, que se tienen por acreditada la convivencia, además nunca fue 
cuestionada por la parte contraria, para luego  señalar que al tratarse de un bien de la 
sociedad de gananciales y al no haber intervenido la concubina, la misma no surte 
efectos (Manrique, 2013).  
 
Tenemos otra jurisprudencia que hace mención a la imposibilidad de aplicar la 
separación de bienes en el concubinato: “Es importante precisar que en las uniones 
de hecho no es factible modificar el régimen de la sociedad de gananciales  por el  de 
separación de patrimonios, ya que en el régimen de separación de patrimonios se 
establecen supuestos que únicamente son aplicables a la figura jurídica del 
matrimonio, mas no a las uniones de hecho, al disponerse que su fenecimiento se 
produce por invalidación del matrimonio, divorcio, muerte de uno de los cónyuges y 
cambio de régimen patrimonial, no siendo extensivas las disposiciones a las uniones 
de hecho (Casación N°1306-2002-  Puno, Corte Suprema).  
 
En este sentido, tenemos que la RTC  Expediente 04777-2006- PA/TC, en la 
que el Tribunal señala que: “ello crea una situación de indefensión por su 
imprecisión tanto para quienes conforman la unión de hecho como para el tercero 
quiere tratar con alguno de estos”. Así, por ejemplo, puede darse el supuesto de que  
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un inmueble se encuentre inscrito a nombre de no solo de los convivientes- como en 
el presente caso-, y virtualmente se deje sin protección al otro conviviente ante la 
relación con terceros, en la medida que de acuerdo al Código Civil primará la fe 
registral. 
  
En referencia a la declaración judicial de la unión de hecho, se encuentra los 
siguientes expedientes:  
 
La declaración  judicial de convivencia o unión de hecho tiene como propósito 
cautelar los derechos de cada concubino sobre los bienes adquiridos durante la 
unión,  entendiéndose que por la unión de hecho se ha originado una sociedad de 
bienes sujeta a la régimen de la sociedad de gananciales, en cuanto le fuera aplicable  
(Casación  N° 688-1995- Lambayeque, Corte Suprema).  Una posterior declaración  
judicial de la situación de la unión de hecho no puede oponerse a terceros  que 
contrataron de buena fe, si en la fecha en la que se celebró el acto jurídico, la 
titularidad   del bien correspondía  exclusivamente a una de las partes (Casación 
N°1432- 2002-La Libertad, Corte Suprema); tampoco dicha  condición puede ser 
opuesta a un acreedor hipotecario, si a la fecha en la que se constituyó dicho 
gravamen la declaración aún no se encontraba inscrita (Casación N°1189-2003 La 
Libertad, Corte Suprema) 
 
 La invocación de la relación de convivencia al momento de solicitar la división 
y partición de los bienes de  la sociedad de gananciales generada, sin que 
previamente exista un reconocimiento judicial de tal situación, tanto más si se toma 
en cuenta la imperativa y previa realización de una liquidación patrimonial de la 
sociedad de gananciales  
 
Pero como ya se ha mencionado existe un proceso resuelto por el Tribunal 
Constitucional en el expediente N° 498-99-AA/TC en el que sin declaración previa 
de la unión de hecho, declara fundada una demanda para hacer valer contra terceros 
derechos patrimoniales de la convivencia como sociedad de gananciales.  
 
Expediente  1925-2002 Arequipa (Publicado en el Peruano el 03 de Noviembre 
de 2004), la Sala Permanente  declaró fundado el recurso de casación sobe la 
interpretación errónea del artículo  326° del Código Civil, señalando que no se 
cumple el requisito de permanencia, notoriedad y singularidad. Revocando lo resulto 
por la Sala Superior, manifiesta  que nos se encuentra arreglado a Ley, pues ambos 
concubinos eran impropios  y simultáneos, conforme ha quedado establecido en 
autos y en la sentencia expedida por el Juez de Primea Instancia, pues el fallecido 
concubino convivía  indistintamente  con ambas demandantes en domicilios 
diferentes, no dándose el requisito de permanencia en la unión de hecho que exige la 
Ley. Para el reconocimiento de la unión de hecho debe cumplirse con las finalidades 
y deberes semejantes a los del matrimonio. En este caso el fallecido concubino 
ejercía vida en común con las dos demandantes de manera simultánea, con lo que no 
se cumple con acreditar que existió una  relación semejante a la que genera el 
matrimonio (permanencia, notoriedad y singularidad).  
 
En la cuestión de alimentos, se recalca que la Corte Suprema ha señalado que 
para conceder una pensión alimenticia con base a una supuesta ruptura de relación 
convivencial, se exige que el solicitante de dicha pensión mantenga una relación 
convivencial actual o vigente, o acredite la condición de abandonado, y que sea este 
conviviente elija alternativamente por una cantidad de dinero por concepto de 
indemnización o una pensión de alimentos (Casación N°2228-20003- Ucayali, Corte 
Suprema).  
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Igualmente, para que se reconozca  el derecho del concubino abandonado  a que 
el otro lo indemnice o le pase alimentos debe previamente declarase  judicialmente la 
demanda de reconocimiento de unión de hecho (Casación N° 1685-2004- Junín, 
Corte Suprema) 
 
 Es necesario señalar que si se considera que el proceso de reconocimiento de la 
unión de hecho se tramita en la vía proceso de conocimiento, el cual 
aproximadamente dura de dos a tres años, resulta inoportuna la atención a la 
concubina por parte del Estado, más aún si se tiene en cuenta que los alimentos  se 
basan en el derecho a la vida y la espera resulta irrazonable.  
 
Por último con relación a la vocación hereditaria, anteriormente a la ley N° 
30007,  la concubina no  tenía vocación hereditaria, así  se puede resaltar que han 
existido juzgados que han declarado infundadas las solicitudes de declaración de 
heredera a la concubina, siendo que la convivencia se mantenía por más  de dos 
años, lo cual  implicaba la desprotección, así como también los daños y perjuicios ya 
que el hogar conyugal no sólo constituía un bien patrimonial,  sino también contenía 
un valor sentimental., y que gracias a esta ley dicho derecho para el conviviente 
sobreviviente fue reconocido.  
 
2.4.3. Diferencias y Semejanzas entre el Matrimonio civil y la Unión de Hecho en 
relación a sus efectos jurídicos  
 
Teniendo en consideración lo investigado en las distintas fuentes del Derecho Peruano 
se ha resumido los diversos efectos jurídicos  (sean patrimoniales o personales) que tiene la 
Unión de hecho y cuáles son las diferencias y semejanzas que tiene con el matrimonio 
civil. En el Cuadro 2.1.,  se observa las diferencias entre el matrimonio civil y la unión de 
hecho mientras que en el Cuadro 2.2. , se observa sus semejanzas. 
 
2.4.3.1.Diferencias entre el Matrimonio civil y la Unión de Hecho en relación a 
sus efectos jurídicos  
 
Cuadro  2.1. Diferencias entre el Matrimonio civil y la unión de Hecho 
 
Matrimonio Civil Unión de Hecho 
Se genera la relación jurídica (derechos 
y obligaciones) a partir del momento 
mismo de su celebración. 
Se genera la relación jurídica (derechos 
y obligaciones) a partir del momento de 
la unión consensual y tendrá fecha 
cierta en medida que se demuestre por 
medio probatoria idóneo desde cuando 
inició. 
Para reclamar efectos civiles deberá 
presentarse la copia certificada de la 
partida de matrimonio. 
Para solicitar los efectos civiles de la 
unión de hecho requerirá de la copia 
certificada de la sentencia que la declara 
judicialmente o la declaración notarial. 
Los cónyuges tienen derecho de 
alimentos durante su vigencia. 
Los convivientes tienen derecho a 
solicitar al término de su relación. 
Existe derecho a constituir patrimonio 
familiar. 
No pueden constituir patrimonio 
familiar. 
Se puede optar por dos regímenes 
patrimoniales: sociedad de gananciales 
o separación de patrimonios. 
No existe la posibilidad de elegir el 
régimen económico alguno, sólo el de 
sociedad de gananciales, empero no 
cuenta con todas las facultades que 
tiene la sociedad conyugal. 
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Existe un registro civil. No existe registro civil obligatorio, 
salvo en el caso de los registros 
municipales. 
La cónyuge puede llevar el apellido del 
marido. 
La conviviente mantiene sus apellidos 
de soltera. 
Casado es un estado civil. Conviviente no es un estado civil. 
Existe la presunción pater is. No existe la presunción pater is. 
Elaborado con información de Varsi (2011) y Castro (2014). 
 
2.4.3.2.Semejanzas entre el Matrimonio Civil y la Unión de Hecho en relación 
a sus efectos jurídicos 
 
Cuadro  2.2. Semejanzas entre el Matrimonio civil y la unión de Hecho 
 
Semejanzas 
En ambos se originan efectos jurídicos patrimoniales como personales, como el régimen 
de sociedad de gananciales, pensionario, alimentos, daños y derechos de filiación. 
Poseen iguales derechos, deberes, obligaciones y atributos, incluyendo recientemente el 
derecho de suceder, adoptar en caso de menores de abandono y en  la pensión de 
sobrevivencia en el Sistema Nacional de Pensiones. 
Se garantiza la igualdad en el hogar y sostenimiento de la familia. 
Los padres tienen los mismos atributos con relación a la patria potestad y régimen de 
visitas. 
Modificado de Semejanzas de Varsi (2011) 
 
2.4.4. El Estado Civil  
 
2.4.4.1. Concepto 
 
Es aquella situación jurídica que ocupa una determinada persona considerada en sí 
con respecto a los miembros de su familia y los miembros de una sociedad. El estado civil 
es una noción técnica.  
 
No es propiamente un derecho, más bien es un atributo, una cualidad que lleva 
consigo que lleva consigo que le permite diferenciarse y distinguirse legalmente de los 
demás. Un sujete puede ir alterando sus estados dependiendo de los hechos o actos 
jurídicos que influyen en la persona los que trascienden en el estado civil.  
 
Varsi (2011) citando a Breccia, indica que el estado jurídico sirve para calificar a 
los sujetos en función de su pertenencia, tendencialmente permanente, a ciertas 
colectividades o grupos sociales , no es una situación subjetiva sino que representa el 
presupuesto de las situaciones subjetivas que remiten a un sujeto en cuanto perteneciente a 
una colectividad o grupo social. 
 
Nadie carece de estado civil, se nace, modifica, conserva y se extingue  a 
consecuencia de diversas situaciones que afronta la persona humana.  
 
Por  lo que en resumen,  el estado civil tiene las siguientes consecuencias: 1) la 
atribución de derechos y deberes, y 2) Ejercer su influencia en la determinación de la 
capacidad de las personas.  
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2.4.4.2. Características del Estado Civil  
 
De acuerdo, a la doctrina y legislación  comparada se pueden resaltar las siguientes 
características las mismas que se ampliarán más adelante (Valencia & Ortiz, 2011, pág. 
425): 
 Toda persona tiene un estado civil.  
 El estado civil es uno indivisible  
 Las calidades del estado civil son absolutas  y  
 El estado civil se encuentra fuera del comercio.  
 El estado civil es irrenunciable, intransmisible e imprescriptible.  
 
2.4.4.3. Fuentes del Estado Civil 
 
Para las fuentes, Varsi (2011) cita a Larrea Holguín señalando que el estado civil 
puede ser complejo porque depende de varios factores constitutivos   o fuentes, y respecto 
de cada uno de ellos todo individuos se encuentra  dentro de una situación, de modo que no 
carece del respecto estado civil. Estas fuentes del estado civil son:  
 
La ley (hijo matrimonial, con base en el principio de igualdad carece de 
trascendencia, los hechos jurídicos (muerte, nacimiento), y los actos jurídicos (matrimonio, 
adopción). 
 
Asimismo tomando en cuenta a Angarita, Varsi (2011) indica que sea el estado 
civil el resultado de una cualquiera de estas tres fuentes, es la ley, y no el individuo, quien 
reglamenta sus efectos jurídicos.  
 
2.4.4.4. Clases del Estado Civil 
 
Conforme a Chaves, Roselvand, refiere que los estados son:  
     El Estado individual: relacionado respecto a la  edad, capacidad,  y al sexo.  
 El Estado Familia, llamado comúnmente estado civil, es el referido a la 
situación familiar a la persona humana en relación con el matrimonio y el 
parentesco.  
 El Estado político social, el cual califica a la persona natural a partir de su 
posición ante la nación, es decir si es nacional o extranjero.  
 
2.4.4.5. Elementos del Estado Civil  
 
Varsi (2011), con referencia a este rubro cita a Borda explicando que los elementos 
del estado civil son las distintas calidades jurídicas que confluyen para configurarlo tales 
como el sexo, edad, salud, profesión, circunstancia de casado, soltero, viudo, divorciado, 
pariente, nacional, extranjero, etc. Se originan por simples hechos o actos, propios o ajeno 
de ahí que pueda ser modificado voluntaria o involuntariamente. En efecto  estos son todas 
aquellas  situaciones personales que permiten diferenciar y ubicar al sujeto dentro de la 
diversidad de tipos de relaciones sociales, dependiendo de cada caso la configuración del 
tipo de estado a consagrarle al sujeto.  
 
2.4.4.6. El Estado de Familia 
 
a. Concepto 
 
De acuerdo al Derecho Comparado, existen  dos posiciones (Varsi, 2011):  
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La posición amplia, la misma que plantea que el estado civil,  como calificación 
jurídica a partir de una situación social, familiar o política, propia de la persona y 
sirve para indicar una posición jurídica-socia. 
 
Por otro lado,  la posición  restringida, establece que el estado civil es una 
situación jurídica que la persona tiene en la sociedad en  relación  a su familia,  en 
cuanto le impone ciertas obligaciones y le confiere determinados derechos civiles.  
 
Sin embargo,  Varsi explica (2011)  que el estado de familia es una clase dentro 
de la variedad de estado civiles existentes en razón que la posición de la persona en 
la comunidad y la variedad de relaciones con sus congéneres es variado. 
 
Es decir que el estado de familia, es la posición que una persona ocupa  dentro de 
aquella reviste una particular trascendencia. Los más importante y complejos 
problemas jurídicos se plantean respecto de él; y tal punto es notable esta 
circunstancia, que algunos autores sostienen que es posible  limitar el concepto de 
estado a las relaciones de familia ya que también las calidades propias de una 
persona considera en sí misma y las que se vinculan a la sociedad, influyen en los 
derechos y deberes  de los individuos. En este sentido, el estado de familia sería una 
especie dentro de la gama de relaciones jurídica que fijan  derechos, deberes, 
obligaciones y facultades de una persona  
 
Asimismo, sostiene que el estado familiar es trazado a partir  de la cualidad que el 
sujeto reviste en el núcleo familiar, en virtud de los lazos sanguíneos, las relaciones 
matrimoniales  del parentesco afín  Puede la persona, en virtud de esos lazos, ser 
casada, soltera, viuda, separada, divorciada; padre, abuelo, hijo, nieto, hermano, tío, 
sobrino, etcétera, asumiendo dicha posición jurídica, los derechos y obligaciones 
inherentes a cada uno de esos papeles que no solamente repercuten en el Derecho de 
Familia, sino también en el Derecho de obligaciones y sucesiones.  
 
El Estado de Familia es un atributo de la persona que lo distingue de otra y que 
vuelve al sujeto de derecho en una entidad única, singular e irrepetible, añadiendo 
que es un elemento que se encuentra bajo la protección del ordenamiento jurídico, de 
manera más específica es tutelado por el derecho a la identidad, y que por lo tanto le 
corresponde a toda persona natural por el simple hecho de ser ellos mismos.  
 
Ahora bien, la investigación está considerando el Estado de Familia debido a que  
como ya se había mencionado antes, el estado familia es un tipo del denominado 
estado civil o también de forma informal es llamado así, debido a que pone a las 
personas con relación a otras dentro de un mismo círculo, siendo que este tipo de 
estado está dentro de la noción más amplia del estado civil y  la cual también una de 
sus clases, concierne a la protección por parte del ordenamiento jurídico peruano.  
 
b. Tipos 
 
Existen diversos tipos de estados de familia conforme al ámbito de aplicación en 
las relaciones familiares, las cuales son (Varsi, 2011): el estado de familia filial 
(padres- hijos), el estado de familia conyugal (relacionada con el matrimonia y la 
que es aplicación clásica en variada doctrina) y  el estado de familia parental 
(relacionada  a la institución de parentesco, empero con respecto a ella un sector de 
la doctrina opta por estudiarlo de forma independiente por su importancia).  
 
 Según Varsi (2011) el Estado familia con relación al matrimonio es el que se 
ampliará en esta investigación por ser de mérito la relacionada al tema y la que se 
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establece en el Perú, recordando que cada legislación reconoce distintos estados de 
familia, cada uno con regulación y efectos jurídicos propios de cada sistema jurídico.  
 
  Se encuentran los estado de soltero o casado como los más comunes, siendo que 
luego de varias su situación por el divorcio o la muerte de uno de los cónyuges, de 
caso pasa a ser divorciada (o) o viuda (o), según sea el caso. Es necesario además 
considerar el estado civil de soltero es el único que mantiene inalterable desde que se 
adquiere la aptitud nupcial hasta la muerte, distinto al resto de estados que por la 
costumbre se ha vuelto una clásica división, ya que se encuentra el matrimonio 
arraigado en la doctrina y en la legislación, a pesar de que ha sido demostrado que 
dicha institución no es la única   generadora de estados de familia (Varsi, 2011).   
 
c. Características  
 
El Estado de familia cuenta con las siguientes características (Varsi, 2011, págs. 
337-340): 
 
 Sometido a la ley, debido a que los sujetos se encuentran restringida por la  
por ley  no existiendo una aplicación libre de la autonomía  de la voluntad debido a 
que esta no puede ir más allá de lo que las normas de carácter imperativo y de orden 
público establecen. 
 
 Inalienable,  imprescriptible, intransmisible  y no transable,  el estado de 
familia no se encuentra dentro del comercio jurídico  de los hombres. No puede  
negociarse respecto de él, ni  está sujeto a transacción o renuncia. Empero puede ser 
modificado por voluntad de los interesados. Asimismo, el estado de familia es 
indisponible. Esa característica  viene no solo de su carácter personal, sino también 
por el ordenamiento jurídico. Y es imprescriptible, ya que el transcurso del tiempo 
no ejerce influencia sobre ésta.  
 
 Inherente, es un elemento muy propio de la persona, sólo le pertenece a 
ella. 
 
 Correlativo  o  recíproco,  todo estado de familia de una persona genera de 
manera inmediata otro estado de familia con respecto a la persona, a la cual está 
vinculada por los lazos familiares, sin embargo existen excepciones en que hay 
estado sin correlatividad.  
 
 Universal, el estado familia abarca todas las relaciones jurídicas familiares. 
A pesar de ello, existen parte de la doctrina que sólo indican que se refiere a la 
filiación y a la filiación matrimonial.  
 Unitario, es decir que sin importar la clase de estado familia en que se 
encuentra la persona no se diferencian.   
 
 Indivisible, debido a que no se puede indicar que tienes un estado de 
familia frente a otros  y otro estado de familia frente a unas personas.  
 
 Oponible, el estado de familia puede ser opuesto y así ejercer los derechos 
que se derivan de éste, puede ser oponible frente a todos, es decir los terceros, así 
como a la inversa, para que los terceros hagan valer las responsabilidades al titular 
del estado familia. 
 
 Estable, es una situación o  permanente, en razón de que el orden público 
importa la imposibilidad de modificarlo por la libre voluntad de los interesados. 
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 Susceptibilidad de posesión, la posesión de un estado es el ejercicio de las 
prerrogativas  independientemente de si el poseedor es o no el verdadero titular.     
 
d. Fuentes  
 
El estado de familia, como especie del estado civil puede surgir  de hechos 
jurídicos, actos jurídicos y resolución judicial  
 
2.4.4.7. Aspectos generales del Estado Civil en el Perú 
 
El término estado civil es utilizado profusamente en nuestra normativa básica, en la 
legislación complementaria así como en un sin número de normas, a pesar de ello  no hay 
ninguna norma  que lo conceptualice, que lo defina ni que establezca sus lineamientos. Los 
estados civiles surgen del matrimonio y guardan primacía en nuestro ordenamiento jurídico 
y en otros como en Portugal y Brasil. (Varsi, 2011, pág. 348) 
 
2.4.5. RENIEC 
 
2.4.5.1. Régimen Normativo de RENIEC referente al estado civil en el ordenamiento 
jurídico peruano  
 
El Registro Nacional de Identidad y Estado Civil se encuentra regulado a nivel 
constitucional  en los artículos 177° y 183° de la Constitución Política de 1993,  los cuales 
señalan (Constitución Política del Perú , 1993): 
 
“Artículo 177°.- El sistema electoral está conformado por el Jurado Nacional  de 
Elecciones; la Oficina Nacional de Procesos Electores; y el Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil.  Actúan con autonomía  y mantienen entre sí relaciones de 
coordinación, de acuerdo con sus atribuciones.” 
 
“Artículo 183°.-  El Jefe de Registro Nacional de Identificación y Estado Civil es 
nombrado por el Consejo Nacional de la Magistratura por un período renovable  de cuatro 
años. Puede ser removido por dicho Consejo por falta grave. Está afecto a las mismas 
incompatibilidades previstas para los integrantes del Pleno Jurado Nacional de Elecciones.  
 
El Registro Nacional de Identificación y Estado Civil tiene a su cargo la 
inscripción de los nacimientos, divorcios, defunciones y otros actos que modifican el 
estado civil. Emite las constancias correspondientes. Prepara y mantiene actualizado el 
padrón electoral. Proporciona al Jurado Nacional de Elecciones y a la Oficina Nacional de 
Procesos Electorales la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones. 
Mantiene el registro de identificación de los ciudadanos y emite los documentos que 
acreditan su identidad. Ejerce las demás funciones que la ley señala.” 
 
Cabe reiterar que el Código Civil peruano con referencia al estado civil y su 
registro fue modificado por la Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y 
Estado Civil, precisamente la séptima disposición final deroga los artículos 
correspondientes a los Registros del Estado Civil y a los del Registro Personal, los últimos 
posteriormente fueron reincorporados en el Código Civil. Cabe así mismo indicar que la 
ley orgánica de RENIEC ha sido reglamentada mediante el Decreto Supremo N°015-98-
PCM (Espinoza, 2012).  
 
Las funciones de RENIEC, conforme al artículo 7° son (Ley N°26497. Ley 
órganica de RENIEC, 1995), relacionadas al Registro Civil son: 
“Artículo 7°.- Son funciones del Registro Nacional de Identificación y Estado 
Civil: 
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a) Planear, organizar, dirigir, normar y racionalizar las inscripciones de su 
competencia. 
b) Registrar los nacimientos, matrimonios, divorcios, defunciones y demás actos 
que modifiquen el estado civil de las personas, así como las resoluciones 
judiciales o administrativas que a ellos se refieran susceptibles de inscripción y 
los demás actos que señale la ley; 
c) Emitir las constancias de inscripción correspondientes; (…) 
 
g) Emitir el documento único que acredita la identidad de las personas, así como    
sus duplicados; (…) 
j) Velar por el irrestricto respeto del derecho a la intimidad e identidad de la 
persona  y los demás derechos inherentes  a ella derivados de su inscripción en 
el registro; 
k) Garantizar la privacidad de los datos relativos a las personas que son materia 
de inscripción (…)” 
 
Las características del Registro de Estado Civil se definen en el artículo 40 de la 
Ley N°26497 establece la publicidad de los registros del estado civil. Asimismo se 
establece la obligatoriedad de la inscripción de las personas en el registro del estado civil y  
la imprescriptibilidad e irrenunciabilidad del derecho a solicitar que se inscriban los hechos 
y actos  relativos a la identificación y al estado civil de las personas (artículo 41). Se 
determinan por ley los actos cuya inscripción en el registro es totalmente gratuita (artículo 
42). La inscripción en el Registro de Estado Civil genera la obtención del Documento 
Nacional de Identidad  (DNI). Las autoridades políticas judiciales, administrativas o 
policiales se encuentran en la obligación de poner en conocimiento del hecho de la no 
inscripción a la dependencia del registro más próximo, bajo responsabilidad (artículo 43).  
 
Según el artículo 44° de la ley N°26497, se inscriben (Ley N°26497. Ley órganica 
de RENIEC, 1995):  
 
a) Los nacimientos.  
b) Los matrimonios.  
c) Las defunciones.  
d) Las resoluciones que declaran la incapacidad y las que limitan la capacidad de las 
personas.  
e) Las resoluciones que declaran la desaparición, ausencia, muerte presunta, la ausencia 
por desaparición forzada y el reconocimiento de existencia de las personas.  
f) Las sentencias que impongan inhabilitación, interdicción civil o pérdida de la patria 
potestad. 
g) Los actos de discernimiento de los cargos de tutores o curadores, con enumeración de 
los inmuebles inventariados y relación de las garantías prestadas, así como cuando la 
tutela  o curatela acaba, o cesa en el cargo  de tutor o curador.  
h) Las resoluciones que rehabiliten a los interdictos en el ejercicio de los derechos 
civiles.  
i) Las resoluciones que declaran nulidad del matrimonio, el divorcio la separación de 
cuerpos y la  reconciliación. 
j) El acuerdo de separación de patrimonio y su sustitución, la separación de patrimonio 
no convencional, las medidas de seguridad correspondientes y su cesación.  
k) Las declaraciones de quiebra. 
l) Las sentencias de filiación.  
m) Los cambios o adiciones de nombre.  
n) El reconocimiento de hijos.  
o) Las adopciones  
p) Las naturalizaciones y la pérdida o recuperación de la nacionalidad.  
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q) Los actos que, en general, modifiquen el estado civil de las personas, las resoluciones 
judiciales o administrativas susceptibles de inscripción y los demás actos que la ley 
señale.  
 
Los actos y hechos inscribibles se encuentran más detallados en el Reglamento de 
de Inscripciones del Registro Nacional de Identificación y así como también se habla de 
cada uno de ellos, del mismo modo, el procedimiento para la inscripción  está señalado en 
Texto Único de Procedimientos Administrativos de RENIEC. 
 
Las personas que intervienen en la formación de las partidas del estado civil son:  
 
1) Los funcionarios o autoridades competentes.  
2) Las partes, que son aquellas personas a las cuales  se refiere el hecho o el acto 
que en la partida se hace constar.   
3) Los declarantes, que son aquellas personas que comunican a la autoridad o 
funcionario competente. el hecho o acto del cual se va a dejar constancia en la 
partida.  
4) Los testigos, son aquellas personas que  dejan constancias de haber 
presenciado la celebración del acto.  
 
Las inscripciones y las respectivas certificaciones se efectuarán en las 
dependencias  del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil a nivel nacional 
(artículo 45). Para el ejercicio de sus funciones dicho registro mantiene estrecha y 
permanente coordinación con  las siguientes entidades (artículo 8°):  
 
a) Municipalidades provinciales y distritales.  
b) Municipios de centro poblado menor. 
c) Instituto nacional de bienestar familiar.  
d) Consulados del Perú.  
e) Comunidades campesinas y nativas reconocidas.  
f) Centros de salud públicos o privados que intervienen en el proceso de 
certificación de nacimientos o defunciones.  
g) Agencias municipales autorizadas.  
h) Poder Judicial.  
i) Cualquier otra dependencia, instancia o entidad, pública o privada cuando ello 
fuese necesario.  
 
Es necesario hacer la distinción entre inscripción principal y marginal, la primera 
está constituida por el nacimiento, matrimonial o defunción, según sea el caso. La 
inscripción principal y marginal, la primera está constituida por el nacimiento, matrimonio 
o defunción, según sea el caso. La inscripción marginal es aquella que se practica al 
“margen” de la inscripción principal, recogiendo de otro tipo de hechos relacionados con la 
principal (Espinoza, 2012).   
 
El artículo 56°  establece que  pueden efectuarse rectificaciones o adiciones en las 
partidas de registro, en virtud de resolución judicial, salvo disposición distinta de ley. Las 
inscripciones se cancela cuando se ordena mediante resolución judicial  firme o cuando la 
justificación de la cancelación resulte clara y manifiestamente de os documentos que se 
presenten al solicitarla (artículo 57°).  
 
En materia probatoria, el artículo 58° que las constancias de inscripción emitidas 
por el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil serán consideradas instrumentos 
públicos y probarán fehacientemente los hechos a que se refieren, salvo que  se  declare 
judicialmente la nulidad de dicho documento. 
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2.4.6. SUNARP 
 
2.4.6.1. El Registro Personal con relación al Registro de Estado Civil  
 
El artículo 2012 del Código Civil establece la ficción de que la información del 
registro,  todo  ella, es conocida por todos. Esta imposición sólo puede justificarse sí las 
personas tienen acceso general, simple y eficaz a tal información. En caso contrario, la 
ficción se convertiría en la mayor de las arbitrariedades estatales, pues se presumiría el 
conocimiento de unos datos ocultos o de muy difícil acceso. Es decir no habría relación 
entre el resultado y el medio (Gonzáles, Julio 2012). 
 
Por tanto la publicidad registral necesita, como contrapartida que cualquier persona 
puede acceder de forma general, simple y eficaz a los datos inscritos.  
 
El acceso general significa que todos los sujetos puedan conocer la información 
registral sea de forma libre, sea a través del filtro de la prueba e un interés lícito para buscar 
la información. Nuestro país sigue el modo libre, pues a nadie se le pregunta su motivación 
para obtener los datos que busca. Incluso,  el acceso a la información se hace en línea,  por 
lo cual no existe necesidad de alguna de justificar la solicitud (Gonzáles, Julio 2012). 
 
 En el caso peruano es el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil 
(RENIEC), creado por la Constitución de 1993 con el objetivo de unificar todos los datos 
personales en una institución centralizada, incluyendo los del estado civil. En tal sentido, su 
Ley Orgánica N° 26496 derogó los artículos 2030 al 2035 del Código Civil, referidos al 
registro personal. Por tanto, existía un evidente propósito de subsumir el registro personal 
en el RENIEC.  
 
Sin embargo, como la nueva entidad no tenía capacidad para otorgar acceso simple 
y eficaz de la publicidad, entonces se tuvo que dictar apresuradamente la Ley  N° 26589,  
por lo cual se dispuso la puesta en vigor nuevamente  en el Código Civil, pero en forma 
temporal, hasta que se reorganice debidamente el sistema de inscripciones del RENIEC, 
empero hasta el momento todavía subsiste el registro personal.  
 
El RENIEC, por su especial carácter, que contiene datos sensibles para la reserva e 
intimidad de las personas, tiene dificultades para facilitar el acceso a la información; 
además los datos provienen de distintas fuentes, todavía no unificados, como son las actas 
que se han llevado y se llevan todavía en las Municipalidades, lo que impide tener por 
ahora una base de datos única.  
 
Por tanto, la falta de publicidad formal (acceso fácil y confiable de los datos 
inscritos), hace que la información contenida en el registro civil no pueda oponerse sin más 
a terceros, pues  se daría el paradójico caso que la información afecta al tercero, pero este 
no tiene forma de acceder a ella, ni siquiera con la mayor diligencia posible (Gonzáles, 
Julio 2012).   
 
2.4.6.2. Registro Personal en función de la Unión de Hecho 
 
Hasta la Ley N° 29560, la misma que amplió las solicitudes de reconocimiento de 
existencia de la unión de hecho, debe indicarse que  en un inicio las sentencias judiciales 
que declaraban la unión de hecho se inscribían únicamente en las partidas registrales del 
Registro de Bienes Inmuebles o Muebles.  Incluso se presentaron casos en que se solicitó la 
inscripción de la sentencia declarativa de unión de hecho en el Registro Personal, entonces 
los funcionarios de la institución formularon tachas u observaciones contra el parte judicial, 
siendo que la materia no comprendía como acto inscribible, conforme al artículo 2030° del 
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Código Civil,  siendo que infinidad de resoluciones del Tribunal Registral era su línea de 
pronunciamiento debido a esta motivación (Bustamante, 2017).  
 
Sin embargo gracias al artículo 49° de la Ley N°29560, según el cual una vez 
cumplido el trámite notarial de unión de hecho, “el notario remite partes al registro 
personal del lugar donde domicilian los solicitantes”, es que SUNARP tomó una serie de 
medidas de implementación para hacer expedita  la inscripción en el Registro Personal las 
escrituras públicas de declaraciones de reconocimiento de unión de hecho como de  unión 
de hecho, y en consecuencia también las sentencias judiciales declarativas de unión de 
hecho y de esta manera la adopción de medidas de desarrollo legislativo por la institución 
registral. Dando cuenta de las siguientes (Bustamante, 2017):  
 
La Resolución N° 088-2011- SUNARP/SA, del 29 de noviembre de 2011 que 
aprueba la directiva N°002-2011-SUNARP/SA, aplicable a todos los Órganos 
Desconcentrados de SUNARP, la cual adopta medidas sobre aspectos tales como 
competencia, actos inscribibles, calificación registral y el contenido del asiento de 
inscripción. Asimismo, se crea el Índice de Registro Personal, el mismo que incluye el 
Índice Nacional de Uniones de Hecho, brindando garantías y seguridad  al momento de 
producirse las inscripciones de las sentencias judiciales o escrituras públicas de 
reconocimiento de unión de hechos, ceses de las mismas, y de las medidas cautelares 
ordenadas con relación a ellas.  Algunos de sus lineamientos de dicha directiva son:  
 
La competencia para conocer las inscripciones en el Registro Personal de la 
Oficina Registral corresponde al domicilio de los convivientes  
 
 Los actos inscribibles, aparte de los expuestos del artículo 2030 del Código Civil 
son el reconocimiento de unión de hecho, el cese de la unión de hecho y las medidas 
cautelares y sentencias ordenadas por la autoridad jurisdiccional relacionadas a la Unión de 
Hecho, posteriormente ya reguladas por la Ley N° 30007, en el mismo artículo 2030 del 
Código mencionado.  
 
Respecto a la inscripción y publicidad de la unión de hecho establece los títulos 
que dan mérito a las inscripciones, la implementación de índices, los alcances de la 
calificación registral, siendo que la inscripción se realiza en mérito de parte notarial o 
judicial y deberá indicarse el documento nacional de identidad de los convivientes. 
 
Sobre los alcances de calificación registral, se indica que tanto para el 
reconocimiento como para el cese, se debe tomar en cuenta lo  dispuesto por el Texto 
Único Ordenado del Reglamento General de los Registro Públicos y  además que no se 
califica su validez, ni el fondo ni la motivación del parte notarial o judicial. Más bien se 
verifica que la escritura pública  o el documento público contengan  la declaración de los 
convivientes sobre la fecha de inicio de la unión de hecho, asimismo la de cese, si es  el 
caso.  
  La inscripción previa o simultanea del reconocimiento de Unión de Hecho para 
acceder  a la inscripción de Cese de Unión de Hecho.  
 
Así como también que no existan inscripciones previas de uno o ambo 
convivientes,  según se observe en el Índice Nacional  de Uniones de Hecho y que tampoco  
existan inscripciones incompatibles de los convivientes en el Registro Personal de su zona 
registral.  
 
Por otro lado estipula que no son inscribibles  en el Registro Personal los actos 
sobre modificaciones o aclaraciones relativos a los aspectos patrimoniales del 
reconocimiento de Unión de Hecho ya inscrito y referidos a la sola liquidación o 
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adjudicación de bienes, todas ellas deben implicar en principio el  previo reconocimiento  o 
cese de convivencia para que se lleven a cabo.  
 
El asiento de inscripción debe contener, además de los datos previstos en el 
Reglamento general de Registros Públicos: el nombre completo de los convivientes, el tipo 
y número de documento de identidad y fecha de inicio de la comunidad o sociedad de 
bienes y de su cese, de acuerdo a  caso  
  
Para comprobar la publicidad formas sobre el parte inscrito, por el Índice Nacional 
de Uniones de Hecho, las Oficinas Registrales expedirán el certificado negativo u otros 
certificados compendiosos sobre las uniones de hecho de alcance nacional  
 
Es necesario recordar que formalmente dichas medidas estipuladas  fueron la base 
legislativa de la Ley N° 30007, la cual ya se ha detallado sobre ella. 
 
Asimismo,  es fundamental recalcar sobre la creación del Índice Nacional de 
Uniones de Hecho y el Índice Nacional del Registro Personal, considerando que es una 
medida importante debido a que permite que exista una base de datos uniforme y 
centralizada de información sobre las zonas registrales que conforman el sistema registral 
peruana supervisado por la SUNARP (Bustamante, 2017, pág. 124).  
 
El Índice Nacional del Registro Personal, comprende al de Unión de Hecho, 
reuniendo los siguientes datos: los nombres de los convivientes, el tipo y número de 
documento de identidad, el lugar de domicilio de los mismos, el inicio de la comunidad  o 
sociedad de bienes,  de conformidad de la situación, la fecha de cese de la unión de hecho. 
Por otro lado,  el Índice Nacional  del Registro Personal es expresión de la consolidación 
de la información de los actos inscribibles en dicho registro (Bustamante, 2017, pág. 124).  
 
Reiterando, los índices son un aspecto positivo que contribuye a ordenar la 
inscripción de uniones de hecho y es una herramienta útil para el registrador, para verificar 
que sólo aparezca inscrita una unión de hecho por persona (Bustamante, 2017, pág. 124).  
 
2.5. HIPÓTESIS 
 
2.5.1. Hipótesis General 
 
La implementación de un estado civil para la unión de hecho resultaría factible siempre 
que se encuentre reconocida e inscrita en la SUNARP puesto que la legislación y jurisprudencia 
peruana le reconocen a ésta efectos jurídicos similares a los que posee el matrimonio civil.  
 
a. Variable correlacional: La implementación de un estado civil para la unión de 
hecho resultaría factible siempre que se encuentre reconocida e inscrita en la SUNARP 
puesto que la legislación y jurisprudencia peruana le reconocen a ésta efectos jurídicos 
similares a los que posee el matrimonio civil. 
 
V.1.-Estado Civil: “Situación jurídica que tiene una  persona con respecto a 
otra en una sociedad y que existen actos jurídicos, situaciones o hechos que 
determinan el estado de una persona”. (Goldstein, 2008) 
 
V.2.- Unión de Hecho: “Es la relación sexual prolongada entre dos personas 
de diferente sexo que no están unidas por el vínculo matrimonial” (Goldstein, 
2008). 
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V3.-  Reconocimiento: “Declaración por lo cual una persona acepta que está 
sometido a una obligación respecto de otra persona” (Goldstein, 2008).  
 
V.4. - Inscripción: “Publicidad de ciertos actos jurídicos en los registros 
pertinentes” (Goldstein, 2008). 
 
V.5. - SUNARP: “Es un organismo  descentralizado autónomo del Sector 
Justicia y ente rector del Sistema Nacional de Registros  Públicos, con 
personería jurídica de Derecho Público, con patrimonio propio y autonomía 
funcional, jurídico registral, técnica, económica,  financiera y 
administrativa(…)”(Ley N°26366,1994)2. 
V.6. – Legislación: “Conjunto de leyes” (Goldstein, 2008). 
 
V.7. -  Jurisprudencia: “Conjunto de fallos en un mismo sentido sobre un tema 
afín que fijan un criterio de evaluación posible que no han tenido solución en 
el ámbito tribunalicio” (Goldstein, 2008). 
 
V.8. -  Efectos jurídicos: “Son las consecuencias que marca la norma ante la 
realización de una conducta jurídica concreta”. (Santos, 2009) 
 
V.9. -  Matrimonio civil: “Es el matrimonio que se realiza ante un funcionario 
del Estado conforme al ordenamiento civil para su pleno reconocimiento, así 
como el surgimiento de sus efectos, es necesario su inscripción en el Registro 
Civil pertinente” (Varsi, 2011). 
 
2.5.2. Hipótesis Específicas 
 
2.5.2.1. Hipótesis Específica 1: La implementación de un estado civil para la 
unión de hecho en el Perú traería como consecuencia el reforzamiento de la seguridad 
jurídica y la mayor facilidad en las operaciones comerciales realizadas por los integrantes 
de la unión de hecho, y de éstos con terceros. 
 
a. Variable independiente: La implementación de un estado civil para 
la unión de hecho en el Perú. 
 
V.I.1.-Estado civil (Goldstein, 2008).  
 
V.I.2.- Unión de hecho (Goldstein, 2008). 
 
b. Variable dependiente: el reforzamiento de la seguridad jurídica y la 
mayor facilidad en las operaciones comerciales realizadas por los 
integrantes de la unión de hecho, y de éstos con terceros. 
 
V.D.1.-  Seguridad jurídica: “Protección efectiva de los derechos 
y deberes” (Goldstein, 2008).  
 
V.D.2. – Operaciones comerciales: “Son operaciones que 
reflejadas condiciones de mercado en el país de origen que se hayan 
realizado habitualmente o dentro de un período representativo entre 
vendedores y compradores independientes.”.(Decreto N°1075,2015) 
 
                                                          
2
 Artículo 10 de ley N°26366. 
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V.D.3. – Integrantes de la unión de hecho: “Son dos personas de 
sexo complementario que conforman la unión de hecho” (Varsi, 2011). 
 
V.D.4. – Terceros: “Toda persona ajena a algo, sea una 
obligación, convención, una relación jurídica, etc.” (Goldstein, 2008). 
 
 
2.5.2.2. Hipótesis Específica 2: Al no ser contemplada la unión de hecho en la 
normatividad de RENIEC  referente al estado civil en nuestro país, ésta no sería eficiente y 
debería ser parcialmente modificada.  
 
a. Variable independiente: Al no ser contemplada la unión de hecho 
en la normatividad de RENIEC  referente al estado civil en nuestro país.  
 
V.I.1.- Unión de hecho (Goldstein, 2008). 
 
V.I.2.-Normatividad: “Reglas o preceptos de carácter obligatorio 
emanados de una autoridad normativa, la cual tiene su fundamento de 
validez en una norma jurídica que autoriza la producción normativa, que 
tiene por objeto regular las relaciones y cuyo cumplimiento está garantizado 
por el Estado” (Ministerio de Economía y Finanzas [MEF], 2018). 
 
V.I.3.- RENIEC: Es un organismo público autónomo que cumple 
con personería jurídica de derecho público y goza de atribuciones en 
materia registral, técnica, administrativa y económica y financiera
3
 (Ley 
N°26497, 1995). 
 
V.I.4. Estado civil  
 
b. Variable dependiente: ésta no sería eficiente y debería ser 
parcialmente modificada.  
  
V.D.1.-  Eficiente: “Es la relación entre el cambio de probabilidad 
de un resultado y los costos que ello implica” (Anónimo, s.f.).  
 
V.D.2. –Modificación parcial:”Derogación parcial de una norma”. 
(Goldstein, 2008). 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
3
 Artículo 1 de Ley N°26497. Ley Orgánica de RENIEC 
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CAPÍTULO III: MARCO METODOLÓGICO 
 
3.1. ENFOQUE Y DISEÑO  
 
  El enfoque de esta investigación fue cualitativo: porque se buscó explicar la posibilidad 
de crear un estado civil para la unión de hecho en el Ordenamiento jurídico peruano y se consideró  
las fuentes del Derecho como son la doctrina, la jurisprudencia, la legislación nacional e 
internacional con la finalidad que la unión de hecho tenga mayor protección teniendo en cuenta su 
semejanza con la institución jurídica, el matrimonio.  
 
Y según este enfoque, la investigación tuvo un diseño: 
 Descriptivo, puesto que se analizó y buscó recolectar información que permita desarrollar 
y reglamentar lo relacionado al estado civil para la unión de hecho en el Perú, con la finalidad que 
hubiese una mejor tutela a los derechos de los integrantes de la unión de hecho en el Perú y se 
fortalezca en  la seguridad jurídica y el tráfico comercial. Además esta investigación tuvo como 
base un Diseño Documental, el cual consiste en un proceso de búsqueda, recuperación, análisis, 
crítica e interpretación de datos secundarios, es decir, los obtenidos de los registrados por otros 
investigadores en fuentes documentales como son: impresas, audiovisuales, o electrónicas. 
 
 Asimismo, esta tesis fue de investigación-acción, debido a que se buscó resolver la 
inexistencia de un estado civil para las uniones de hecho de Perú y se pretendió lograr un cambio al 
otorgar los mismos derechos de los cónyuges a las convivientes, pues ambas son instituciones 
generadoras de la familia.  
 
 
3.2. MÉTODOS Y PROCEDIMIENTOS 
 
 Método Analítico Sintético: Primero, se analizó la doctrina, legislación nacional e 
internacional y la  jurisprudencia obtenida sobre el particular, y  de esta manera, se determinó  los 
criterios necesarios para la implementación de un estado civil en el Perú, posteriormente se dividió 
el objeto de estudio y se examinó cada una de sus partes por medio de los objetivos específicos.  
 
 Método Deductivo Inductivo: Después mediante este método se estableció los efectos que 
conlleva la posibilidad de la implementación  de un estado civil para la unión de hecho en la 
normativa peruana, en el tráfico comercial y en la seguridad jurídica, tomando en cuenta los 
criterios ya establecidos de acuerdo a la investigación. 
 
 Método de la Hermenéutica Jurídica: Se empleó con la finalidad de llegar a una 
interpretación clara de la norma civil respectiva y los principios que deriven de la misma, siendo 
así que se estudió las normas del Código Civil, la Constitución Política del Perú, las normas 
relacionadas al Estado Civil tanto a nivel nacional e internacional, las normas de RENIEC y  las 
normas de SUNARP con respecto a la inscripción de la unión de hecho en el Registro de Personas 
Naturales y otras normas relacionadas a la unión de hecho. 
 
3.3. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 
 
 La información se procesó mediante la revisión bibliográfica. De esta forma, los datos 
obtenidos se analizaron detalladamente y se dio validez a la hipótesis planteada. 
 
 La técnica privilegió a los documentos y de esta manera se analizó minuciosamente la 
información doctrinaria, legislativa y jurisprudencial sobre el tema objeto de investigación, es decir 
que específicamente la técnica que se utilizó fue el Fichaje bibliográfico, mediante el cual se 
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compiló  lo que se ha escrito directa o indirectamente sobre el estado civil, la unión de hecho y 
sobre un estado civil para ellos.  
 
 Los instrumentos utilizados fueron las fuentes Directas del Derecho: Constitución Política 
del Perú, Código Civil de 1984, Ley Orgánica de RENIEC, Ley Orgánica de SUNARP, entre otras 
normas, la doctrina, artículos jurídicos, publicados en Gaceta Jurídica, Actualidad Jurídica, libros 
especializados, internet, notas periodísticas, entre otros. 
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3.4. ASPECTOS ÉTICOS  
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CAPÍTULO IV: PROBANZA DE LA HIPÓTESIS  
  
4.1. PROBANZA JURÍDICO SOCIAL- DOCTRINAL  
4.1.1. La posibilidad de la implementación de un estado civil para la unión de 
hecho en el Perú 
 
El Derecho Peruano reconoce a la unión de hecho o concubinato como fuente 
generadora de la familia, por tal motivo le ha brindado la protección mínima, sin menoscabar la 
promoción del matrimonio, empero al  ser una situación de hecho que se ha ido arraigando poco 
a poco e incrementando, el Estado se ha visto obligado a ampliar dicha protección para 
adecuarse a la realidad presente, brindándole de esta manera formalización y más derechos 
relacionados al matrimonio. La presente investigación tiene como objetivo principal demostrar 
que es  factible la regulación de un estado civil a los convivientes en el Perú, tal como lo tiene 
los cónyuges, considerando que se cumplan con ciertos criterios, siendo necesario para ello, 
repasar las fuentes del Derecho Peruano, y así profundizar en el tema.  
 
En el Perú, existen dos perspectivas con respecto a la presencia de un estado 
civil para el concubinato: la perspectiva jurisprudencial, la cual es aportada por el Tribunal 
Constitucional, en conformidad con el Expediente N° 04777-2006-PA/TC,  cuando comenta que 
la condición de conviviente no genera un estado civil como el casado, viudo o divorciado 
(Castro, 2014, pág. 52). Esto fue considerado por el mismo tribunal como un agravante y  un 
motivo por lo que los reconocimientos judiciales de unión de hecho no se podían inscribir en el 
Registro Personal, sin embargo,  a la fecha, se observa que la inscripción de los reconocimientos 
de la unión de hecho tanto judiciales y notariales ya son regulados por la legislación.  
 
Por otro lado, la perspectiva por parte de la doctrina,  en palabras de Gonzáles (2012)  al 
explicar de la razón del porqué la unión de hecho es un acto inscribible en el Registro Personal, 
mientras que el matrimonio  no lo es, señala que es quizás a causa de que la unión de hecho es 
un cuasi-estado civil, pero del que RENIEC no brinda información alguna, parecido como 
ocurre con el estado civil divorciado, el mismo que también se inscribe en el Registro Personal. 
 
También es necesario recalcar que la unión de hecho es reconocida no solamente en la 
Constitución Política de 1993 y en el Código Civil de 1984, sino además en otras normas 
legales dispersas, las mismas que según Varsi (2011) toman en cuenta a los integrantes de la 
unión de hecho, en otras palabras, los convivientes, y por ende, su estado civil. Como son las 
referidas a la adjudicación de terrenos rurales, pensiones de salud, paternidad extramatrimonial, 
violencia familiar, pensiones de viudez, leyes agrarias, leyes laborales, leyes de seguridad 
social, entre otras, siendo éstas corroboradas por Castro (2014).  
 
Por lo tanto, tal como se observa la jurisprudencia como la doctrina peruana han 
establecidos dos puntos de vista distintos, sin embargo, a ellos se le debe añadir un factor 
común y esto es transcurso de tiempo entre ambos; mientras que en el Tribunal Constitucional 
explica que la unión de hecho no consta de un estado civil en el Perú y que por ello no se 
permite la inscripción de las declaraciones judiciales en el Registro Personal, actualmente esto 
ya se ha regularizado, por lo que la acepción más acertada de cómo se percibe el estado civil 
para el concubinato en el ordenamiento jurídico peruano, es la de Gonzáles, es decir que la 
unión de hecho genera un cuasi- estado civil que no se encuentra reconocido ni regulado 
formalmente por la ley peruana,  pero que en la realidad sí existe, considerando que hay normas 
legales que regulan la condición de conviviente.  
 
Asimismo, es necesario realizarse el siguiente planteamiento, tomando en cuenta lo 
anteriormente expuesto: Si la unión de hecho genera un cuasi- estado civil en el Perú, ¿A qué se 
debe que no exista una regulación formal  por ley? 
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En ese sentido esta pregunta se puede resolver si se ahonda en qué se basa las normas 
principales que regulan la unión de hecho (la Constitución y el Código Civil peruano). 
Principalmente, el artículo 5° de la Constitución, reconoce el principio de amparo a  la unión de 
hecho sin promoverla como lo hace con el matrimonio, buscando más bien su erradicación, ya 
que tiene como fundamento que eventualmente los convivientes deben casarse para formalizar 
su vínculo.  Por otra parte, el artículo 326° del Código Civil se encuentra basado en dos teorías 
o posiciones: a) la teoría abstencionista,  la cual limita la regulación de la unión de hecho sólo 
cuando ocurre su extinción, pero no en cuanto su constitución y su desarrollo; y b) la de 
apariencia jurídica, la cual consiste en dar relevancia jurídica a aquella unión de hecho que 
persiga alcanzar finalidades y cumplir deberes semejantes a los de matrimonio.   
 
De igual modo, el Centro de Investigación (2014), citando a Fernández afirma que el 
ordenamiento jurídico peruano rechaza la  idea de equipararla con el matrimonio y se le 
reconozca los mismos efectos jurídicos, aceptando solamente a aquella que cumplan con los 
requisitos establecidos constitucional y legalmente, añadido a ello que para que sea tratada de 
manera semejante al matrimonio, el concubinato debe cumplir como condición las mismas 
finalidades y los mismos deberes. 
 
Entonces, al ser el objetivo del  Estado Peruano no promover la unión de hecho,  éste se 
encuentra en una encrucijada tal como explica Cornejo Chávez, quien señala que no es el 
meollo del problema  regular o no el concubinato, sino de establecer que si lo que se busca al 
hacerlo es que se le brinde protección y solidez a la institución o todo lo contario que se busque 
su disminución de forma paulatina hasta llegar a su desaparición aplicando medidas adecuadas 
(Centro de Investigación en Derecho de la Familia y el menor, 2014, pág. 24), siendo así  que se 
ha concluido que el sistema peruano acoge la segunda opción.  
 
En resumen, el Perú se basa en dos teorías que no regulan totalmente la unión de hecho 
ni tampoco buscan igualarla con el  matrimonio, más bien sólo asemejarla para ciertos efectos 
jurídicos cuando sea necesario, eso implica que el legislador no se concentre en regular todos 
los posibles efectos que podría tener la unión de hecho y que ayudarían a su mejor protección  y 
regulación adecuada. 
 
Sin embargo, la posición asumida por el Estado Peruano resulta contraria al proceso de 
evolución  actual, ya que la unión de hecho como figura jurídica está social y jurídicamente es 
cada vez más sólida, como ya se ha mencionado líneas arriba; dando a entender que a pesar que 
la unión de hecho no se pueda equiparar al matrimonio, y que por ello no se le brinda efectos 
jurídicos iguales,  ante situaciones  de indefensión, indudablemente, el ordenamiento jurídico 
peruano no debe dejar de velar por la unión de hecho, pues  existen miles de hogares formados 
en base esta institución en el país. 
 
Tal como explica Castro, el ordenamiento jurídico peruano ha otorgado de manera 
paulatina derechos matrimoniales  a los convivientes bajo la perspectiva que la unión de hecho 
debe recibir estabilidad jurídica, y por ende, sus miembros tengan mayor seguridad y 
protección. Se empezó por el reconocimiento  de la sociedad de gananciales para luego adoptar 
el reconocimiento notarial, los derechos sucesorios para el conviviente, como si fuere cónyuge 
(Castro, 2014, pág. 29 y  pág. 57), y finalmente  los derechos para adoptar a menores declarados 
en abandono. Es más, recientemente se ha aprobado el proyecto ley que otorga a una pensión de 
sobrevivencia a los integrantes de la unión de hecho, lo cual el Tribunal Constitucional ya ha 
resuelto en sus sentencias con anterioridad y ya estaba regulado en el Sistema Privado de 
pensiones,  por ello, eso da a entender que todavía hay cabida a que se siga otorgando más 
derechos matrimoniales, como por ejemplo el de un estado civil para los convivientes. 
 
Igualmente, desde un enfoque internacional y latinoamericano, la posición que se ha 
mantenido en el Perú es desfasada, siendo así que desde una perspectiva internacional se 
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incorpora el principio de progresividad del sistema internacional de promoción de protección de 
los derechos humanos, el cual reconoce el derecho de  fundar una familia corresponde a toda 
persona que decida casarse o forma una unión de hecho,  siendo así que esta corriente  
comprende el reconocimiento de la familia matrimonial y no matrimonial (Castro, 2014, pág. 
47), por lo que gracias a este principio no sólo reconoce y protege al matrimonio, sino también a 
la unión de hecho por ser fuente generadora de la familia. Mientras, a nivel latinoamericano, 
existen legislaciones que regulan las uniones  de hecho, y que le aplican los derechos iguales a 
los del matrimonio sea total o parcialmente, incluso consideran a las parejas homoafectivas 
como son Bolivia, Panamá, El Salvador, Paraguay, Ecuador, entre otros, es así que algunos 
países son más avanzados que Perú con relación a la regulación de la unión de hecho. 
  
Ahora bien, a sabiendas que actualmente se aplica la teoría de apariencia jurídica para 
que la unión de hecho tenga efectos tantos personales como patrimoniales semejantes al 
matrimonio y considerando que dentro de sus  diferencias en los efectos personales es que el 
matrimonio sí genera un estado civil, mientras que la unión de hecho no, se advierte las 
siguiente pregunta:¿Será posible que el estado civil como de uno de los derechos matrimoniales  
pertenecientes a los efectos personales del matrimonio se le otorgue a la unión de hecho? 
 
Antes de comenzar este análisis, se debe recordar que el Código Civil de 1984, a 
diferencia de sus predecesores, sólo le otorga efectos legales a aquel matrimonio celebrado ante 
autoridad competente del Estado, siendo necesaria además su inscripción en el Registro Civil 
(Varsi, 2011, pág. 61),  por lo que en  otras palabras,  es fundamental que  la unión de hecho se 
asemeje al matrimonio civil para que se le confiera efectos jurídicos similares. 
 
Además también resulta necesario identificar si efectivamente el estado civil forma 
parte de los efectos personales del matrimonio para ser asemejados con la unión de hecho. Esta 
interrogante se resuelve con lo señalado por Varsi (2011), pues este autor afirma que la relación 
jurídica matrimonial genera una serie de efectos personales y patrimoniales, indicando que los 
primeros están conformados por derechos, deberes, facultades, obligaciones y atributos, siendo 
así que uno de los atributos del matrimonio como  un acto jurídico que restringe derechos a los 
cónyuges, es el derecho a la identidad, es decir el estado civil, específicamente el cambio de 
estado civil.   
 
Ahora bien, conforme a lo dicho anteriormente, se sabe que el ordenamiento jurídico 
peruano sigue la tesis de la apariencia de estado matrimonial, la cual refiere que la unión de 
hecho alcanza y cumple deberes semejantes a los de matrimonio, dejando de lado la teoría de 
equiparación, según la cual la unión de hecho produce los mismos efectos que el matrimonio y 
que daría cabida a  que se cumpla el objetivo de esta investigación.  
 
Empero, la teoría de la apariencia se puede observar desde un enfoque más amplio, tal 
como lo explica Plácido (2002) cuando afirma que esta posición no trata de amparar 
directamente a la unión de hecho, sino de elevarla a la categoría matrimonial cuando asume 
similares condiciones exteriores, esto es, cuando puede hablarse de un estado aparente de 
matrimonio, por su estabilidad y singularidad.  
 
Según Plácido (2002), de esta forma no se contraviene el propósito original de no 
fomentar la unión de hecho, pero tampoco se deja de lado un hecho social que podría causar 
daños al no ser regulada, agregando además que así se justifica que excepcionalmente se 
reconozca a la unión de hecho como causante de determinados y exclusivos efectos personales y 
patrimoniales.  
 
Arias citado por (Bustamante & Fernández, s.f.) ratifica lo manifestado por Plácido 
sobre los efectos exclusivos cuando expresa que la unión de hecho no produce los mismos 
efectos que el matrimonio, ya que el tratamiento y las consecuencias jurídicas de los deberes 
familiares emergentes de una unión de hecho son diferente a los de aquel. 
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Ciertamente, sería ilógico que la unión de hecho genere el estado civil casado o que la 
separación de los convivientes o fallecimiento de uno de ellos, genere que los convivientes sean 
divorciados o viudo (a) respectivamente, lo que conlleva a plantearse que la unión de hecho 
genera su propio estado civil, dejando así de lado la idea que los convivientes adopten un estado 
igual como los cónyuges.  
 
Por lo tanto,  desde  una  perspectiva más completo de la teoría de la apariencia jurídica, 
es posible otorgarle un estado civil como efecto personal semejante a la unión de hecho, 
siempre y cuando cumpla con condiciones exteriores que la eleven a la categoría matrimonial 
regulada por el ordenamiento jurídico peruano, agregado a ello, el estado civil  que se genera 
para los convivientes debe ser uno exclusivo y totalmente diferente al de casado.  
 
Entonces, considerando que se le puede brindar un estado civil  a los convivientes bajo 
ciertas circunstancias, esto conduce al tema principal de la investigación: ¿Qué criterios debe 
cumplir la unión de hecho para que se le otorgue dicho efecto personal? 
 
Evidentemente,  es imperativo que se cumplan todos los requisitos  generales que se han 
expuesto en la investigación (artículo 5°de la Constitución y artículo 326° del Código Civil), de 
lo contrario si falta uno de ellos o existe el impedimento matrimonial,  la pareja de hecho carece 
prácticamente de protección legal, lo cual implica que  se le brindaría un estado civil sólo a las 
uniones de hecho propias.  
 
Asimismo, si es obligatorio que se cumplan todos los requisitos establecidos en la ley, 
significa que conforme al primer párrafo  del  artículo 326° del Código Civil,  no sólo debe ser 
un concubinato propio sino también debe encontrarse sujeto a un régimen de sociedad de 
gananciales, siendo que para que esto ocurra, la unión de hecho debe ser reconocida, ya sea 
judicial o notarialmente.  
 
Cabe resaltar que actualmente,  la declaración de reconocimiento de unión de hecho es 
el único documento público por el cual se acredita su existencia y se le otorga efectos legales,  
ya que es reconocido por juez o notario público y plasmado en la sentencia judicial o escritura 
público, es así que  esto se encuentra afirmado con lo concluido por Sala Suprema en la 
Casación N° 666-2016 –Loreto, cuando explica que para alegar la condición de conviviente, 
como el título que autoriza a ejercer el pleno disfrute del derecho a la posesión sobre inmueble, 
se debe acreditar tal condición mediante la presentación de la declaración judicial o notarial del 
reconocimiento de la unión de hecho (Díaz, 2018, pág. 224).  
 
Antes de continuar con el análisis,  se debe preguntar ¿este criterio tiene semejanza con 
el matrimonio civil? Obviamente sí, debido a que el matrimonio civil es celebrado y reconocido 
por autoridad competente del Estado conforme al artículo 284° del Código Civil y plasmado en  
un documento público, la cual es el acta matrimonial para ser posteriormente inscrito en el 
Registro Civil, en específico en el Registro Civil de Matrimonios, tal como lo establece , el 
artículo 269 del Código Civil,  el inciso b) del artículo 44° de la Ley Orgánica de RENIEC y  el 
inciso b) del artículo 3° del Decreto Supremo N°015-98, al indicar que uno de los hechos 
inscribibles son los matrimonios. 
 
Es  decir, una vez contraído el matrimonio  para que comience a surtir efectos civiles  
para los cónyuges debe ser publicitado, por consiguiente si bien es cierto que el acto de 
celebración crea el vínculo conyugal, lo que implica que los cónyuges ya pueden disfrutar del 
estado civil casado, es necesario que se inscriba en el RENIEC.  
 
Entonces, lo último expuesto indica que el criterio principal que debe seguir o 
asemejarse la unión de hecho con respecto al matrimonio civil, es su inscripción en un Registro 
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Civil, o que exista un Registro de Unión de Hecho, pero como ya se ha analizado no existe 
norma alguna de RENIEC que regule dicha situación.  
 
Lo mencionado anteriormente, implicaría una traba con respecto a los criterios, pero 
hay que recordar tal como indicaba Plácido y Arias que la unión de hecho no deber cumplir 
condiciones iguales sino similares, excluyentes y diferentes por lo que si se considera lo 
investigado, se tiene que actualmente existe una norma legal, la ley N°30007 que modifica el 
artículo 2030° del Código Civil, añadiendo el numeral 10) donde expresamente señala que en el 
Registro Personal de SUNARP se inscriben las uniones de hecho declaradas judicialmente o 
notarialmente, materia que previamente como ya se ha explicado en el marco teórico ha sido 
regulado anteriormente en parte por la ley N°29560 que modificó la Ley de competencia 
notarial en asuntos no contencioso, y posteriormente con las normas institucionales de 
SUNARP.    
 
Por lo tanto, teniendo que cuenta que la última condición para asemejarse al matrimonio 
civil ya se lleva a cabo, solamente que en un registro diferente, pero que presenta funciones 
similares al Registro Civil, significa que sí sería posible otorgarle un estado civil a los 
convivientes como efecto personal, dejando de lado la idea que  la unión de hecho es un cuasi-
estado civil  y pueda ser regulado propiamente en el ordenamiento jurídico peruano. 
 
Es necesario recalcar que un gran ejemplo y el más reciente con respecto a los criterios 
expuestos, es la aprobación del Proyecto de Ley 2004, el cual establece la  equivalencia de la 
unión de hecho con el matrimonio para acceder a la pensión de viudez (…) (Correo, 2018). 
Estableciendo como requisito fundamental para el reconocimiento de dicho beneficio que la 
unión de hecho debe de encontrarse debidamente  inscrita en el Registro Persona  de los 
Registros Públicos (Gutierrez, 2018). Asimismo, como ya se había mencionado, el Tribunal 
Constitucional mediante sus sentencias otorgaba la pensión de sobrevivencia, estableciendo 
como requisito que se acredite la declaración de unión de hecho (Díaz, Gaceta Laboral, 2017).   
 
En conclusión, de lo analizado en las fuentes del Derecho Peruano, principalmente la 
legislación y jurisprudencia peruana, se demuestra que la unión de hecho reconocida e inscrita 
en SUNARP es  la única que tiene las condiciones necesarias para que se le otorgue  un estado 
civil similar como el que tiene hoy en día el matrimonio civil. 
 
4.1.2. Las consecuencias de la implementación de un estado civil para la unión de 
hecho en el Perú vinculado al tráfico comercial y la seguridad jurídica.  
 
Siendo factible la regulación de un estado civil para la unión de hecho  en el 
ordenamiento jurídico peruano la perspectiva con respecto al tema será más extensa. Tal como 
afirma Varsi (2011),  reconocer a la convivencia como un estado civil implica una posición no 
sólo amplia, sino fundamentalmente realista, señalando además que el concubinato al provocar 
posiciones de “convivencionalidad”, lógicamente genera consecuencias jurídicas atribuibles a 
las personas involucradas,  
 
Por ello, el siguiente objetivo de la presente investigación abarca los efectos jurídicos de 
dicha implementación en el Perú, en específico en el tráfico comercial y la seguridad jurídica. 
  
Desde un contexto social, el reconocimiento y regulación de un estado civil  para los 
convivientes  no sólo brindará estabilidad a ellos, sino también a sus  hijos,  por ende, habrá una 
mayor protección a las familias peruanas que no se basen en el matrimonio civil. Por otro lado,  
desde un contexto normativo,  conllevará a la revisión de la legislación referente al estado civil, 
debido a que necesita ser actualizada para estar conforme a la evolución del Derecho.   
 
Ahora bien, algunas de las consecuencias son por el documento nacional de identidad, 
debido a que consigna el estado civil de la persona, esto es en base del artículo 26° de la Ley 
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Orgánica  de RENIEC, el cual establece que : “El Documento Nacional de Identidad (DNI) es 
un documento público,  personal e intransferible. Constituye la única cédula de identidad 
persona para todos los actos civiles, comerciales, administrativos,  judiciales y, en general, para 
todos aquellos casos en que, por mandato legal, deba ser presentado. Constituye también el 
único título de derecho al sufragio de la persona a cuyo favor ha sido otorgado”, agregado a 
ello el inciso f) del artículo del 32° de la misma ley, el cual establece que: “el documento 
nacional de identidad debe contener el estado civil” (Ley N°26497. Ley órganica de RENIEC, 
1995).  
 
Al figurar en el documento nacional, el estado civil para la unión de hecho traerá 
efectos no sólo para sus integrantes sino también para los terceros, debido a que ya no será 
posible que los convivientes se presenten como solteros, libres de impedimento matrimonial y 
así optar para iniciar otra relación de pareja paralela bajo la ignorancia de lo hombre o mujer 
que engañan. Asimismo facilitará, los trámites judiciales y administrativos para  los ciudadanos, 
siendo que disminuirán los requisitos solicitados a sólo la presentación del DNI para acreditar el 
estado civil (obviamente, no en todos los casos).   
 
 Se debe mencionar a Castro (2014), quien resalta sobe la importancia de dicha 
implementación, cuando afirma que lo ideal sería que la convivencia también genere un estado 
civil igual que al matrimonio, para que la protección legal entre los convivientes sea completa, 
siendo así  que contribuiría a evitar las convivencias simultáneas o los compromisos afectivos 
paralelos.  Esto se afirma con  Díaz, cuando explica que una de las consecuencias de un nuevo 
estado civil para la unión de hecho es un nuevo tipo de parentesco, lo que  en el Derecho 
Canónico se denomina como derecho de cuasiafinidad (Díaz, Gaceta Laboral, 2017). 
 
Considerando lo argumentado y la definición de seguridad jurídica es que con respecto 
a ella habría un reforzamiento,  puesto que  se observa que si el Estado Peruano concede un 
estado civil para la unión de hecho, adoptaría una aptitud que le brindaría mayor solidez a la 
figura jurídica, siendo así que se controlaría de manera más eficiente y sencilla los actos que 
realicen sus integrantes, y consecuentemente se neutralizaría gradualmente los riesgos que el 
sistema peruano está afrontando hoy, evitando situaciones de desigualdad, abuso y desamparo.  
 
Ahora bien, con relación a  las consecuencias  en el tráfico comercial, se puede tomar lo 
explicado por Espinoza (2012) sobre el interés de RENIEC con respecto a la transparencia en el 
estado civil, pues  resalta que eso implica que los terceros de buena fe no sean perjudicados con 
la contratación con personas que lo oculta, por ello que se encuentre el estado civil actualizado 
trae como resultado que se cumpla el objetivo hacer que el tráfico jurídico se desenvuelva  de 
una manera eficiente y segura. Por tal motivo, mediante la existencia de un estado civil para los 
convivientes, teniendo en cuenta que se publicite también  mediante el Documento Nacional de 
Identidad permite que se aborde una mayor facilidad para que los terceros se encuentren 
protegidos al momento de contratar con uno de los convivientes. 
 
En otras palabras, se facilitaría la negociación entre los convivientes y los terceros, 
puesto que se consignaría un menor nivel de requisitos para contratar,  considerando que el DNI  
prueba el estado civil de la personas  y al momento de ser visualizado, será  necesario la 
identificación del otro conviviente, quien forma parte del régimen de sociedad de gananciales, 
evitando  de esta manera que salga perjudicado el conviviente que desconocía de la contratación 
y se produzcan litigios posteriores. 
 
En conclusión, los efectos que surten por la regulación formal de un estado civil para la 
unión de hecho reconocida e inscrita en SUNARP en el Perú , es la mayor protección entre los 
convivientes para que uno de ellos no sea engañado (a) por el otro, puesto que al presentarse al 
DNI  se convierte en una manera efectiva que se conozca si la persona mantiene una relación 
convivencial como ocurre en el matrimonio,  dando mayor estabilidad a las uniones de hecho  
en el ordenamiento jurídico y por lo tanto habría un reforzamiento de la seguridad jurídica, 
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asimismo por parte del  tráfico comercial también mayor protección de los intereses de terceros 
que celebran actos con uno de los convivientes, así como también  en  los intereses de los éstos 
último,  pues se simplificaría los requisitos que se les solicite para realizar un trámite o efectuar 
una contratación.  
 
4.1.3. La normatividad de RENIEC referente al estado civil resulta ser eficiente 
ante la posibilidad de un estado civil para la unión de hecho en nuestro país.  
 
 De la normatividad investigada relacionada al RENIEC, se tiene que hasta el momento 
no existe norma alguna que regule  o incorpore a la unión de hecho como un estado civil, 
resultando obvio que la legislación debe ser modificada para estar acorde al nuevo enfoque 
presentado, es así que en este último punto de la investigación se examina qué cambios surgen 
ante la implementación del estado civil para el cuerpo normativo de RENIEC, y si esto va 
involucrar que la normas sean derogadas totalmente o parcialmente.  
 
Con relación a los cambios, Varsi (2011) refiere que el reconocimiento del concubinato 
como un estado civil implicaría la generación de un título de estado que lo respalde, así como 
también la implementación de los registros de convivientes  que otorgan una constancia de su 
unión, indicándose el tiempo en la que se inicia.  Agrega que se puede aplicar en el 
ordenamiento jurídico peruano si se implementa en el Registro de Estado Civil  de manera que 
las parejas que puedan adquirir dicho estado, tengan un acuerdo y manifestación conjunta para 
su establecimiento.   
 
En relación al título de estado, existen distintos términos para el integrante de la unión 
de hecho, entre ellos tenemos: el concubino, el conviviente, o simplemente unión de hecho, es 
por ello  que considerando los criterios ya señalados,  la implementación del estado civil es 
siempre y cuando se trate de las uniones de hecho propias debidamente reconocidas e inscritas, 
se concluye que el título del estado civil debe ser unido de hecho y  puesto en el documento de 
identidad como (UH). 
 
Asimismo,  al igual que  los cónyuges,  los integrantes de la unión de hecho tendrían 
que tramitar el cambio de su estado civil, pues de conformidad al artículo 37° de  la Ley 
Orgánica de RENIEC  la falta de actualización de datos del Documento Nacional  de Identidad 
genera el pago de una multa equivalente al cero punto dos por ciento (0.2%) de la Unidad 
Impositiva Tributaria (UIT), salvo los casos de dispensa por razones de pobreza (Ley N°2497. 
Ley órganica de RENIEC, 1995).  
 
Ahora bien, considerando que para que sea factible la implementación dentro de los 
criterios  para la generación de un estado civil para los convivientes es que la declaración de 
unión de hecho sea inscrita en SUNARP y que se tendrá publicitar el título de estado en  
Documento Nacional de Identidad, eso nos conlleva al segundo punto sobre la implementación 
de un Registro de unión de hecho o de convivientes, asimismo se debe cuestionar si la 
existencia de un Registro de Unión de Hecho en RENIEC implicaría que también se modifique 
las normas relacionadas al Registro Personal en SUNARP. 
 
Ciertamente se debe preguntar por una coexistencia o no de ambos. Retomando la 
finalidad del acceso al Registro Personal, es que también se observa la necesidad de la 
inscripción de la unión de hecho en este registro,  ya que los terceros deben tener conocimiento 
del inicio y fin de esta comunidad de bienes, además de contribuir a proteger al conviviente 
frente a actos indebidos de apropiación del otro conviviente (Castro, 2014, pág. 173).  
 
 
Sin embargo, ¿A qué se debe que ocurra dicha situación? Si se profundiza sobre el 
objetivo principal del Registro Personal, se tiene presente que en primer lugar éste fue 
derogado para ser incorporado en el RENIEC, para que de esta forma en un solo y único 
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registro se inscribieran todos los actos relacionados a su estado y capacidad civil, sin embargo, 
como ya se ha explicado en el marco teórico está meta fue imposible de alcanzar, debido a los 
atributos diferentes que tiene cada registro. Mientras que al Registro del Estado Civil  no se le 
atribuye eficacia publicitaria y sólo cumple una finalidad de probatoria pues los actos que él 
contiene (nacimiento, matrimonio, defunción e identidad) están amparados como prueba 
privilegiada  y su acceso es limitado por  ser datos personales,  el Registro Personal  tiene una 
función de oponibilidad y por ello brinda un acceso fácil a los datos inscritos (Gonzáles, Julio 
2012).   
 
Lo dicho en el párrafo anterior sirve como fundamento para comprender la inscripción 
de la unión de hecho reconocida en el Registro Personal, ya que la falta de publicidad del 
registro civil hace que el acto sea trasladado, sino de lo contrario se encontraría en absoluta 
clandestinidad, asegurando de esta manera la eficacia frente a terceros, así como un rápido 
acceso a la información.  
 
Indudablemente, la decisión tomada por el legislador en ese momento resulta ser 
eficaz, empero, si procede el supuesto de la implementación, se vería una perspectiva 
completamente diferente, debido a que también se involucraría la identidad de los convivientes, 
siendo así que se tiene como ejemplo el caso de divorcio, el  cual es un estado civil que debe 
ser inscrito tanto en el Registro Civil (para que sea anotado en la parte reversa de la partida de 
matrimonio y para que los ex cónyuges puedan actualizar el cambio de su estado civil )  y en el 
Registro Personal (con el fin de publicitar en informar a terceros el fin del régimen patrimonial 
que tenían los cónyuges), siendo así que asemejamos el estado conyugal con el estado de la 
unión de hecho, es posible la implementación de un registro de unión de hecho en el Registro 
Civil, trayendo esta idea como consecuencia que la legislación de RENIEC incorpore la 
tramitación en su cuerpo normativo.     
 
Lo argumentado se afirma con lo indicado en el artículo 183° de la Constitución 
Política del Perú, cuando menciona que la función del RENIEC es mantener el registro de 
identificación de los ciudadanos y emite los documentos que acreditan su identidad 
(Constitución Política del Perú , 1993), en el artículo 2° de  ley Orgánica de RENIEC, el cual 
establece  que esta entidad es la encargada  de inscribir los hechos y actos relativos estado civil, 
y en el  literal j) del artículo 7° de la misma norma que refiere que la función de RENIEC es 
velar por el  irrestricto respeto del derecho a la intimidad e identidad de la persona y demás 
derechos inherentes a ella derivados de su inscripción en registro (Ley N°26497. Ley órganica 
de RENIEC, 1995).  
 
Por otra parte, hay que considerar que al ser consignado el estado civil en el 
Documento Nacional de Identidad, de acuerdo al artículo 43°  de la Ley Orgánica, la no 
inscripción en el Registro del Estado Civil de las personas impide la obtención de Documento 
Nacional de Identidad, siendo este también un argumento para que sea obligatoria la 
introducción de la unión de hecho en el Registro Civil.  
 
Ante ello, existen dos opciones de la posible modificación para las normas de 
RENIEC, la primera, crear un registro civil de unión de hecho o la segunda, que sea 
considerado como un hecho inscribible de conformidad con el literal q) del artículo 44 de la ley 
Orgánica de RENIEC, el cual estipula que se inscriben el Registro Civil los actos que, en 
general, modifiquen el estado civil de las personas, las resoluciones judiciales o administrativas 
susceptibles de inscripción y los demás actos que la ley señale, por lo que la unión de hecho 
sería sumaría en ese inciso, trayendo como consecuencia que sea un insertado un inciso sobre 
la declaración de reconocimiento de unión de hecho (sea judicial o notarial) tanto en la Ley 
Orgánica de RENIEC como en su reglamento. 
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Para decidir cuál es la opción más factible para legislación peruana es necesario 
ahondar más en el tema, así que se debe analizar las perspectivas que tiene algunos países que 
han aceptado regular a la unión de hecho como un estado civil. 
 
Asimismo, antes de comenzar es necesario resaltar que al escoger una de las dos 
opciones, eso también conllevaría a la modificación del artículo 183° de la Carta Magna 
peruana, pues en segundo párrafo refiere: “(…) El Registro Nacional de Identificación y Estado 
Civil tiene a su cargo la inscripción de los nacimiento, matrimonios, defunciones, y otros actos 
que modifican el estado civil (…)”, siendo así que si se escoge la primera opción el artículo 
debe ser modificado agregando la unión de hecho, mientras que si se escoge la segunda opción, 
el artículo se mantendría como está actualmente. 
 
En Colombia, la Corte Suprema de Justicia opina que la unión marital de hecho es 
fuente del estado civil de compañero o compañera permanente, y debe inscribirse en el libro de 
varios. (…) Señaló que la enunciación de los estados civiles en el decreto 1260 de 1970 no es 
limitativa, afirmando que si bien es cierto que no se designa expresamente a la unión marital de 
hecho como un estado civil, tampoco lo hace con ningún otro, simplemente los enuncia 
limitativamente,  regulándolos como nacimientos, matrimonios y defunciones (…). 
 
 Asimismo, el artículo 22°  de dicho decreto establece que los demás hechos, actos y 
providencias judiciales o administrativas  relacionadas con el estado civil,  en todo caso,  
“distintos” a los que menciona, deben inscribirse, al igual que estos, en el registro respectivo, 
así sea en el libro de varios de la notaría, como lo permite el 1° artículo del decreto 2158 de 
1970 (Valencia & Ortiz, 2011, págs. 423-424), principalmente la jurisprudencia colombiana se 
centra en la necesidad de la unión de hecho de ser registrad, añadiendo que se le puede 
considerar dentro de los registro de aquellos actos o hechos que modifiquen el estado civil, a 
pesar de no ser regulada.  
 
La doctrina española señala que existe la necesidad de crear registros de uniones de 
hecho por la imposibilidad de inscribirlas en el Registro Civil debido a que el establecimiento 
de una pareja estable no cambia el estado civil de las personas (Castro, 2014, pág. 74).  
 
Por otra parte, Ecuador ha reconocido recientemente a la unión de hecho como un 
estado civil y ha regulado un Registro Civil propio para la unión de hecho, indicando que el 
registro tiene como objetivo facilitar que las personas puedan ejercer derechos y contraer 
obligaciones derivadas de la unión de hecho (…). (Dirección General de Registro Civil y 
Cedulación, s.f.) 
 
Como se ha observado, las legislaciones que consideran a la unión de hecho como un 
estado civil, tienen en cuenta la inscripción en el Registro de Unión de Hecho como un libro 
autónomo en el Registro Civil, siendo así que la opción más aceptable teniendo en cuenta la 
necesidad y su importancia  es la segunda, lo que tendrá como consecuencia la modificación 
parcial de la Constitución, ley Orgánica de RENIEC y su reglamento,  
 
 
Por consiguiente, si se lleva a cabo la implementación de un estado civil para los 
convivientes de acuerdo a los criterios establecidos, entonces, el cuerpo normativo a nivel 
constitucional y legislativo sería ineficiente pues no se encuentra regulado, por lo tanto se debe 
modificar las normas parcialmente referentes al estado civil para considerar lo anteriormente 
explicado.  
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CONCLUSIONES 
 
 Actualmente, la unión de hecho es considerada como un cuasi-estado civil en Perú, y es 
posible que sea reconocido y regulado como propiamente un estado civil si se toma en 
cuenta la teoría de la apariencia jurídica en un sentido amplio, ya que a la unión de hecho 
se le puede otorgar efectos jurídicos del matrimonio civil si cumple condiciones externas 
similares, sin que se pierda la naturaleza diferente y excluyente que posee, siendo que 
dichos criterios son que sea una unión de hecho propia con declaración de reconocimiento  
judicial o notarial y debidamente inscrita en SUNARP.  
 
 Consecuentemente, si la implementación de un estado civil para los convivientes es 
factible, entonces el Estado Peruano sufrirá los siguientes efectos: la protección y 
regulación de la unión de hecho será completa, la familias formadas por la unión de hecho 
también se fortalecerán, asimismo se presenta que tanto los intereses de los integrantes de 
la unión de hecho como de terceros serán protegidos tanto en el ámbito afectivo como a 
ámbito jurídico. Principalmente en el ámbito jurídico,  la contratación será más eficiente y 
segura, disminuyendo los exigencias que se le solicita a los conviviente, del mismo modo, 
al prevenirse los riesgos habituales habrá un reforzamiento de la seguridad jurídica.  
 
 Por último, la consecuencia más evidente que se llevará a cabo es  la  modificación parcial 
en el cuerpo normativo relacionado al estado civil, puesto que actualmente es una situación 
jurídica que no se encuentra regulada formalmente por  ley. Además, si bien es cierto que  
la unión de hecho reconocida es inscrita en el Registro Personal y que es uno de los 
criterios que asemejan a la unión de hecho con el matrimonio civil para que se le atribuya 
un estado civil, considerando  los objetivos diferentes que tienen el Registro Personal con 
el Registro Civil y la necesidad que la doctrina peruana y el Derecho comparado han 
presentado sobre la importancia de la creación y de un Registro de Unión de Hecho en el 
Registro Civil, estas figura también deberá ser incorporada y regulada.   
 
 Cabe resaltar que los problemas en la realidad seguirán presentándose y el Derecho 
Peruano deberá brindarle eventualmente a la unión de hecho una adecuada protección, por 
lo que todavía se encuentra abierta la posibilidad que se le atribuya más derechos 
matrimoniales de los que tiene hoy en día. 
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RECOMENDACIONES 
 
Teniendo en cuenta que los tres objetivos investigados, las recomendaciones son 
siguientes:  
Se propone la realización de un proyecto de ley en donde se establezca el reconocimiento 
de un estado civil para la unión de hecho.  
Asimismo, considerando el primer objetivo específico se deberá poner como objeto de la 
ley: Establecer los criterios que la unión de hecho debe cumplir para que se les conceda un estado 
civil con la finalidad de fortalecer la familia, el tráfico comercial  y la seguridad jurídica. 
También se deberá señalar que los criterios para que a la unión de hecho se le otorgue el 
estado civil es que  cumpla con  los requisitos del artículo 326 del Código Civil y se haya declarado 
su reconocimiento judicial o notarialmente, así como también que esté debidamente inscrita en el 
Registro Personal de los Registro Públicos.  
Además, se debe establecer que el estado civil generado para los integrantes de la unión de 
Hecho es el de Unido de Hecho y que se le designa las letras UH.  
Agregado a ello, también la propuesta normativa deberá contener que cumplidos los 
requisitos, los convivientes  estarán obligados a actualizar sus datos en el Documento Nacional de 
Identidad, y para que sea expedido este documento deberán inscribir su Unión de Hecho en el 
Registro Civil, propiamente en el Registro de Unión de Hecho, siendo así que ante un plazo 
determinado, el  Documento Nacional de Identidad de cada uno de los integrantes de la unión de 
hecho deberá tener en su estado civil las letras designadas. 
Ahora con referente al trámite para la inscripción de la Unión de Hecho y los costos 
registrales para realizarla se debe contar lo dispuesto en el artículo 97° del  Reglamento  el cual 
señala que las tasas que se cobren por los actos registrales deberán ser fijadas en el Texto Único de 
Procedimientos Administrativos (en adelante TUPA) del Registro  y en la Sétima Disposición Final 
de la misma norma, el cual establece que lo no previsto en él,  también se deberá aplicar el TUPA 
Teniendo en cuenta el segundo objetivo específico, será imperativa la modificación del 
artículo 183° de la Constitución Política de 1993.  
 
Texto actual: “Artículo 183°.- (…) El Registro Nacional de Identificación y Estado Civil 
tiene a su cargo la inscripción de la inscripción de los nacimientos, matrimonios, divorcios, 
defunciones  y otros que modifican  el estado civil (…)” 
 
Texto modificado: “Artículo 183°.- (…) El Registro Nacional de Identificación y Estado 
Civil tiene a su cargo la inscripción de la inscripción de los nacimientos, matrimonios, divorcios, 
uniones de hecho, defunciones, y otros que modifican el estado civil (…)” 
 
Ahora con respecto al literal b) artículo 7° de la Ley N° 26497,  Ley Orgánica de RENIEC 
(en adelante la Ley): 
 
Texto actual: “Artículo 7°.- Son funciones del Registro Nacional de Identificación  y 
Estado Civil:  
      (...)b) Registrar los nacimientos, matrimonios, divorcios, defunciones  y demás actos 
que modifiquen el estado civil de las personas, así como las resoluciones judiciales o 
administrativas que a ellos se refieran susceptibles de inscripción y los demás actos que señale la 
ley.(…)” 
 
Texto modificado: “Artículo 7°.- Son funciones del Registro Nacional de Identificación  y 
Estado Civil:  
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      (...)b) Registrar los nacimientos, matrimonios, divorcios, uniones de hecho, defunciones  
y demás actos que modifiquen l estado civil de las personas, así como las resoluciones judiciales o 
administrativas que a ellos se refieran susceptibles de inscripción y los demás actos que señale la 
ley.(…)” 
 
También se debe incorporar un inciso en el artículo 44° de la Ley, pasando el anterior 
inciso q) a ser el inciso r). Siendo que el texto modificado sería el siguiente: 
 
“(…) q)  Las uniones de hecho reconocidas en vía notarial o reconocidas en vía judicial.  
r) Los actos que, en general, modifiquen el estado civil de las  personas, 
resoluciones judiciales o administrativas susceptibles de inscripción y los demás 
actos que la ley señale”. 
 
Por otro lado se debe incorporar un inciso en el artículo  3° del Decreto Supremo N°01-98-
PCM (en adelante el Reglamento), pasando el anterior inciso  x) a ser el inciso y). Siendo que el 
texto modificado sería el siguiente: 
 
“(…) x)  Las uniones de hecho reconocidas en vía notarial o reconocidas en vía judicial.  
        y)   Los demás actos que la ley señale”. 
 
Asimismo, se debe incorporar en el Reglamento la Sección Sexta del Capítulo III: Hechos 
Inscribibles de las Uniones de Hecho, donde se regulará todo lo relacionado a la inscripción de la 
Unión de hecho, tomando como referencia su similitud con el matrimonio civil.  
 
Por otro lado, el artículo 58° del Reglamento también sería modificado, ya que actualmente 
señala:  
 
Texto actual: “Artículo 58°.- Las inscripciones de los nacimientos, matrimonios, 
defunciones  naturalizaciones se llevarán a cabo en actas. (…)” 
 
El texto modificado sería: “Artículo 58°.- Las inscripciones de los nacimientos, 
matrimonios,  uniones de hecho, defunciones  y  naturalizaciones se llevarán a cabo en actas (…)” 
 
Ahora bien,   es necesario recalcar que el artículo 49° de la Ley de Competencia notarial en 
asuntos no contenciosos se verá modificada  de la siguiente manera:  
 
Texto actual: “Artículo 49°.- Inscripción de la declaración de la unión de hecho. Cumplido 
el trámite indicado en el artículo 48°, el notario remite partes al registro personal  del lugar donde 
domicilian los solicitantes”. 
 
Texto modificado: “Artículo 49°.- Inscripción de la declaración de la unión de hecho. 
Cumplido el trámite indicado en el artículo 48°, el notario remite partes al registro 
correspondiente”. 
 
De este modo, ante la existencia de un Registro de Unión de Hecho en el RENIEC, también 
se deberá inscribir el cese de la Unión de Hecho en él, modificando el artículo 52° de la Ley de 
Competencia notarial en asuntos no contenciosos, señalando que: “(…) El reconocimiento de cese 
de la convivencia se inscribe en el Registro Personal y en el Registro Civil”.   
Por último, se deberá legislar una disposición con respecto a la modificación de las normas 
que regulan RENIEC para que se adapten a la implementación según convenga, creándose además  
un Sistema de Coordinación con SUNARP conforme al literal i) del artículo 8 de la ley, que tenga  
como objetivo el fomentar la información necesaria para que se lleve a cabo el procedimiento de 
inscripción y actualización del nuevo estado civil por diversos medios. 
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ANEXOS 
ANEXO 1: MATRIZ GENERAL DE CONSISTENCIA 
Título del Proyecto: La implementación de un estado civil para la unión de hecho en el Perú  y sus efectos  en el tráfico comercial y  la seguridad jurídica. 
Nombre del Tesista: Mariam Michelle Calderón Valdez. 
Problemas Objetivos Hipótesis Variables / Indicadores Metodología 
 
General 
¿Es factible la implementación de 
un estado civil para la unión de 
hecho en el Perú? 
 
 
 
 
 
Específicos 
1. ¿Cuáles son las consecuencias 
de la implementación de un 
estado civil para la unión de 
hecho  en el  Perú vinculado al 
tráfico comercial y la seguridad  
jurídica? 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
General 
Analizar si es posible la 
implementación de un estado 
civil para la unión de hecho en 
el Perú. 
 
 
 
 
 
Específicos 
1. Determinar cuáles son las 
consecuencias de la 
implementación de un estado 
civil para la unión de hecho  
en el  Perú vinculado al tráfico 
comercial y la seguridad  
jurídica. 
 
 
 
 
 
 
 
 
General 
La implementación de un estado 
civil  para la unión de hecho 
resultaría factible siempre que 
se encuentre reconocida e 
inscrita en la SUNARP puesto 
que la legislación y 
jurisprudencia peruana le 
reconocen a ésta efectos 
jurídicos similares a los que 
posee el  matrimonio civil. 
 
Específicos 
1. La implementación de un 
estado civil para la unión de 
hecho en el Perú traería como 
consecuencia el reforzamiento 
de la seguridad jurídica y la 
mayor facilidad en las 
operaciones comerciales 
realizadas por los integrantes de 
la unión de hecho, y de éstos 
con terceros. 
 
 
Unidad de análisis: Hipótesis 
General. 
Variable Correlacional: 
La implementación de un estado 
civil para la unión de hecho 
resultaría factible siempre que se 
encuentre reconocida e inscrita en 
la SUNARP puesto que la 
legislación y jurisprudencia 
peruana le reconocen a ésta 
efectos jurídicos similares a los 
que posee el matrimonio civil. 
Dimensiones: 
Estado civil; Unión de hecho; 
Reconocimiento; Inscripción; 
SUNARP; Legislación; 
Jurisprudencia; Efectos; 
Matrimonio civil. 
Indicadores: 
Situación; Sociedad; Actos 
Jurídico; Hechos; Estado; 
Relación Sexual; Sexo; Vínculo 
Matrimonial; Declaración; 
Obligación; Publicidad; Actos 
Jurídicos; Registro; Organismo 
descentralizado; Autonomía; 
Enfoque: 
Cualitativo. 
 
Diseño: 
Descriptivo; Documental; 
Investigación-acción. 
 
Nivel: 
Correlacional; Explicativo-
causal. 
 
Tipo: 
Básica; Polivariable. 
 
Métodos: 
- Analítico Sintético. 
- Deductivo Inductivo. 
- Hermenéutica 
Jurídica. 
 
Técnicas e Instrumentos: 
- Técnica: Recolección 
y Análisis de datos 
- Instrumento: Fuentes 
Directas. 
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2. ¿La normatividad de RENIEC 
referente al estado civil resulta 
ser eficiente ante la 
implementación de un estado 
civil para la unión de hecho en 
nuestro país? 
 
 
 
2. Determinar si la 
normatividad de RENIEC 
referente al estado civil resulta 
ser eficiente ante la 
implementación de un estado 
civil para la unión de hecho en 
nuestro país  
 
 
 
 
2. Al no ser contemplada la 
unión de hecho en la 
normatividad de RENIEC 
referente al estado civil en 
nuestro país, ésta no sería 
eficiente y debería ser 
parcialmente modificada. 
 
 
Justificación 
Diversas fuentes del Derecho 
han otorgado similitud  jurídica 
a las uniones de hecho con 
respecto al matrimonio, por tal 
motivo que exista un estado 
civil denominado casado, pero 
no un estado civil para las 
primeras antes mencionadas se 
ha considerado un serio 
agravante para el ordenamiento 
jurídico peruano, por lo que esta 
tesis se realizó y se centró en el 
estudio de esta situación, 
teniendo en cuenta que el 
Derecho es cambiante y se 
adecua a la realidad actual. 
 
Importancia 
Esta investigación ha sido de 
relevancia, puesto que la 
Sector Justicia; Ente rector; 
Sistema Nacional de Registros 
Públicos; Personería jurídica; 
Derecho Público; Patrimonio; 
Funcional; Jurídico; Registral; 
Técnica;  Económica; Financiera; 
Administrativa; Leyes; Fallos; 
Criterio de evaluación; Ámbito 
Tribunalicio; Consecuencias; 
Norma; Conducta Jurídica; 
Matrimonio; Ordenamiento civil; 
Efectos; Inscripción; Registro 
Civil. 
Unidad de análisis: Hipótesis 
Específica N°1 
Variable Independiente: 
La implementación de un estado 
civil para la unión de hecho en el 
Perú 
 
Dimensiones: 
Estado Civil; Unión de Hecho 
Indicadores: 
Situación; Sociedad; Actos 
jurídicos; Hechos; Estado; 
Relación Sexual; Sexo; Vínculo 
matrimonial;  
Variable Dependiente: 
el reforzamiento de la seguridad 
jurídica y la mayor facilidad en las 
operaciones comerciales 
realizadas por los integrantes de la 
unión de hecho, y de éstos con 
terceros  
Procedimientos: 
La información se procesó 
mediante la revisión 
bibliográfica. De esta forma, 
los datos obtenidos se 
analizaron detalladamente y 
se dio validez a la hipótesis 
planteada. 
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implementación de un estado 
civil permitirá que las uniones 
de hecho en el Perú puedan 
realizar operaciones jurídicas 
con mayor facilidad, sin 
necesidad de efectuar trámites 
tediosos. De la misma forma, 
esta investigación buscó brindar 
un aporte teórico para una futura 
modificación de la normativa 
peruana relacionada a las 
uniones de hecho y al estado 
civil, resaltando que la figura de 
la unión de hecho ha ido 
aumentado en los últimos años y 
ha formado parte en las diversas 
ramas del Derecho como en el 
derecho sucesorio, derecho 
pensionario, derecho financiero, 
derecho alimenticio, entre otras. 
 
Dimensiones: 
Seguridad jurídica; Operaciones 
comerciales; Integrantes de la 
unión de hecho; Terceros;  
Indicadores: 
Protección; Efectiva; Derechos; 
Deberes, Operación; Condiciones; 
Mercado; País; Período, 
Representante; Vendedores; 
Compradores; Independientes; 
Sexo; Unión de Hecho; Ajena; 
Obligación; Convención; Relación 
jurídica.  
 
Unidad de análisis: Hipótesis 
Específica N°2 
Variable Independiente: 
Al no ser contemplada la unión de 
hecho en la normatividad de 
RENIEC  referente al estado civil 
en nuestro país  
 
Dimensiones: 
Unión de hecho; Normatividad; 
RENIEC; Estado civil. 
Indicadores: 
Relación sexual; Sexo; Vínculo 
matrimonial; Reglas; Preceptos; 
Obligatorio; Autoridad normativa; 
Validez; Norma jurídica; 
Producción normativa; 
Relaciones; Estado; Organismo 
público; Personería jurídica; 
Atribuciones; Registral; Técnica; 
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Administrativa; Económica; 
Financiera; Situación; Sociedad; 
Actos jurídicos; Hechos; Estado.  
Variable Dependiente: 
Esta no sería eficiente y debería 
ser parcialmente modificada. 
Dimensiones: 
Eficiente; modificación parcial.  
Indicadores: 
Relación; Cambio; Probabilidad; 
Costos; Derogación; Parcial; 
Norma. 
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ANEXO 2 
Cuadro de anexo 2. La Unión de Hecho en el Derecho Comparado 
Elaborado con información  del Centro de Investigación en Derecho de la Familia y el menor  (2014) y Castro (2014). 
País Concepto Elemento resaltante 
España  Definición conforme a cada provincia La inscripción de la unión de hecho en  el Registro de Uniones de 
Hecho y la independencia de orientación sexual.  
México En el Código Familiar,  unión de un hombre y una mujer libre de 
impedimentos durante cinco años, hacen vida en común como si estuvieran 
casados 
 Deben mantener la relación durante cinco años 
Paraguay  Es la unión de un hombre y mujer, sin impedimentos, produciendo efectos 
jurídicos  
No distingue entre efectos patrimoniales y efectos personales.  
Permite la inscripción de la unión de Hecho en el Registro Civil o 
en l juez de paz de acuerdo a la jurisdicción. (Acoge la teoría de 
equiparación) 
Costa 
Rica 
Es la unión de un hombre y mujer, sin impedimentos que deben mantenerse 
durante tres años y produce efectos jurídicos patrimoniales propios del 
matrimonio formalizado  
 Deben mantener la relación durante cinco años y le brindan efectos 
jurídicos patrimoniales idénticos que el matrimonio civil. (Acoge la 
teoría de equiparación) 
Bolivia Las uniones conyugales  libres o de hecho que sean estables y singulares  
producen efectos similares al matrimonio, tanto en las relaciones personales 
como patrimoniales de los convivientes,  en la medida que sean 
compatibles con las reglas que regulan la unión de hecho.  
 Reconoce efectos patrimoniales y personales a las uniones de 
hecho, siempre y cuando sean compatibles con las del matrimonio 
civil, asimismo comprende las formas prematrimoniales indígenas. 
(Acoge la teoría de equiparación) 
Colombia La unión de hecho es la sociedad patrimonial entre compañeros 
permanentes  y de forma singular. 
Admite la unión de hecho con impedimento matrimonial  y también 
existe una variedad de posibilidades para la declaración, incluida la 
conciliación.  
Ecuador  Según su Constitución, manifiesta que es la unión estable y monogámica 
entre dos personas libres de vínculo matrimonial,  y genera los mismos 
derechos y obligaciones que tienen las familias constituidas mediante 
matrimonios  
Ha reconocido a la unión de hecho como  estado civil, y su 
inscripción en un Registro de Unión de Hecho, no distingue los 
tipos de relaciones. (Acoge la teoría de equiparación) 
Brasil  Promociona el matrimonio  a través de la conversión de hecho en familia 
matrimonial- 
No aplica la equiparación matrimonial  y le otorga sólo derechos 
específicos matrimoniales, siempre que cumpla los requisitos 
legales.  
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APÉNDICES 
APÉNDICE 1 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE PERÚ  
“(…) Protección a la familia.  Promoción del matrimonio 
     Artículo 4.- La comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, al adolescente, a la 
madre y al anciano en situación de abandono. También protegen a la familia y promueven el 
matrimonio. Reconocen a estos últimos como institutos naturales y fundamentales de la sociedad. 
     La forma del matrimonio y las causas de separación y de disolución son reguladas por la 
ley. 
Concubinato  
     Artículo 5.- La unión estable de un varón y una mujer, libres de impedimento matrimonial, que 
forman un hogar de hecho, da lugar a una comunidad de bienes sujeta al régimen de la sociedad de 
gananciales en cuanto sea aplicable(…). 
 (…)Conformación del Sistema Electoral 
     Artículo 177.- El sistema electoral está conformado por el Jurado Nacional de Elecciones; la 
Oficina Nacional de Procesos Electorales; y el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil. 
Actúan con autonomía y mantienen entre sí relaciones de coordinación, de acuerdo con sus 
atribuciones (…). 
(…) Registro Nacional de Identificación y Estado Civil 
     Artículo 183.- El Jefe del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil es nombrado por 
el Consejo Nacional de la Magistratura por un período renovable de cuatro años. Puede ser 
removido por dicho Consejo por falta grave. Está afecto a las mismas incompatibilidades previstas 
para los integrantes del Pleno del Jurado Nacional de Elecciones. 
     El Registro Nacional de Identificación y Estado Civil tiene a su cargo la inscripción de los 
nacimientos, matrimonios, divorcios, defunciones, y otros actos que modifican el estado civil. 
Emite las constancias correspondientes. Prepara y mantiene actualizado el padrón electoral. 
Proporciona al Jurado Nacional de Elecciones y a la Oficina Nacional de Procesos Electorales la 
información necesaria para el cumplimiento de sus funciones.  Mantiene el registro de 
identificación de los ciudadanos y  emite los documentos que acreditan su identidad. 
     Ejerce las demás funciones que la ley señala. (…)” 
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APÉNDICE 2 
CÓDIGO CIVIL DE 1984. DECRETO LEGISLATIVO N° 295 
“(…) Noción del matrimonio 
Artículo 234.- El matrimonio es la unión voluntariamente concertada por un varón y una mujer 
legalmente aptos para ella y formalizada con sujeción a las disposiciones de este Código, a fin de 
hacer vida común. 
El marido y la mujer tienen en el hogar autoridad, consideraciones, derechos, deberes y 
responsabilidades iguales (…). 
(…) Prueba del matrimonio 
Artículo 269.- Para reclamar los efectos civiles del matrimonio debe presentarse copia 
certificada de la partida del registro del estado civil. 
La posesión constante del estado de matrimonio, conforme a la partida, subsana cualquier 
defecto puramente formal de ésta (…). 
(…) Unión de hecho 
Artículo 326.- La unión de hecho, voluntariamente realizada y mantenida por un varón y una 
mujer, libres de impedimento matrimonial, para alcanzar finalidades y cumplir deberes semejantes 
a los del matrimonio, origina una sociedad de bienes que se sujeta al régimen de sociedad de 
gananciales, en cuanto le fuere aplicable, siempre que dicha unión haya durado por lo menos dos 
años continuos. 
La posesión constante de estado a partir de fecha aproximada puede probarse con cualquiera de 
los medios admitidos por la ley procesal, siempre que exista un principio de prueba escrita. 
La unión de hecho termina por muerte, ausencia, mutuo acuerdo o decisión unilateral. En este 
último caso, el juez puede conceder, a elección del abandonado, una cantidad de dinero por 
concepto de indemnización o una pensión de alimentos, además de los derechos que le 
correspondan de conformidad con el régimen de sociedad de gananciales. 
Tratándose de la unión de hecho que no reúna las condiciones señaladas en este artículo, el 
interesado tiene expedita, en su caso, la acción de enriquecimiento indebido. 
“Las uniones de hecho que reúnan las condiciones señaladas en el presente artículo producen, 
respecto de sus miembros, derechos y deberes sucesorios, similares a los del matrimonio, por lo 
que las disposiciones contenidas en los artículos 725, 727, 730, 731, 732, 822, 823, 824 y 825 del 
Código Civil se aplican al integrante sobreviviente de la unión de hecho en los términos en que se 
aplicarían al cónyuge (…). 
(…) Artículo 2030.- Se inscriben en este registro: 
1.- Las resoluciones o escrituras públicas en que se establezca o modifique la designación 
apoyos y salvaguardias de personas naturales. 
2. Las resoluciones que declaren la desaparición, ausencia, muerte presunta, la ausencia por 
desaparición forzada y el reconocimiento de existencia de las personas. 
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3. Las sentencias que impongan inhabilitación, interdicción civil o pérdida de la patria 
potestad.  
4. Los actos de discernimiento de los cargos de tutores o curadores, con enumeración de los 
inmuebles inventariados y relación de las garantías prestadas, así como su remoción, acabamiento, 
cese y renuncia.  
5. Las resoluciones que rehabiliten a los interdictos en el ejercicio de los derechos civiles. 
6. Las resoluciones que declaren la nulidad del matrimonio, el divorcio, la separación de 
cuerpos y la reconciliación. 
7. El acuerdo de separación de patrimonios y su sustitución, la separación de patrimonios no 
convencional, las medidas de seguridad correspondientes y su cesación. 
8. La declaración de inicio del procedimiento concursal, así como Ios demás actos y acuerdos 
registrables conforme a la ley de la materia." 
9. Las resoluciones que designan al tutor o al apoyo y las que dejan los dejen sin efecto. 
10.- Las uniones de hecho inscritas en vía notarial o reconocidas por vía judicial. (…)”  
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APÉNDICE 3  
LEY N° 26497: LEY ORGÁNICA DE RENIEC.  
“(…) TITULO I: Disposiciones Generales   
Artículo 1.- Créase el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, con arreglo al 
mandato de los Artículos 177 y 183 de la Constitución Política del Perú. El registro es un 
organismo autónomo que cuenta con personería jurídica de derecho público interno y goza de 
atribuciones en materia registral, técnica, administrativa, económica y financiera. 
Artículo 2.- El Registro Nacional de Identificación y Estado Civil es la entidad encargada de 
organizar y mantener el registro único de identificación de las personas naturales e inscribir los 
hechos y actos relativos a su capacidad y estado civil. Con tal fin desarrollará técnicas y 
procedimientos automatizados que permitan un manejo integrado y eficaz de la información. 
Artículo 3.- El Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, conjuntamente con el Jurado 
Nacional de Elecciones y la Oficina Nacional de Procesos Electorales, conforman el sistema 
electoral peruano, de conformidad con lo establecido por el Artículo 177 de la Constitución Política 
del Perú. Mantiene relaciones de coordinación con dichas entidades, de acuerdo a sus atribuciones. 
Artículo 4.- El Registro Nacional de Identificación y Estado Civil tiene su domicilio legal y 
sede central en la capital de la República. Podrá establecer, trasladar o desactivar oficinas 
registrales en diversas áreas del territorio nacional. 
Artículo 5.- La inscripción en el Registro se efectuará bajo criterios simplificados, mediante el 
empleo de formularios y de un sistema automático y computarizado de procesamiento de datos, que 
permita la confección de un registro único de identificación de todas las personas naturales, así 
como la asignación de un código único de identificación. 
TITULO II: De las Funciones   
Artículo 6.- Al Registro Nacional de Identificación y Estado Civil le corresponde planear, 
dirigir, coordinar y controlar las actividades de registro e identificación de las personas señaladas 
en la presente ley, el reglamento de las inscripciones y normas complementarias. 
Artículo 7.- Son funciones del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil: 
a) Planear, organizar, dirigir, normar y racionalizar las inscripciones de su competencia; 
b) Registrar los nacimientos, matrimonios, divorcios, defunciones y demás actos que 
modifiquen el estado civil de las personas, así como las resoluciones judiciales o administrativas 
que a ellos se refieran susceptibles de inscripción y los demás actos que señale la ley; 
c) Emitir las constancias de inscripción correspondientes; 
d) Preparar y mantener actualizado el padrón electoral en coordinación con la Oficina Nacional 
de Procesos Electorales. 
e) Proporcionar al Jurado Nacional de Elecciones y a la Oficina Nacional de Procesos 
Electorales la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones; 
f) Mantener el Registro de Identificación de las personas; 
g) Emitir el documento único que acredita la identidad de las personas, así como sus 
duplicados; 
h) Promover la formación de personal calificado que requiera la institución; 
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i) Colaborar con el ejercicio de las funciones de las autoridades policiales y judiciales 
pertinentes para la identificación de las personas, dejando a salvo lo establecido en el inciso 
siguiente y en los incisos 1), 5) y 6) del Artículo 2 de la Constitución Política del Perú; 
j) Velar por el irrestricto respeto del derecho a la intimidad e identidad de la persona y los 
demás derechos inherentes a ella derivados de su inscripción en el registro; 
k) Garantizar la privacidad de los datos relativos a las personas que son materia de inscripción; 
l) Implementar, organizar, mantener y supervisar el funcionamiento de los registros 
dactiloscópico y pelmatoscópico de las personas; 
m) Brindar, durante los procesos electorales, la máxima cooperación a la Oficina Nacional de 
Procesos Electorales, facilitando el uso de su infraestructura material y humana; 
n) Cumplir las demás funciones que se le encomiende por ley. 
o) Realizar la verificación de la autenticidad de las firmas de adherentes para la inscripción de 
toda organización política, así como para el ejercicio de los derechos políticos previstos por la 
Constitución y las leyes. * 
(*) Literal agregado por el Artículo 1 de la Ley Nº 27706, publicada el 25-04-2002. 
Artículo 8.- Para el ejercicio de sus funciones, el Registro Nacional de Identificación y Estado 
Civil mantiene estrecha y permanente coordinación con las siguientes entidades: 
a) Municipalidades provinciales y distritales; 
b) Municipios de centro poblado menor; 
c) Instituto Nacional de Bienestar Familiar; 
d) Consulados del Perú; 
e) Comunidades campesinas y nativas reconocidas; 
f) Centros de salud públicos o privados que intervienen en el proceso de certificación de 
nacimientos o defunciones; 
g) Agencias municipales autorizadas; 
h) Poder Judicial; 
i) Cualquier otra dependencia, instancia o entidad, pública o privada, cuando ello fuese 
necesario. 
(…)Título V: Documento Nacional de Identidad (DNI) 
Artículo 26.- El Documento Nacional de Identidad (DNI) es un documento público, personal e 
intransferible. Constituye la única cédula de Identidad Personal para todos los actos civiles, 
comerciales, administrativos, judiciales y, en general, para todos aquellos casos en que, por 
mandato legal, deba ser presentado. Constituye también el único título de derecho al sufragio de la 
persona a cuyo favor ha sido otorgado. 
Artículo 27.- El uso del Documento Nacional de Identidad (DNI) es obligatorio para todos los 
nacionales. Su empleo se encuentra sujeto a las disposiciones de la presente ley, el reglamento de 
las inscripciones y demás normas complementarias. 
Artículo 28.- El Documento Nacional de Identidad (DNI) será impreso y procesado con 
materiales y técnicas que le otorguen condiciones de máxima seguridad, inalterabilidad, calidad e 
intransferibilidad de sus datos, sin perjuicio de una mayor eficacia y agilidad en su expedición. 
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Artículo 29.- El Documento Nacional de Identidad (DNI), para surtir efectos legales, en los 
casos que corresponda, debe contener o estar acompañado de la constancia de sufragio en las 
últimas elecciones en las que se encuentra obligada a votar la persona o, en su defecto, la 
correspondiente dispensa de no haber sufragado. En todo caso, queda a salvo el valor 
identificatorio del Documento Nacional de Identidad (DNI).  
Artículo 30.- Para efectos identificatorios ninguna persona, autoridad o funcionario podrá 
exigir, bajo modalidad alguna, la presentación de documento distinto al Documento Nacional de 
Identidad (DNI). Tampoco podrá requisarse o retenerse el documento bajo responsabilidad. 
Artículo 31.- El Documento Nacional de Identidad (DNI) es otorgado a todos los peruanos 
nacidos dentro o fuera del territorio de la República desde la fecha de su nacimiento y a los que se 
nacionalicen, desde que se aprueba el trámite de nacionalización. El documento emitido deberá 
asignar un Código Único de Identificación el mismo que se mantendrá invariablemente hasta el 
fallecimiento de la persona, como único referente identificatorio de la misma. 
Artículo 32.- El Documento Nacional de Identidad (DNI) deberá contener, como mínimo la 
fotografía del titular de frente y con la cabeza descubierta, la impresión de la huella dactilar del 
índice de la mano derecha del titular o de la mano izquierda a falta de éste, además de los 
siguientes datos: 
a) La denominación de Documento Nacional de Identidad o "D.N.I."; 
b) El código único de identificación que se le ha asignado a la persona; 
c) Los nombres y apellidos del titular; 
d) El sexo del titular; 
e) El lugar y fecha de nacimiento del titular; 
f) El estado civil del titular; 
g) La firma del titular; 
h) La firma del funcionario autorizado; 
i) La fecha de emisión del documento; y 
j) La fecha de caducidad del documento. 
k) La declaración del titular de ceder o no sus órganos y tejidos, para fines de transplante o 
injerto, después de su muerte 
Artículo 33.- En el primer ejemplar del Documento Nacional de Identidad Nacional (D.N.I.) 
que se emita, constará, además de los datos consignados en el artículo anterior, la identificación 
pelmatoscópica del recién nacido. 
En sustitución de la huella dactilar y la firma del titular se consignará la de uno de los padres, 
los tutores, guardadores o quienes ejerzan la tenencia del recién nacido. 
Artículo 34.- Excepcionalmente, se autorizará la emisión del Documento Nacional de Identidad 
(D.N.I.) sin la impresión de la huella dactilar, cuando el titular presente un impedimento de carácter 
permanente en todos sus dedos que imposibilite su impresión. Igualmente, podrá omitirse el 
requisito de la firma cuando la persona sea analfabeta o se encuentre impedida permanentemente de 
firmar. 
Artículo 35.- El Código Único de Identificación de la persona constituye la base sobre la cual 
la sociedad y el Estado la identifica para todos los efectos. En tal virtud será adoptado 
obligatoriamente por sus distintas dependencias como número único de identificación de la persona 
en los registros de orden tributario y militar, licencias de conducir, pasaportes, documentos 
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acreditativos de pertenencia al sistema de seguridad social y, en general en todos aquellos casos en 
los cuales se lleve un registro previo trámite o autorización. 
Artículo 36.- El Registro emitirá duplicado del Documento Nacional de Identidad (DNI) en 
casos de pérdida, robo, destrucción o deterioro. El duplicado contendrá los mismos datos y 
características que el Documento Nacional de Identidad (DNI) original, debiendo constar además 
una indicación en el sentido que el documento es duplicado. 
 
Artículo 37.- El Documento Nacional de Identidad (DNI) tendrá una validez de ocho (8) años, 
vencido el cual será renovado por igual plazo. La invalidez se presenta cuando el citado documento 
sufre un deterioro considerable, por cambios de nombre, o de alteraciones sustanciales en la 
apariencia física que originen que la fotografía pierda valor identificatorio. En este caso, el Registro 
emitirá un nuevo documento con los cambios que sean necesarios. 
La falta de actualización de los datos del Documento Nacional de Identidad (DNI), como los 
cambios de estado civil del titular, o de su decisión de ceder o no órganos y tejidos para fines de 
transplante o injerto después de su muerte, o de otras situaciones de similar naturaleza, no genera la 
invalidez del documento, sino el pago de multa equivalente al cero punto dos por ciento (0.2%) de 
la Unidad Impositiva Tributaria (UIT), salvo los casos de dispensa por razones de pobreza. 
Para la emisión del Documento Nacional de Identidad (DNI) al obtener la mayoría de edad, 
será necesario la presentación de la Partida de Nacimiento, o de la Libreta Militar. 
Artículo 38.- Todas las personas tienen la obligación de informar a las dependencias del 
registro la verificación de cualquiera de los hechos mencionados en el párrafo primero del artículo 
anterior en lo que respecta a su persona a efectos de la emisión de un nuevo Documento Nacional 
de Identidad (DNI). 
Artículo 39.- Los Documentos Nacionales de Identidad (DNI) que se otorguen a las personas 
nacionales con posterioridad a la fecha en que éstos hayan cumplido los sesenta (60) años, tendrá 
vigencia indefinida y no requerirán de renovación alguna. 
Título VI: De las Inscripciones en el registro 
Artículo 40.- El Registro del Estado Civil es público. Se inscriben en él los actos que la ley y el 
reglamento de las inscripciones determinan. 
Artículo 41.- El registro del estado civil de las personas es obligatorio y concierne a los 
directamente involucrados en el acto susceptible de inscripción. Es imprescindible e irrenunciable 
el derecho a solicitar que se inscriban los hechos y actos relativos a la identificación y el estado 
civil de las personas, con arreglo a ley 
Artículo 42.- La ley y el reglamento determinan los actos cuya inscripción en el registro es 
totalmente gratuita. 
Artículo 43.- La no inscripción en el Registro del Estado Civil de las personas impide la 
obtención del Documento Nacional de Identidad y la expedición de constancia alguna por parte del 
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 
anterior, las autoridades políticas, judiciales, administrativas o policiales se encuentran en la 
obligación de poner en conocimiento del hecho a la dependencia del registro más próximo, bajo 
responsabilidad. 
Artículo 44.- Se inscriben en el Registro del Estado Civil: 
a) Los nacimientos;  
b) Los matrimonios;  
c) Las defunciones;  
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d) Las resoluciones que declaran la incapacidad y las que limitan la capacidad de las personas;  
e) Las resoluciones que declaren la desaparición, ausencia, muerte presunta y el 
reconocimiento de existencia de las personas; 
f) Las sentencias que impongan inhabilitación, interdicción civil o pérdida de la patria potestad;  
g) Los actos de discernimiento de los cargos de tutores o curadores, con enumeración de los 
inmuebles inventariados y relación de las garantías prestadas, así como cuando la tutela o curatela 
acaba, o cesa en el cargo el tutor o curador;  
h) Las resoluciones que rehabiliten a los interdictos en el ejercicio de los derechos civiles;  
i) Las resoluciones que declaren la nulidad del matrimonio, el divorcio, la separación de 
cuerpos y la reconciliación;  
j) El acuerdo de separación de patrimonio y su sustitución, la separación de patrimonio no 
convencional, las medidas de seguridad correspondiente y su cesación;  
k) Las declaraciones de quiebra;  
l) Las sentencias de filiación;  
m) Los cambios o adicione de nombre;  
n) El reconocimiento de hijos;  
o) Las adopciones;  
p) Las naturalizaciones y la pérdida o recuperación de la nacionalidad;  
q) Los actos que, en general, modifiquen el estado civil de las personas, resoluciones judiciales 
o administrativas susceptibles de inscripción y los demás actos que la ley señale. 
Artículo 45.- Las inscripciones, y las certificaciones de ellas derivadas, de cualquiera de los 
actos mencionados en el artículo anterior podrán efectuarse en cualquiera de las dependencias del 
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil a nivel nacional. (…) 
(…)Artículo 52.- Las inscripciones reguladas en los Artículos 48, 49, 50 y 51 de la presente ley 
probarán únicamente el nacimiento y el nombre de la persona. No surten efectos en cuanto a 
filiación, salvo que se hayan cumplido las exigencias y normas del Código Civil sobre la materia. 
Artículo 53.- Es imprescriptible el derecho para impugnar judicialmente las partidas inscritas 
de conformidad con el trámite de los Artículos 48, 49, 50 y 51, pudiendo ejercerlo toda persona que 
por tal inscripción se sienta afectada en sus derechos legítimos. 
 
Artículo 54.- Las clínicas, hospitales, maternidades, centros de salud públicos o privados y 
similares, están obligados a remitir mensualmente a la oficina del registro de su jurisdicción, una 
relación de los nacimientos producidos en dicho período. El reglamento de las inscripciones 
establece la sanción por el incumplimiento de dicha obligación. 
 
Artículo 55.- Las inscripciones de resoluciones judiciales se efectuarán únicamente en caso que 
éstas se encuentren ejecutoriadas, salvo disposición legal en contrario. Para dichos efectos, los 
jueces dispondrán, bajo responsabilidad, se pasen los respectivos partes al registro para su 
inscripción, dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha en que quedó ejecutoriada la 
resolución. 
Artículo 56.- Pueden efectuarse rectificaciones o adiciones en las partidas de registro en virtud 
de resolución judicial, salvo disposición distinta de la ley. Mediante decreto supremo se 
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establecerán los actos sujetos a procedimientos administrativos y aquellos sujetos a resolución 
judicial. 
En cualquiera de los casos de reconocimiento voluntario o mandato judicial de declaración de 
paternidad o maternidad, el registrador o funcionario encargado del Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil o de las Oficinas Registrales autorizadas por este, deberá asentar una 
nueva partida o acta de nacimiento. 
Artículo 57.- Las inscripciones se cancelan cuando se ordene mediante resolución judicial 
firme o cuando la justificación de la cancelación resulte clara y manifiestamente de los documentos 
que se presenten al solicitarla. 
Artículo 58.- Las constancias de inscripción emitidas por el Registro Nacional de Identificación 
y Estado Civil serán consideradas instrumentos públicos y probarán fehacientemente los hechos a 
que se refieren, salvo que se declare judicialmente la nulidad de dicho documento. 
TITULO VII: Disposiciones Complementarias 
Primera Disposición Complementaria.- En un plazo no mayor de treintiseis (36) meses 
computados a partir de la vigencia de la presente ley, el personal y acervo documentario de las 
oficinas del registro civil de los gobiernos locales quedará incorporado al Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil. 
 
La Jefatura Nacional del Registro de Identificación y Estado Civil queda autorizada para 
establecer los mecanismos necesarios, para la transferencia e integración pertinente. 
Segunda Disposición Complementaria.- Una vez culminado el proceso de integración referido 
en la disposición anterior, los trabajadores del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil 
quedarán automáticamente incorporados a las disposiciones de la Ley N° 4916 y demás normas 
modificatorias y conexas. 
Tercera Disposición Complementaria.- Las municipalidades del país podrán celebrar contratos 
con la autoridad correspondiente del registro a efecto que las oficinas registrales funcionen en los 
locales o recintos que actualmente están destinados para el registro civil. Podrá establecerse 
igualmente la asignación del personal especializado de la municipalidad, así como de la 
infraestructura, mobiliario y equipos con la que actualmente se cuente. 
El Registro Nacional de Identificación y Estado Civil capacitará al personal asignado y 
proporcionará el equipamiento y los suministros necesarios para el funcionamiento de las oficinas 
registrales. Adicionalmente, el presupuesto del registro contemplará, a título de contra-prestación, 
la asignación de recursos a los municipios. 
Cuarta Disposición Complementaria.- La Jefatura Nacional del Registro de Identificación y 
Estado Civil establecerá los mecanismos para la adecuada difusión a la población de los alcances 
de la presente ley. 
Quinta Disposición Complementaria.- Los jefes de las oficinas de registro deberán adoptar, 
dentro de su jurisdicción, las acciones pertinentes para propiciar y fiscalizar, con una periodicidad 
semestral, la inscripción de todos los actos que deban registrarse. 
Título VII: Disposiciones Transitorias 
Primera Disposición Transitoria.- A partir de la entrada en vigor de la presente ley y hasta en 
tanto no se implementen sistemas automáticos de transferencia de información en las oficinas 
registrales, las inscripciones de los actos que la presente ley y el reglamento de las inscripciones 
señalan se efectuarán manualmente en los Libros de Registro que para dichos efectos serán 
diseñados y distribuidos por el Registro de Identificación y Estado Civil y que permitirán la 
asignación del Código Único de identificación a las personas. 
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Segunda Disposición Transitoria.- En una primera etapa se encontrarán obligadas a gestionar la 
obtención del Documento Nacional de Identidad (DNI) todas aquellas personas nacionales mayores 
de dieciocho (18) años de edad. Posteriormente, esta obligación se hará extensiva a todos los 
nacionales, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 27(*) de la presente ley. 
Tercera Disposición Transitoria.- La referencia a documentos identificatorios distintos al 
Documento Nacional de Identificación (DNI) deberá ser actualizada por las entidades públicas 
correspondientes, dentro de un plazo que no excederá de seis (6) años de publicada la presente ley. 
Cuarta Disposición Transitoria.- Los Jefes del Registro Nacional de Identificación y Estado 
Civil y de la Oficina Nacional de Procesos Electorales quedan encargados del proceso de 
adecuación y organización a que se refiere la Tercera Disposición Transitoria de la Ley Orgánica 
de la Oficina Nacional de Procesos Electorales. Dicho proceso culminará con la asignación del 
personal que deba laborar sea en la Oficina Nacional de Procesos Electorales como en el Registro 
Nacional de Identificación y Estado Civil. 
Quinta Disposición Transitoria.- El Consejo Nacional de la Magistratura designará al primer 
Jefe Nacional del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, en un plazo no mayor de 
cuarentaicinco (45) días de la entrada en vigencia de la presente ley, a partir de una terna 
presentada por el Poder Ejecutivo. 
TITULO VII: Disposiciones Finales 
Primera Disposición Final.- Los registros especiales de las Oficinas de Registro Civil a los que 
se refiere la Ley Nº 26242, continuarán con la reinscripción de los nacimientos, matrimonios y 
defunciones en las localidades donde los libros de actas originales hubieran desaparecido, hayan 
sido mutilados o destruidos a consecuencia de hechos fortuitos o actos delictivos, hasta que no se 
instalen las dependencias del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil en cada una de las 
localidades respectivas. (…)” 
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APÉNDICE 4 
DECRETO SUPREMO N°015-98-PCM: REGLAMENTO DE INSCRIPCIONES 
DEL RENIEC 
 
“(…) Artículo 3. - La inscripción en el Registro es obligatoria. El derecho a solicitar que se 
inscriban los hechos relativos a la identidad y estado civil de las personas es imprescriptible e 
irrenunciable.  
Son hechos inscribibles, los siguientes:  
a) Los nacimientos.  
b) Los matrimonios.  
c) Las defunciones.  
d) El nombramiento de curador interino a que se refiere el Artículo 47 del Código Civil.  
e) La declaración de ausencia de las personas por resolución judicial firme.  
f) La designación de administrador judicial de los bienes del ausente por resolución judicial 
firme.  
g) La imposición de interdicción civil por resolución judicial firme.  
h) La imposición de suspensión extinción y restitución de la patria potestad por resolución 
judicial firme.  
i) La imposición de incapacidad para el ejercicio de la patria potestad, tutela o curatela por 
resolución judicial firme, de conformidad con el inciso 5) del Artículo 36 del Código Penal.  
j) La determinación de la patria potestad por resolución judicial firme, de conformidad con el 
Artículo 421 del Código Civil.  
k) La imposición de la pérdida de la administración y del usufructo de los bienes de los hijos 
así como su restitución por resolución judicial firme.  
l) La declaración de tenencia del menor y su variación, por resolución judicial firme.  
m) Los actos de discernimiento de los cargos de tutores, guardadores o curadores, con 
enumeración de los inmuebles inventariados notarial o judicialmente y la relación de las garantías 
prestadas, así como cuando la tutela, guarda o curatela acaba, o cesa en el cargo el tutor, guardador 
o curador.  
n) La rehabilitación de los interdictos en el ejercicio de sus derechos civiles por resolución 
judicial firme.  
o) Las declaraciones judiciales de quiebra.  
p) Las naturalizaciones, así como la pérdida y recuperación de la nacionalidad.  
q) Las resoluciones que declaran la nulidad de matrimonio, el divorcio, la separación de 
cuerpos y la reconciliación.  
r) El acuerdo de separación de patrimonio y su sustitución, la separación de patrimonio no 
convencional, las medidas de seguridad correspondientes y su cesación.  
s) Las sentencias de filiación.  
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t) El reconocimiento de hijos.  
u) Las adopciones.  
v) Los cambios o adiciones de nombre.  
w) Las anotaciones preventivas sobre restricciones de facultades del titular de la inscripción y/o 
de las resoluciones que a criterio del juez deban ser inscritas preventivamente.  
x) Los demás actos que la ley señale.  
Artículo 4.- Cualquier persona puede solicitar certificaciones de las inscripciones efectuadas, 
de los títulos archivados que las sustentan, así como de los Archivos Personales, las que serán 
expedidas de acuerdo a lo establecido en la Sección Segunda del Capítulo IV de este Reglamento.  
La información reservada que contienen dichos documentos sólo se entregará al titular o a su 
representante con poder especial, al representante legal en el caso de menores de edad o incapaces, 
o a aquellas personas autorizadas por resolución judicial firme.  
Al respecto llámese información reservada a la siguiente:  
a) A la señalada en los incisos b), c), d) y e) del Artículo 22 del presente Reglamento, así como 
la referente a la filiación de la persona.  
b) Causales de invalidez del matrimonio, de divorcio y de separación de cuerpos.  
c) Causales de interdicción de las personas.  
d) Causales de inhabilitación de las personas.  
e) Causas de la declaratoria de quiebra.  
f) Cualquier referencia al domicilio de las personas, salvo disposición legal en contrario.*  
* Dejado sin efecto por el Artículo 1 del Decreto Supremo Nº 022-99-PCM, publicado el 11-
06-99.  
Artículo 5.- Los jueces que resuelvan y los notarios que tramiten hechos inscribibles en el 
Registro remitirán de oficio, para su inscripción, los partes correspondientes, a cualquier Oficina 
Registral ubicada dentro del ámbito territorial de su jurisdicción, en un plazo no mayor de 15 días, 
bajo responsabilidad.  
Artículo 6.- La inscripción de hechos, por mandato de resoluciones judiciales firmes, deberá 
contener:  
a) Juzgado que emitió la resolución.  
b) Nombre del juez.  
c) Nombre del secretario.  
d) Lugar y fecha de la resolución.  
e) Nombre de las partes.  
f) Materia o pretensión.  
g) Número del expediente.  
h) Transcripción de la resolución firme.  
Artículo 7.- La inscripción de hechos provenientes de instrumentos públicos notariales deberá 
contener:  
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a) Nombre del notario.  
b) Lugar, fecha y número del instrumento notarial.  
c) Nombre de los intervinientes.  
d) Materia del instrumento.  
e) Hecho materia de inscripción.  
Artículo 8.- Cuando proceda la declaración de testigos, éstos deberán ser personas con plena 
capacidad de ejercicio de sus derechos civiles. Los testigos presentarán su documento de identidad 
respectivo, y en el caso de ser extranjeros deberán presentar algún documento de identidad 
reconocido por el Estado peruano.  
Artículo 9.- Cuando el Registro exija copia de cualquier documento, está deberá presentarse 
autenticada por fedatario designado por el Registro, por notario o por el juez de paz de la localidad.  
Artículo 10.- Cuando proceda la presentación de poderes, éstos deberán precisar el acto para el 
cual se otorgan, detallando toda la información necesaria para llevar a cabo dicho acto registral.  
El poder podrá ser autenticado por fedatario designado por el Registro, por notario o por el juez 
de paz de la localidad.  
Para tales efectos, los fedatarios designados por el Registro quedan facultados exclusivamente 
para autenticar los poderes otorgados para los trámites administrativos contemplados en el presente 
Reglamento (…).  
(…)CAPITULO III  
HECHOS INSCRIBIBLES  
Sección Tercera  
De los Matrimonios  
Artículo 43.- En el acta de matrimonio se inscriben los matrimonios.  
En la misma acta y como observaciones se inscribirán:  
a) La declaración de nulidad por resolución judicial firme que determina la invalidez del 
matrimonio, el divorcio, la separación de cuerpos y la reconciliación.  
b) Los acuerdos de separación de patrimonios y su sustitución, la separación de patrimonios no 
convencional, las medidas de seguridad correspondientes y su cesación.  
 
 
Artículo 44.- La autoridad que celebre un matrimonio, de acuerdo a lo establecido en el Código 
Civil, deberá remitir bajo responsabilidad, dentro de los 15 días posteriores a su celebración, copia 
del acta a la Oficina Registral más cercana a su localidad.  
En caso que no se hubiera dado cumplimiento a lo establecido en el párrafo anterior, cualquiera 
de los contrayentes o ambos, podrán solicitar la inscripción de su matrimonio en el Registro, para 
lo cual deberán presentar copia certificada del acta respectiva, la que deberá ser emitida por el 
celebrante, bajo responsabilidad.  
De conformidad con el Artículo 269 del Código Civil los matrimonios celebrados con 
posterioridad a la instalación, en las jurisdicciones correspondientes, de Oficina Registral 
competente, surtirán efecto desde el momento de su celebración, pero como consecuencia de la 
inscripción en el Registro y en mérito del carácter obligatorio y el derecho imprescriptible e 
 90 
 
irrenunciable de solicitar la inscripción de los actos modificatorios del estado civil de las personas, 
con arreglo al Artículo 41 de la Ley.  
Artículo 45.- La inscripción de un matrimonio de conformidad con lo establecido en el Artículo 
271 del Código Civil, se efectuará por el mérito de la copia certificada de la sentencia que presente 
la persona que acredite con arreglo al Artículo VI del Título Preliminar del Código Civil, tener 
legítimo interés económico o moral.  
Artículo 46.- La inscripción del matrimonio se efectuará en el acta correspondiente, debiendo 
constar la siguiente información:  
a) Nombre, edad, nacionalidad, domicilio, estado civil, firma y número de CUI o de la libreta 
electoral o de cualquier otro documento que permita fehacientemente la identificación de cada 
contrayente.  
b) En el caso de matrimonio de menores, nombre, nacionalidad, domicilio, parentesco, de ser 
pertinente, y número de CUI o de la libreta electoral o de cualquier otro documento que permita 
fehacientemente la identificación de las personas que prestan su consentimiento.  
c) Lugar y fecha de celebración del matrimonio.  
d) Nombre, firma y número de CUI o de la libreta electoral o de cualquier otro documento que 
permita fehacientemente la identificación de los testigos.  
e) Nombre y firma del Registrador.  
f) Nombre de la autoridad que celebró el matrimonio.  
Artículo 47.- El peruano que contrajera matrimonio en el extranjero puede solicitar la 
inscripción en cualquiera de las Oficinas Registrales Consulares del país donde se realizó dicho 
acto. A este efecto presentará copia certificada del acta matrimonial, traducida en caso de estar en 
idioma extranjero.  
En la inscripción se consigna la información establecida en el artículo anterior, expresándose 
además la autoridad y el lugar donde se celebró el matrimonio.  
Artículo 48.- Cuando el peruano casado ante autoridad de país extranjero que no inscribió su 
matrimonio en el consulado respectivo, fije posteriormente su domicilio en el Perú, debe inscribirlo 
dentro de los 90 días siguientes de su ingreso definitivo al país en la Oficina Registral competente 
(…).  
(…)CAPITULO IV 
DE LOS INSTRUMENTOS REGISTRALES  
Sección Primera  
De las Actas y Archivos Personales  
Artículo 58.- Las inscripciones de los nacimientos, matrimonios, defunciones y 
naturalizaciones se llevarán a cabo en actas.  
Una copia de las actas será remitida por las Oficinas Registrales a la Oficina Regional del 
Registro de la que dependan, la que a su vez las enviará periódicamente al Archivo Unico 
Centralizado, según lo determine la Gerencia de Operaciones del Registro.  
Artículo 59.- Las inscripciones de los actos, mencionados en los incisos a) a n) del Artículo 42 
de este Reglamento se efectuarán en partidas correspondientes a cada hecho. En el primer asiento 
de cada partida se insertará la resolución consentida del juez, que ordene la inscripción; las 
resoluciones que pudieran darse posteriormente, modificatorias o revocatorias, así como las 
cancelaciones se inscribirán en asientos posteriores.  
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Para efectos de un mejor orden de las inscripciones mencionadas en el párrafo anterior, se 
llevará un índice alfabético con los nombres de todas las personas que aparezcan afectadas por las 
resoluciones referidas en el Artículo 42 de este Reglamento. Deberá cuidarse que la información a 
que se refiere este artículo se conserve y maneje independientemente de la que tratan los Artículos 
22, 43 y 49 del presente Reglamento.  
Artículo 60.- Con la información enviada por las Oficinas Regionales del Registro y las 
Oficinas Registrales Consulares, la Gerencia de Operaciones dispondrá lo conveniente para la 
organización, en el Archivo Único Centralizado, de una sección que contenga el Archivo Personal, 
destinado principalmente a proveer la información para la expedición del DNI.  
Artículo 61.- Toda inscripción se efectúa previa calificación de la solicitud por el Registrador. 
La calificación se realiza teniendo en consideración las inscripciones preexistentes, si existieran, así 
como las disposiciones y formas legales previstas  (…).  
(…)CAPITULO VI  
DOCUMENTO NACIONAL DE IDENTIDAD  
Artículo 84.- El Documento Nacional de Identidad (DNI) debe utilizarse para:  
a) Los casos en que la persona requiera acreditar su identidad.  
b) Sufragar en elecciones políticas.  
c) Solicitar la inscripción de cualquier acto relativo al estado civil u obtener certificaciones de 
los mismos.  
d) Intervenir en procesos judiciales o administrativos.  
e) Realizar cualquier acto notarial.  
f) Celebrar cualquier tipo de contrato.  
g) Ser nombrado funcionario público.  
h) Obtener pasaporte.  
i) Inscribirse en cualquier sistema de seguridad o previsión social.  
j) Obtener o renovar la licencia de conductor de vehículo.  
k) Los casos en que por disposición legal deba ser mostrado por su titular.  
Artículo 85.- El DNI será otorgado a todos los peruanos nacidos dentro o fuera del territorio de 
la República desde la fecha de la inscripción de su nacimiento y a los extranjeros que se naturalicen 
desde la fecha de su inscripción.  
Artículo 86.- El DNI de quienes nazcan después de la entrada en uso de dichos documentos les 
será expedido en cualquier oficina del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, lo mismo 
deberá producirse con quienes inscriban su naturalización.  
Artículo 87.- A cada DNI le corresponderá un CUI, que será el mismo que aparece como 
número del Archivo Personal del titular. El CUI se mantendrá invariable hasta el fallecimiento de 
la persona.  
Artículo 88.- El DNI constituirá el único documento que permita ejercer el derecho de sufragio 
a su titular.  
Artículo 89.- Artículo derogado por el Artículo 1° de la Ley N° 28859, publicada el 3 de agosto 
de 2006. 
Artículo 90.- El DNI deberá contener como mínimo:  
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a) La denominación de Documento Nacional de Identidad o DNI.  
b) El Código Unico de Identificación (CUI) asignado por el Registro a la persona.  
c) Los prenombres del titular.  
d) Los apellidos del titular.  
e) El sexo del titular.  
f) El lugar y fecha de nacimiento del titular.  
g) El estado civil del titular.  
h) Las huellas digitales del titular.  
i) En el caso de las personas mayores de edad, capaces de ejercicio, la declaración del titular de 
ceder o no sus órganos y tejidos, para fines de transplante o injerto, después de su muerte.  
j) La fotografía de frente, del titular, con la cabeza descubierta.  
k) En el DNI que se otorgue a las personas mayores de 18 años, así como a quienes adquieran 
capacidad plena de ejercicio antes de esa edad, deberá aparecer la firma del titular. No se exigirá la 
firma en los casos de personas impedidas de hacerlo o de analfabetos.  
l) La firma del funcionario de registro autorizado.  
ll) La fecha de emisión del documento  
m) La fecha de caducidad del documento.  
En el caso del primer ejemplar de los DNI correspondiente a los recién nacidos cuya madre sea 
identificada, además de lo indicado en los incisos precedentes en lo que corresponda, impresión 
dactilar de la madre, conforme a lo indicado en el inciso h), así como su firma. En defecto de ella, 
deberá aparecer la huella digital y firma del tutor, guardadores o quienes ejerzan la tenencia del 
recién nacido.  
En el primer ejemplar del DNI, correspondiente a los recién nacidos, se incorporará su 
identificación pelmatoscópica.  
Artículo 91.- Cada DNI expedido a partir de la fecha en que el titular cumpla 6 años de edad, 
tendrá una vigencia de 6 años, salvo que ocurran los siguientes hechos:  
a) El titular contraiga matrimonio, se divorcie, enviude o se declare judicialmente la invalidez 
de su matrimonio.  
b) Se realice una modificación al nombre del titular.  
c) Se altere el rostro del titular por cualquier motivo, en virtud de lo cual pierda la fotografía 
valor identificatorio.  
d) Cuando el titular cambie de domicilio.  
e) Cambio en la decisión del titular de ceder sus órganos y tejidos para fines de trasplante o 
injerto, después de su muerte.  
En estos supuestos, que el titular deberá poner en conocimiento del Registro, se expedirá un 
nuevo DNI al titular en reemplazo del anterior consignándose la nueva información. El nuevo DNI 
no modificará el período de vigencia del DNI original.  
Artículo 92.- En el caso del recién nacido, el DNI tendrá una vigencia de 3 años, debiendo 
renovarse obligatoriamente cuando cumpla 3 y 6 años de edad.* 
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* Artículo promulgado en virtud del texto del artículo 37º de la Ley 26497, según modificación 
obrante en la Ley Nº 26745, publicada el 19ENE97, la cual establecía que el DNI debería ser 
renovado cada tres (3) años hasta que la persona alcance los seis (6) años de edad.  El texto del 
artículo 37º de la Ley 26497, fue posteriormente modificado por Ley Nº 27178, publicada el 
29SET99 y por Ley N° 28316, publicada el 05AGO2004, que establecían un plazo de vigencia 
único de 06 años. Finalmente, por  la Ley Nº 29222, publicada el 02MAY2008 se modificó dicho 
plazo a 08 años, razón por la cual, el artículo 92º del Decreto Supremo Nº 015-98-PCM se 
encontraría derogado tácitamente. 
 
 
Artículo 93.- El DNI que se otorgue a las personas mayores de 60 años de edad tendrá validez 
indefinida. Por tanto, la renovación del mismo a partir de dicha edad es facultativa, salvo en los 
casos de modificación contemplados en el Artículo 91 del presente Reglamento, en los cuales debe 
renovarse obligatoriamente.  
 
Artículo 94.- La renovación del DNI deberá solicitarla el titular o su representante, si aquél 
fuera incapaz, preferentemente ante la Oficina Registral del lugar donde se expidió o del domicilio 
del titular.  
La solicitud de renovación deberá efectuarse dentro del período que comprenda los 60 días 
previos a la fecha de caducidad del DNI.  
Artículo 95.- El DNI que no sea renovado dentro del plazo establecido en el Artículo 92 
precedente perderá vigencia.  
En tal caso y hasta no obtener su DNI renovado el titular no podrá realizar ninguno de los actos 
señalados en el Artículo 84 del presente Reglamento.  
Artículo 96.- En los casos de pérdida, robo, destrucción o deterioro del DNI, la solicitud para 
obtener dicho duplicado será presentada por el titular o su representante, si aquél fuera incapaz, en 
cualquier Oficina del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil. En estos casos, el DNI 
que se expida contendrá los mismos datos y características que el DNI original, así como una 
indicación en el sentido que el documento es duplicado.  
CAPITULO VII  
COSTOS REGISTRALES  
Artículo 97.- Las tasas que se cobren por los actos registrales deberán ser fijadas en el Texto 
Único de Procedimientos Administrativos del Registro.  
Artículo 98.- Son gratuitos:  
a) La inscripción de nacimientos, matrimonios y defunciones, así como la expedición de su 
primera copia certificada.  
b) Las rectificaciones y cancelaciones de las inscripciones producto de errores u omisiones del 
propio Registro.  
c) Los demás servicios que determine la Jefatura Nacional del Registro.  
DISPOSICIONES TRANSITORIAS  
Primera Disposición Transitoria.- La primera inscripción en el Registro generará un Archivo 
Personal entregándose al titular su Documento Nacional de Identidad donde constará el Código 
Único de Identificación respectivo.  
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Segunda Disposición Transitoria.- Los organismos públicos desconcentrados de la 
Superintendencia Nacional de los Registros Públicos que correspondan, continuarán inscribiendo 
los actos a que se refieren los incisos d), e), f), g), h), i), j) y k) del Artículo 44 de la Ley Nº 26497, 
hasta que se complete el acceso al Archivo Único por las dependencias del Registro Nacional de 
identificación y Estado Civil a nivel nacional.  
El Registro Nacional de Identificación y Estado Civil y la Superintendencia Nacional de los 
Registros Públicos establecerán de manera conjunta los mecanismos de coordinación que permitan 
implementar oportunamente la transferencia tanto de la función registral como de la respectiva 
documentación.  
Tercera Disposición Transitoria.- Sin perjuicio de la plena validez de los actos inscritos en el 
Registro de Estado Civil así como de las certificaciones y constancias a que se refiere el Artículo 
58 de la Ley Nº 26497, en tanto el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil no haya 
completado el proceso de acceso a su Archivo Único de todas sus oficinas registrales, el contenido 
de la documentación mencionada en el Artículo 64 del presente Reglamento no será oponible a la 
información contenida en los Registros que integran el Sistema Nacional de los Registros Públicos 
(…)”. 
 
